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ñANNUS HORRIBILIS, SED NON IN ALBISò 

 

La expresión latina annus horribilis  se emplea para 

describir años especialmente nefastos con grandes 

catástrofes y, ciertamente desde el pasado mes de marzo la 

pandemia de Covid19, está produciendo una crisis 

sanitaria, económica y social de tal entidad que hace que 

podamos describir 2020 con ese término, sin ningún 

género de dudas. 

Esta extraordinaria situación ha hecho que se hayan 

paralizado muchos aspectos de nuestras vidas, o en el mejor 

de los casos, que la incertidumbre siga presidiendo nuestro 

presente y depositemos en 2021 nuestras esperanzas de recuperación a todos los 

niveles. 

Como decía, el Coronavirus nos paró, nos golpeó e hizo que tuviéramos que hacerle 

frente sobre la marcha, sin saber, sin certezas, sin experiencia alguna en una 

situación así. Sin embargo, lo que no se ha paralizado es la actividad de El Justicia 

de Aragón. 

Nuestra Institución no ha quedado paralizada, sino al contrario, ha desarrollado 

una actividad mayor habida cuenta de la suma de la gestión ordinaria en defensa 

de los derechos y libertades de los aragoneses con la asistencia, principalmente 

jurídica y de derivación, en cuantas cuestiones ha sido requerida en estos meses 

vividos de pandemia. 

Por ello, he querido añadir a ese annus horribilis  un añadido: sed non in albis; 

pero no en blanco. Pues ciertamente el trabajo de estos meses ha supuesto un reto 

para todos los que formamos el equipo de esta señera institución aragonesa. 

Si a lo largo de estos casi tres años al frente del Justiciazgo he podido sentir el 

respeto y el cariño que los aragoneses tienen por la labor realizada desde nuestra 

Institución; no podíamos defraudar ni corresponder dicho respeto si no era 

estando a su servicio desde el primer momento sorteando las dificultades que como 

a todos los ciudadanos nos sobrevenían sobre la marcha de los acontecimientos. 
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El Justicia de Aragón es una institución dedicada a la defensa de los derechos y 

libertades, a cuidar nuestro derecho propio, a defender a la ciudadanía frente a 

desviaciones de poder o mala administración. Es una institución de raigambre 

histórica  que cumple las funciones de fiscalización externa de las administraciones. 

Pues bien, durante esta crisis que continúa en 2021 mi equipo y yo hemos tenido 

dos cosas claras: continuar con nuestra actividad a través de los medios actuales y 

sobre todo ser útiles a la sociedad aragonesa. A la sociedad y a las administraciones 

que luchaban a contra reloj contra ese enemigo invisible. 

Por ello, la actividad administrativa de la Institución nunca ha cesado; al principio 

con la instrucción de los diferentes expedientes mediante el teletrabajo del 

personal y unos servicios mínimos presenciales, y posteriormente con normalidad 

desde mayo de 2020. 

La situación vivida nos ha situado a todas las instituciones similares a la nuestra y 

a las administraciones supervisadas ante el reto de poder seguir cumpliendo 

nuestras misiones legalmente establecidas.  

Hemos advertido de la necesidad de mejorar y humanizar los servicios de 

información y atención ciudadana por parte de las administraciones públicas. El 

colapso, la mala atención en los servicios de información o las citas previas ha 

producido un aumento de la desesperación de la ciudadanía. La meta es intentar 

equilibrar la igualdad real para que salgamos todos a la vez y no aumente la 

desigualdad. 

Como una primera conclusión clara del 2020 podemos afirmar que la pandemia 

ha aumentado las desigualdades, y que muchas personas que nos han consultado 

en 2020 nunca habían solicitado la atención del Justicia de Aragón; prueba de ello 

son los más de 2130 expedientes gestionados en el año, 1669 de nuevo inicio, de 

los cuales muchos de ellos agrupan a numerosos ciudadanos. Estas cifras dan 

buena cuenta del hacer de este aciago año. 

En segundo lugar, es urgente adaptar para la sociedad las exigencias de la nueva 

sociedad de la informaci·n para evitar el nacimiento de ñnuevos excluidosò; por 

brecha digital, por la imposibilidad o incapacidad de acceder a recursos 

tecnológicos. Esto afecta principalmente a personas mayores, a personas 

desfavorecidas social y económicamente, las que viven en zonas rurales aisladas o 
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mal conectadas; personas migrantes y menores extranjeros no acompañados, 

personas con discapacidad; mujeres solas con cargas familiares, etc. 

Los retos de futuro de la Institución van a pasar por la identificación de problemas 

emergentes como la desigualdad a todos los niveles, los efectos del cambio 

climático, y sobre todo la vigilancia del respeto a unos derechos sociales 

fragilizados por la crisis financiera y que la pandemia Covid 19 los ha 

incrementado. 

Asumiendo los Principios de Venecia del Consejo de Europa sobre la protección y 

promoción de las defensorías del pueblo debemos reforzar la función de defensa y 

protección de los derechos humanos, además del clásico control de la mala 

administración.  

La realidad se imponía, y tras la entrega a las Cortes de Aragón del Informe Anual 

de 2019 en febrero de 2020 y la presentación en Jaca el 11 de marzo de 2020 del 

Informe Especial sobre Seguridad en la Montaña, el mes de marzo nos llevó a 

asumir un triple objetivo: mantener la act ividad de gestión de expedientes, sin 

dilaciones y mediante teletrabajo en la casi totalidad del personal; la culminación 

de los informes en desarrollo: Informe Anual sobre Menores o el Especial sobre 

Juego y los Menores en Arag·né con la asunci·n de todos los nuevos expedientes 

derivados de la crisis derivadas del Covid o la asunción de una labor de 

interpretación normativa solicitada por la ciudadanía, que ha sido realizada 

fundamentalmente por mi Lugarteniente en los medios de comunicación social. 

A lo largo de estos meses, en las diferentes reuniones con los Asesores 

Responsables y de Área de la Institución, nos planteábamos si toda esta crisis 

deber²a ser parte de un Informe Especial, si un apartado del Anualétodo ha 

quedado superado. 

A las 230 resoluciones en forma de recomendaciones o sugerencias hemos unido 

la publicación de nuestros Informes especiales y de otros Informes derivados de la 

crisis con el fin de aportar a la sociedad análisis y propuestas con las que ayudar a 

luchar contra las circunstancias. 

En ese analizar y proponer a la sociedad destacó por su inmediatez y profundidad 

el ñInforme sobre las Residencias de personas mayores en Arag·n durante el 

estado de alarma por el Covid-19ò, presentado el 22 de septiembre. 
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En 2020 estaba previsto centrar una parte del trabajo de la Institución en las 

residencias de personas mayores, y para ello se había iniciado un plan de visitas a 

las mismas, que fue suspendido ante la aparición de contagios, previo al estado de 

alarma, realizándose la última el día 9 de marzo a la una residencia en la Almunia 

de Doña Godina, ya con el virus dentro de nuestra sociedad. 

La pandemia producida por el Covid-19 y la crisis sanitaria consiguiente, volvió a 

poner de manifiesto la vulnerabilidad de las personas mayores, y de forma especial 

a quienes están en residencias, como refleja que el 80 % de las personas fallecidas 

en Aragón lo fueran en éstas durante ese periodo del primer estado de alarma. 

Por ello, decidimos abrir un expediente de oficio, para analizar más en profundidad 

esta problemática, conocer con ello las actuaciones que se estaban llevando a cabo 

por parte de las administraciones públicas competentes en esta materia, y recoger 

las valoraciones que realizaron las entidades que gestionan directamente las 

residencias. 

Para ello se seleccionaron 98 residencias a las que me dirigí por carta, justificando 

la apertura de expediente de oficio y solicitando su colaboración. 

Se centró el cuestionario en la experiencia durante el Estado de Alarma (del 14 de 

marzo al 30 de junio de 2020), y se fijó como plazo de respuesta hasta el 30 de 

julio, si bien, como se puede apreciar por algunas de las aportaciones, este plazo 

fue superado, de tal forma que se hicieron aportaciones teniendo en cuenta ya el 

inicio de los rebrotes en alguna residencia durante el verano. 

Teniendo en cuenta las propuestas planteadas, se elaboraron sugerencias y 

recomendaciones de mejora de cara al futuro, a un futuro que ya es hoy, pues, 

desgraciadamente esta crisis continua en las fechas en que presentamos el presente 

Informe anual.  

En el análisis más detallado de dicho Informe encontrarán dichas conclusiones y 

propuestas, dirigidas especialmente a nuestras administraciones, pero en este 

sentido también verán que requerimos la implicación de las familias, pues esta 

sociedad ñurbanitaò y estresante ha supuesto que aquello que antes era normal: 

cuidar en casa de nuestros mayores, se nos antoje ahora imposible por falta de 

espacio en las viviendas y tiempo ante horarios de trabajo extenuantes.  
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El respeto y cuidado a las personas mayores, en especial a las que viven solas y 

están enfermas o con problemas de salud cronificados es un tema que debería estar 

dentro del debate social, y no podemos derivar esta responsabilidad colectiva solo 

a los sistemas asistenciales, sino que debemos preguntarnos qué sociedad 

queremos y cómo vamos a sostenerla en términos intergeneracionales. 

La pandemia, como destacaba antes, ha manifestado con crudeza, nuestros déficits 

como sociedad, y es por ello por lo que la atención a nuestros mayores exige un 

cambio de mentalidad y de acción, y esperamos aportar ideas e iniciativas en el 

creado Observatorio sobre la Soledad en Aragón con la ayuda de todos sus 

integrantes. 

Y si desde el comienzo del mandato hemos subrayado la importancia del cuidado 

a nuestros mayores, no lo ha sido menos la atención a nuestros menores 

vulnerables,  por eso hemos venido defendiendo la necesidad de definir legalmente 

a nuestra Institución como Defensora del Menor, y por ello uno de nuestros 

asesores está dedicado de manera exclusiva a Menores y Mayores 

Desde esa área de nuestra Institución surgió la necesidad de conocer la situación y 

actuaciones llevadas a cabo con niños, niñas y adolescentes que están bajo la 

protección del Sistema de Atención a la Infancia y Adolescencia en Aragón, ante el 

estado de alarma por la pandemia del Covid-19. Se recabo información tanto de la 

Consejería de Ciudadanía y Derechos Sociales, como de las entidades privadas que 

gestionan centros. Con buena respuesta de todas ellas.  

Dich0 Informe destacó el buen sistema de comunicación establecido desde la 

Administración para coordinar tanto protocolos como instrucciones de actuación, 

con todas las entidades afectadas. Se establecieron espacios específicos de Covid-

19, que no fue necesario utilizar, ya que de los 420 menores acogidos solo 3 

presentaron síntomas y tuvieron seguimiento médico en su residencia. 

Es preciso poner en valor la magnífica respuesta, por su capacidad de adaptación 

ante el confinamiento, de los menores, teniendo en cuenta sus distintos perfiles, 

situaciones vitales y desgaste emocional; así como de los profesionales y entidades 

implicados. Se habilitaron recursos para continuar la escolarización, poner en 

marcha actuaciones de entretenimiento, y en algunos casos de solidaridad, 

contribuyendo a la elaboración de mascarillas para servicios esenciales.  IN
F

O
R

M
E

 S
O

B
R

E
 L

O
S

 C
E

N
T

R
O

S
 D

E
 A

C
O

G
ID

A
 R

E
S

ID
E

N
C

IA
L
 D

E
 M

EN
O

R
E

S
 E

N
 E

L
 E

S
T

A
D

O
 D

E A
L
A

R
M

A
 P

O
R

 L
A

 C
R

IS
IS

 S
A

N
IT

A
R

IA
 D

E
L
  
C

O
V

ID
-1

9

 



10 

 

 

 

 

Por otra parte, se reseñó que, sólo 2 de los 67 jóvenes extranjeros se pudieron 

acoger al permiso de trabajo excepcional decretado con motivo del estado de 

alarma y que hubiera sido un buen instrumento y una oportunidad p ara todos 

ellos. 

Y si los menores tutelados, que son parte de la labor supervisora del Justiciazgo 

con carácter permanente fueron objeto de análisis, la imponente realidad de la 

educación con esta crisis, afectando a la casi totalidad de los menores y jóvenes 

aragoneses con una educación paralizada en todos sus niveles, y transformada a 

un nuevo formato en línea supuso una total desazón 

A las preocupaciones ordinarias de esta situación totalmente excepcional, se 

añadían las posibles consecuencias que esta podía acarrear, habida cuenta de la 

brecha digital ya existente en nuestra sociedad y de la importancia de la educación 

como modulador de las desigualdades económicas mediante la igualdad de 

oportunidades 

Por ello, esta Institución elaboró un Informe en el que pretendió ofrecer algunos 

datos y propuestas en relación con la incidencia del Covid en la educación 

aragonesa.  

Partiendo de los datos obtenidos, se analizaron algunos problemas concretos de 

nuestra Comunidad Autónoma y se efectuó un examen de lo que iba a ser la vuelta 

a las aulas, a la vez que se expusieron algunas consideraciones sobre el curso 

académico 2020/2021. 

Este Justicia propugnó por la vuelta a las aulas de manera presencial y por el ajuste 

curricular , una vez que se constataron las dificultades que se habían producido en 

la enseñanza en línea. 

El informe culminó con una serie de propuestas con el fin de que sirvieran de 

elemento de reflexión y de eventual mejora de la educación en Aragón. 

De entre las propuestas, destacó la relativa a la necesidad de que la administración 

educativa proporcionara una información pormenorizada sobre la incidencia que, 

en el servicio público educativo, había supuesto la pandemia en nuestra 

Comunidad Autónoma hasta ese momento. 

También reivindicó el papel del profesor en la educación, favoreciendo e 

impulsando la adecuación del profesorado a las circunstancias derivadas del 
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COVID-19, e instando al Gobierno de Aragón a que, en el supuesto de tener que 

volver a suspender la actividad (total o parcialmente), adopte las medidas precisas 

para asegurar el buen uso de las tecnologías, estableciendo planes específicos en 

cada centro teniendo en cuenta las características del alumnado. 

Por último, el Informe pone de manifies to la importancia de que la Administración 

establezca unos sistemas de evaluación justos, no solamente para medir el esfuerzo 

de los alumnos (lo que a determinados niveles educativos puede marcar el acceso 

su acceso a determinados estudios), sino también para verificar cuál es el grado de 

aprendizaje de alumnado en las distintas materias. 

Estos son los Informes que han sido realizados con motivo de la extraordinaria 

situación, pero como indicaba al comienzo de esta valoración general, desde la 

Institución se han realizado dos Informes no derivados de la crisis sanitaria en este 

año,: el correspondiente a la Seguridad en la Montaña, del que daré cuenta al final 

de esta parte relativa a Informes y el Informe Especial sobre Juego y Menores, que 

requirió de un esfuerzo grande al haber sido finalizado en el periodo de pandemia, 

duplicando el trabajo  desarrollado por los asesores. 

Desde noviembre de 2019, el personal de la Institución vino trabajando en la 

elaboración de este Informe especial que tiene sus antecedentes en las diversas 

quejas y expedientes de oficio tramitados en los últimos años, y en las noticias que 

todos recibíamos sobre la afección del juego en los menores. 

Por ello, el principal objetivo del Informe era saber si en Aragón, el aumento 

exponencial de casas de apuestas en nuestros pueblos y barrios, así como su 

presencia on line, había incidido en nuestros menores y analizar si algunas de las 

técnicas de marketing de las empresas del sector se desarrollaban enfocadas a 

estos. 

Seg¼n los datos del Estudio de la Universidad de Zaragoza ñJuego de azar y 

apuestas en jóvenes y adolescentes en Arag·nò dirigido por la profesora Yolanda 

López del Hoyo, extrapolados en el Informe a toda la población menor aragonesa, 

en nuestra Comunidad con 50.000 jóvenes entre 14 a 17 años, nos encontramos 

con casi un 20 % de jugadores presenciales (9.500) y un 10% on line (4.727). Un 

38,4% de los estudiantes de Instituto juegan a apuestas deportivas, y reconocen 

problemas con el juego un 6% 
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Sin embargo, frente a esos datos, en todo nuestro territorio, sobre 142 locales de 

juego, las infracciones sobre menores fueron 5 en 2017, 5 en 2018 y 0 en 2019. 

En términos económicos, en 2019, el sector del Juego en Aragón ingresó 42 

millones de euros a las arcas públicas, produjo 1.100 puestos de trabajo y dedicó a 

través del III Plan de adicciones 3 millones de euros para la todas las áreas 

(prevención, asistencia, formación y coordinación) y todas las adicciones (drogas 

ilegales, tabaco, alcohol, fármacos psicoactivos, adicciones comportamentales) 

incluidas en dicho Plan. 

Por ello, y ante la pregunta de cómo proteger a menores y otros grupos vulnerables 

y mantener el sector económico que genera el juego, hemos encontrado respuestas 

como la de nuestro aragonés, el profesor Mariano Chóliz, quien ejerce como 

docente e investigador en la Universidad de Valencia y que defiende el cambio de 

paradigma desde el concepto de ñJuego responsableò hacia lo que se ha venido en 

denominar ñJuego ®ticoò. 

Este Informe sobre Juego y Menores en Aragón era el de carácter especial previsto 

con anterioridad para el 2020, pero en esta anualidad referida se presentó, aunque 

se desarrolló a lo largo de 2019 el Informe sobre Seguridad en la Montaña, abierto 

como el anterior de oficio mediante un expediente a la luz de las múltiples noticias 

de accidentes con que cada año nos encontrábamos. 

Precisamente fue presentado en Jaca el 11 de marzo, último día de actividad 

ordinaria en la casa, antes de la declaración del estado de alarma. 

El objetivo del mismo fue la necesidad de realizar un análisis y reflexión en cuanto 

a las actuaciones que las distintas administraciones con competencia en la materia 

venían adoptando en la regulación de la actividad, su prevención y actuaciones de 

rescate en la montaña. 

Para su elaboración se siguió la misma metodología que en otros informes 

elaborados anteriormente: solicitud de información preceptiva a las 

administraciones competentes, pero también a aquellos colectivos implicados 

como federaciones deportivas y expertos en la materia. 

Igualmente, se consultaron los completos trabajos realizados con anterioridad, de 

los que cabe destacar la labor realizada por el Colegio de Abogados de Huesca en 

sus Jornadas sobre Derecho y Montaña, los trabajos de D. José Manuel Aspas o la 
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labor de investigación y divulgación realizada por Montaña Segura, entidad 

participada por federaciones y Gobierno de Aragón, así como del Comité de 

Seguridad de la Federación Española de Montaña 

Para una mejor contextualización, se analizaron la legislación que regula las 

actividades de montaña en Aragón, así como en otras comunidades autónomas. 

Habida cuenta del análisis de la misma se observa una ausencia de regulación en 

las actividades individuales, así como la falta de plasmación del trabajo del 

Observatorio de la Montaña de Aragón, organismo creado para el análisis de esta 

materia; se perfilan como los déficits pendientes, por lo que los objetivos de 

nuestra administración deberían ser el correcto funcionamiento de dicho 

organismo y el seguimiento a las recomendaciones que los expertos han realizado 

en sus contadas convocatorias. 

Del ñmodelo de rescate aragon®sò se destaca tanto los buenos resultados obtenidos, 

como el reconocimiento nacional que el mismo goza, especialmente en la 

coordinación que administración central y autonómica realizan a través de la 

Guardia Civil y el Servicio Aragonés de Salud. 

Otra cuestión para analizar de forma serena es si las graves negligencias de algunas 

personas individuales deben o no ser asumidas por el conjunto de la sociedad a 

través de este sistema que resulta tan eficiente y solvente en situaciones de 

emergencias reales y no previsibles. 

Con la referencia a este último Informe, termino mi balance respecto estos trabajos 

en los que hemos querido incidir de una manera más especial, bien por su 

dimensión y afección en la sociedad detectado con carácter previo, o ante la 

urgencia de los mismos derivados de la crisis sanitaria actual. 

Entrando ya en el balance de la actuación de las materias que nos encomienda el 

Estatuto, quiero en este Informe correspondiente a 2020 comenzar con una de las 

funciones que hacen de la nuestra una institución singular: la Defensa del Estatuto 

de Autonomía, y con ella la de los derechos emanados del mismo,  ya que el 2020 

ha sido también un año excepcional en el desarrollo de esta función, ya que las 

medidas de estado de alarma han supuesto para el conjunto de la sociedad una 

renuncia de derechos fundamentales y una modificación de un amplísimo número 

de leyes y normativas necesarias para garantizar la contención de la crisis sanitaria. 
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Por ello, a lo largo de las diferentes fases, ha habido un gran número de consultas 

telefónicas o vía correo electrónico, relativas a la normativa aplicable en cada 

situación, y su concreta aplicación a casos muy puntuales. 

En el primer estado de alarma, se llegaron a registrar unas cuatrocientas llamadas 

respecto a dudas que fueron solventadas sin apertura de expediente de queja, y 

unas ciento cincuenta quejas tramitadas como tales. 

Las consultas puntuales ante supuestos afectados por la Covid fueron tramitadas 

en la mayoría de los casos sin seguir el proceso ordinario de tramitación de 

expedientes de queja, intentando dar soluciones a las cuestiones concreta 

planteadas mediante comunicaciones directas, mayormente vía telefónica, con las 

administraciones afectadas. 

Es de destacar en este aspecto dos cuestiones; la primera es que algunas de estas 

normativas afectaban al derecho civil propio, nuestro Derecho Foral, y en algún 

caso tan directamente en su aplicación que se emitió una nota al respecto para la 

administración reguladora; como fue el caso del Gobierno de Aragón sobre el 

concepto de familia ante las restricciones de movilidad 

Por otro lado, y como he destacado anteriormente, la presencia del Lugarteniente 

en nuestros medios de comunicación realizando una labor de interpretación y 

divulgación de la cambiante normativa en vigor, así como el repositorio de estas 

normativas en nuestro portal web supuso una puesta en valor de la Institución 

como garante de nuestro Derecho. 

En el trabajo ordinario de esta área, se ha proseguido como en ejercicios anteriores 

con las contestaciones a consultas sobre instituciones propias del derecho civil 

aragonés, informes o alegaciones a ordenes (ámbito educación) y a ordenanzas 

municipales, así como una recopilación de las 19 sentencias dictadas por el 

Tribunal Superior de Justicia de Aragón en casación foral: familia, tutelas, 

abolorio.  

Igualmente se elabora una recopilación del TC en relación con normas aragonesas 

o que afecten a Aragón.  

La legislación vigente exige de El Justicia que emita un informe sobre 

determinadas materias y cuya información hemos insertado en el Informe: 
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En materia de Igualdad, hemos realizado un análisis de la actividad normativa que 

ha tenido el Gobierno de Aragón en relación a esta materia señalando el grado de 

cumplimiento de sus compromisos y, por otra parte, damos cuenta de los 

expedientes tramitados por esta Institución, entre los que podemos destacar, sin 

ánimo exhaustivo, algunas sugerencias aceptadas: 

Así, nos dirigimos al Gobierno de Aragón para que los estudios del Ciclo Formativo 

de Grado Superior de Promoción de Igualdad de Género fueran reconocidos como 

requisito y no sólo como mérito a la hora de acceder a determinadas ofertas de 

empleo público , lo que provocó la aprobación de una modificación, por parte del 

Departamento de Hacienda, de la relación de puestos de trabajo en la que, o se 

creaba el puesto de Responsable de Igualdad de Género, o se modificaba un puesto 

ya existente, para adaptarlo a las características del puesto de Responsable de 

Igualdad de Género, y en ambos casos-, se incluía, en el apartado de Formación 

Espec²fica esta ñFormaci·n habilitada por el Instituto Aragon®s de la Mujer en 

relación con el principio de igualdad entre mujeres y hombres.  

También la Universidad de Zaragoza aceptó analizar el impacto de las campañas 

informativas de los distintos protocolos y procedimientos puestos a disposición de 

la Comunidad Universitaria para la resolución de problemas e incidencias que 

puedan surgir en relación a los temas de discriminación por género y que se incida 

en la formación de los profesionales que deben aplicarlos desde los distintos 

órganos de la Administración Universitaria, ante un caso de una agresión a una 

estudiante por parte de un profesor. 

Por último, desde nuestra Institución se ha colaborado con la Red de Mujeres de 

la Región Europea de la Federación Internacional de Ombudsman en la 

colaboración de dos importantes documentos relativos a los derechos de las 

personas Trans, el primero, y a la situación de las mujeres víctimas de violencia, 

madres de familias monoparentales y menores en relación a las distintas ayudas 

públicas durante los estados de excepción. 

En materia de menores, se informa de una forma mucho más amplia que sobre 

ninguna otra materia pues, como en años anteriores, desde esta Institución se 

presenta un informe, independientemente del informe anual, a las Cortes de 

Aragón, tras haberse procedido en los meses pasados a visitar los centros 

dependientes del Gobierno de Aragón, así como centros concertados en los que hay 

niños y niñas bajo la tutela de la Administración autonómica, tanto de protección 

Ig
u

a
ld

a
d
  

 
M

e
n

o
re

s
   

 



16 

 

 

 

 

como de cumplimiento de medidas judiciales, y haber recabado del Departamento 

de Ciudadanía y Derechos Sociales del Gobierno de Aragón, los aspectos más 

relevantes de las actuaciones realizadas con la Infancia y Adolescencia en Aragón.  

Asimismo, y tal como se estableció en el informe de 2019 se realiza un análisis 

transversal de las quejas referidas a menores en las distintas Áreas de esta 

Institución.  

Continuando con el compromiso del Justicia de Aragón de dar visibilidad a toda la 

infancia de Aragón, y en colaboración con el Instituto Aragonés de Estadística del 

Gobierno de Aragón, se aportarán datos básicos sobre la infancia en Aragón tanto 

de carácter demográfico como sobre las situaciones de vulnerabilidad y pobreza en 

nuestra Comunidad.  

Durante el año 2020 y, a pesar de las dificultades derivadas de la pandemia 

sanitaria por el Covid-19, pero también instados por la misión de proteger a los 

más vulnerables, se han realizado varios informes relacionados con menores, uno 

de ellos ya previsto, sobre menores y juego en Aragón, y otros a raíz de la 

repercusión del Covid-19; uno sobre escolarización, y otro sobre la afectación de la 

pandemia a centros de acogida residencial de menores, en la primera fase.    

Igualmente se ha realizado el seguimiento de los aspectos que se abordan a 

continuación para dar cumplimiento a los dispuesto por el artículo 29.5 de la Ley 

8/2018, de 28 de junio, de actualización de los derechos históricos de Aragón, con 

las referencias a las actuaciones públicas sucedidas provocadas por instituciones, 

entidades públicas o sus representantes en materia de tergiversación histórica y 

que afecten a nuestro decoro e identidad como pueblo. 

Sin embargo, la dificultad para abordar esta encomienda es grande porque no hay 

personal ni capacidad material para valorar, estudiar, acometer y abordar 

específicamente la tergiversación histórica de la Comunidad Autónoma, o las 

publicaciones que se hayan distribuido en distintas editoriales, revistas de difusión 

local o nacional con medios informáticos o soporte tradicional, con voluntad de 

falsear.  

No obstante, en este aspecto la asesora de cultura y patrimonio asistió al curso de 

didáctica de la historia que fue notificado a Gabinete del Justicia de Aragón por 

parte del Consejo Asesor de la Historia. Dicho curso se articulaba en tres jornadas 

vespertinas en el primer trimestre del año 2020, recogidas bajo el nombre de 
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HACES que responde al acrónimo de Historia e Historia de Aragón en los centros 

Educativos de Educación Secundaria. En estas sesiones impartieron ponencias 

expertos historiadores y docentes, se realizaron talleres para los docentes 

matriculados, y estaba asimismo planeado un encuentro con miembros del propio 

Consejo Asesor al que se hace referencia más adelante. 

Y a fin de dar cumplimiento a este mandato legalmente encargado a esta 

Institución, se procedió en el ejercicio 2020 a la apertura de oficio en esta 

Instit ución del Expediente 209/20, en el que se agrupaban las actuaciones y 

denuncias realizadas conforme al mandato de la Ley. 

A lo largo de estas consideraciones he realizado un recorrido por la situación 

general de este 2020, de las materias que han sido objeto de Informes Especiales, 

de aquellas que son informadas por mandado de leyes específicas, y de la tutela de 

nuestro ordenamiento jurídico y defensa de nuestro Estatuto. 

Pero como indicaba al principio de estas líneas, la realización tanto de estos 

trabajos especiales, como de los derivados de lo extraordinario de la situación, no 

ha mermado en absoluto la gestión y resolución de los diferentes expedientes que 

en materia de defensa de los derechos individuales y colectivos suponen el grueso 

del trabajo ordinario de la Institución  

Una de las principales apuestas del Justiciazgo desde 2018 es la implantación de 

mecanismos de mediación en la resolución de conflictos. 

En el año 2020, en la Oficina del Justicia de Aragón se han iniciado diez 

expedientes admitidos a mediación y que, con motivo de la situación sanitaria, 

menos uno de ellos que ya ha finalizado, el resto se encuentra todavía en 

tramitación ya que, pese a la aceptación por las partes en conflicto, la inicial 

reunión o las posteriores, no han podido ser celebradas. 

El Justicia de Aragón aboga por propiciar la mediación de manera decidida sobre 

la base de una cultura de diálogo y mecanismos de autocomposición, situando el 

origen de la solución en el acercamiento de las partes, y buscando alternativas y 

propuestas que convenzan a ambas para tratar de solventar definitivamente el 

conflicto, al ganar todos. Se trata, en definitiva, de restaurar el orden jurídico 

perturbado con el conflicto, y por eso se habla de la mediación como Justicia 

Restaurativa. 
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La mediación ha de velar por garantizar la información veraz y la transparencia 

concienciando al ciudadano de su enorme capacidad para llegar a la raíz del 

conflicto y así, asumir el protagonismo en la toma de sus propias decisiones, 

encaminadas a resolver el conflicto (lo que ha de favorecer a todas las partes), 

posibilitando un mutuo entendimiento. Para ello, re sulta preciso, cumpliendo con 

las debidas garantías jurídico-legales, que los cambios de modelo pasen del lineal 

clásico (proceso adversarial/ ganar-perder) a uno complejo, basado en la oferta de 

otros mecanismos para la resolución de conflictos en Derecho (proceso 

colaborativo /ganar -ganar). Es también imprescindible incorporar a éstos, otros 

métodos de trabajo que sean capaces de arbitrar tres aspectos fundamentales (el 

conflicto, la comunicación y las relaciones) en donde los protagonistas 

autogestionen voluntariamente sus diferencias. 

El camino que hemos iniciado en el Justiciazgo está produciendo sus frutos y la 

colaboración que estamos obteniendo de las administraciones en general, y sobre 

todo de la local, es esperanzadora.  

Para los ciudadanos que acuden al Justicia es una doble oportunidad: primero se 

intenta una mediación y si no se consigue un resultado positivo se continua con el 

procedimiento ordinario, sin estar presionados por plazos procesales perentorios, 

como sucede en la administración de justicia. 

En las labores de defensa de la  transparencia se continúa el criterio ya iniciado de 

indicar al ciudadano, con carácter previo a la admisión a trámite de la queja, la 

posibilidad de tramitación de la misma por el cauce expreso previsto en la 

normativa de transparencia, esto es, ante recurso interpuesto al Consejo de 

Transparencia de Aragón, posibilidad que en la mayoría de los casos ha sido 

aceptada por la ciudadanía. Cabe señalar que la Ley 8/2015, de 25 de marzo, de 

Transparencia de la Actividad Pública y Participación Ciudadana de Aragón, 

establece tanto que un miembro del Justiciazgo forma parte del Consejo, lo que ha 

supuesto que en las reuniones mantenidas por dicho órgano a lo largo de 2019 

hayan asistido o bien el Lugarteniente del Justicia o bien la Asesora responsable 

de Departamento al efecto designada, como que de todas sus resoluciones se debe 

dar traslado al Justicia de Aragón.  

El desconocimiento de los ciudadanos posibles licitadores en la contratación 

pública, de la normativa en contrataciones pequeños municipios y la atención en 

la especial contratación en el sistema sanitario; (con un problema de control en la 
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ejecución de los contratos y aplicación de penalizaciones por incumplimiento ) han 

sido algunas de las cuestiones resueltas en los expedientes de contratación publica 

Los derechos políticos; continúan como en años anteriores de forma mayoritaria 

tratando de  los problemas de acceso a la información de los concejales de la 

oposición en pequeños y medianos municipios, y en la aplicación de la memoria 

democrática se avanza en el cumplimento de la norma, con actuaciones directas de 

los municipios sobre símbolos franquistas. 

Un aspecto que ya había sido motivo de actuación desde nuestra Institución ha 

sido la administración electrónica; donde se ha hecho más notable todavía que 

existe un avance en su implantación, pero con carencia de apoyos a los ciudadanos 

para su utilización, generando una nueva vulnerabilidad, la brecha digital. 

El empleo público ha seguido siendo en este año una materia de amplio calado en 

el trabajo de la Institución pues sigue apreciándose una preocupación muy 

importante en relación con el desarrollo de los procesos selectivos.  

En efecto, en un contexto de profunda crisis del empleo privado como ocurre en la 

actualidad, no es de extrañar que exista entre los aragoneses una sensibilidad muy 

acusada en lo que se refiere al desarrollo de las oposiciones y otros mecanismos de 

selección de los empleados públicos. 

Esta situación -que podría afectar a toda España- resulta especialmente 

importante en nuestra Comunidad Autónoma, debido al peso que el empleo 

público presenta en Aragón, que, siendo superior desde hace tiempo a la media 

nacional, ha aumentado bastante en los últimos años. De este modo, con los datos 

que han podido manejarse hasta el año 2019 (recogidos en el Anuario Aragonés 

de Gobierno Local 2019) hay que precisar que, en el cómputo general nacional, el 

porcentaje de empleados públicos en relación con el número de habitantes  es el 

5ô51%, lo que contrasta con el porcentaje auton·mico que se sit¼a en el 7.02%, 

siendo significativo que el porcentaje estatal haya permanecido estable en el 

período 2008 -2019, mientras que el porcentaje autonómico se haya incrementado, 

para el mismo lapso temporal, de un 6,55% a un 7,02%. 

En función de lo expuesto, se comprenderá que los poderes públicos autonómicos 

deban ,debamos, hacer un especial esfuerzo para que los procesos selectivos sean 

lo más respetuosos posible con lo que, al fin y al cabo, constituye un derecho 

fundamental de acceso en condiciones de igualdad a los cargos públicos, que debe 
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interpretarse sistemáticamente con los principios constitucionales de mérito y de 

capacidad a la hora de reclutar empleados públicos. 

Han sido varios los expedientes que han tenido como objeto los procesos selectivos 

de funcionarios de carrera y se han formulado, entre otras, algunas propuestas: la 

obligación de publicidad en el BOE de las oposiciones de funcionarios locales, la 

necesidad de respetar las bases del proceso selectivo a la hora de fijar el contenido 

de las pruebas, la carga de motivar las puntuaciones de los procesos selectivos 

conforme exige la Jurisprudencia y  la posibilidad de grabar las pruebas de algunas 

oposiciones. 

Igualm ente, se ha expresado la conveniencia de verificar si, a la vista de la 

existencia de funcionarios interinos que no ocupan plazas vacantes, procede, o no, 

la creación de plazas estructurales con el fin de ofrecerlas a los funcionarios de 

carrera de nuevo ingreso. 

Respecto al personal interino, las consideraciones expuestas en relación con los 

funcionarios de carrera son en buena medida trasladables a quienes no cuentan 

con una relación de servicios permanente con la Administración. 

No obstante, conviene exponer individualmente algunos de los problemas 

suscitados en relación con este tipo de empleados públicos: forma de llamamiento 

(con la propuesta de utilización de la web del Gobierno de Aragón), posibilidad de 

alegar una justificación para no acudir al puesto de trabajo tras su aceptación, sin 

sufrir penalización o las reglas de preferencia en el cese de funcionarios interinos 

cuando alguno de los puestos que ocupan deban proveerse entre funcionarios de 

carrera. Ante la inexistencia de tales reglas, se sugirió a los Departamentos de 

Hacienda y Administración y de Ciudadanía y Derechos Sociales que establecieran 

algún tipo de norma a estos efectos y la Administración aceptó sustancialmente 

esta propuesta. 

Respecto a la provisión de funcionarios interinos de los Cuerpos Nacionales al 

servicio de la Administración de Justicia, ha existido una preocupación muy 

generalizada entre los afectados por algunos de los requisitos exigidos en la 

normativa autonómica para formar parte de la correspondiente bolsa, entre los que 

destaca la imposibilidad de formar parte de la bolsa de interinos aragonesa si se 

está inscrito en la bolsa de otra Comunidad Autónoma. Por El Justicia de Aragón, 

se propuso que se replanteara la idoneidad de este requisito, puesto que ello podría 

obstaculizar que personas con experiencia en los Juzgados y Tribunales pudieran 
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desempeñar este tipo de puestos en la Administración de Justicia en Aragón. Esta 

propuesta fue recogida por el Departamento competente, al expresar que se iba a 

procederse a estudiar la eliminación de dicho presupuesto. 

En lo que afecta al personal eventual, se recordó la vigencia de su nombramiento 

cuando prestan servicios en las Entidades locales, así como la prohibición de 

realizar funciones de tipo burocrático o administrativo.  

En materia de comisiones de servicio, desde esta Institución hemos podido 

observar los problemas prácticos que conlleva la aplicación de la Sentencia del 

Tribunal Supremo de 24 de junio de 2019, que ha venido a exigir la existencia de 

una convocatoria pública con carácter previo a la concesión de una comisión de 

servicios. En estos momentos, debe decirse que se ha aprobado por el Gobierno de 

Aragón el Decreto 129/2020, de 23 de diciembre, donde ya se establece una 

regulación de las convocatorias de las comisiones de servicio, cuya aplicación 

deberá ser objeto de atención en el presente año. 

Como sucedió el año pasado, los procedimientos de promoción interna han sido 

objeto de queja por parte de los ciudadanos, aunque por motivos diferentes, como 

puede ser la necesidad de clarificar el marco normativo en cuanto a la dispensa de 

la fase de oposición si se hubiera superado en una convocatoria anterior. 

Otras cuestiones abordadas y que verán desarrolladas en el Informe es el derecho 

a la igualdad retributiva de los policías locales, el derecho a la percepción de 

incrementos retributivos por realizar, de darse, actividad profe sional que exceda 

del concreto puesto de trabajo oficial., la adaptación del puesto de trabajo de 

funcionarios interinos de los cuerpos docentes no universitarios o la posible 

discriminación entre Licenciados y Graduados en Derecho a efectos de impartir 

diferentes asignaturas en centros docentes privados. 

Las molestias derivadas por el ruido es una constante en todos los informes anuales 

en el apartado de Interior y Justicia, afectando por igual a todos los municipios con 

independencia de su tamaño. Los problemas de salud que ocasiona en quienes lo 

padecen, merece una especial atención por parte de los poderes públicos. Por ello, 

se deben de habilitar todas las herramientas disponibles para detectar, constatar y 

actuar en aquellas molestias que suponen un ataque a la inviolabilidad del 

domicilio.  
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En el caso de los municipios con cuerpos de policía local se debe, en primer lugar, 

disponer de una ordenanza, acorde con la normativa, que sirva de herramienta 

jurídica. De igual modo, se debe de disponer de aparatos para realizar las 

mediciones pertinentes y la formación necesaria de sus miembros. En esta parte, 

es donde entiende esta Institución que puede coadyuvar la Dirección General de 

Interior y Protección Civil  

El principal problema detectado en este 2020 ha sido la falta de adaptación de 

algunos organismos a la pandemia, ya sea por la falta de digitalización o por carecer 

de medios personales para ello. Pero la demora en las citas previas y la 

imposibilidad de contactar con los servicios correspondientes, ha sido una tónica 

habitual a lo largo de 2020. 

La gestión telemática, la digitalización y la cita previa, son tareas que hasta la fecha 

constaban como pendientes en muchas administraciones. Esta pandemia nos ha 

obligado, incluida esta Institución, a acelerar los procesos de digitalización, abrir 

nuevos canales de comunicación y mejorar en la calidad de la información. Lo que 

a su vez nos debe hacer plantear la escasa apuesta que se había hecho hasta la 

fecha. 

Durante el 2021 debemos continuar apoyando la modernización de las 

instituciones, facilitando la gestión telemática, pero sin olvidar aquellas personas 

que bien, por falta de medios o de conocimientos, encuentran problemas para 

acceder a las mismas. 

En materia de trabajo y seguridad social hemos vivido un incremento de quejas 

derivado de la pandemia del Covid 19 que, sobre todo, han tenido que ver con el 

déficit de atención de los servicios de atención ciudadana por estar colapsados y, 

fundamentalmente, con temas relacionados con el Ingreso Mínimo Vital (IMV) y 

con los problemas derivados de los ERTES tramitados. Aunque se tratarían de 

asuntos fuera de nuestra competencia, dado que, en numerosas ocasiones la causa 

última de la queja se refería a la ausencia o la deficiencia de la información recibida 

sobre las situaciones particulares, decidimos, con la inestimable colaboración de 

las Direcciones Provinciales tanto del INSS como del SEPE, articular un sistema 

para poder facilitar dicha información y resolver el problema sin sobrecargar de 

trabajo a dichas Instituciones ni al Defensor del Pueblo. 

El área de Servicios Sociales, es la que más ha incrementado el número de quejas 

ciudadanas (53%), estando muy influida por las situaciones provocadas por la 
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pandemia por Covid-19. Que  ha afectado a los plazos y las formas de prestación de 

los servicios, al ejercicio de los derechos de las personas, las condiciones de trabajo 

de los profesionales y a la utilización de los recursos públicos; con graves 

repercusiones en las personas y familias usuarias de los servicios sociales; entre las 

que destacan quienes  han tenido que recurrir por primera vez  al sistema de 

Servicios Sociales, encontrándose con la dificultad añadida de tener que 

funcionaban en condiciones excepcionales y, en algunos casos, sin atención 

presencial durante los peores momentos.  

Especial trascendencia ha tenido la creación de nuevas prestaciones para 

contrarrestar los efectos de la pandemia, entre las que destaca el Ingreso Mínimo 

Vital (IMV), y que ha afectado enormemente a la configuración de las rentas 

mínimas autonómicas. La dificultad para implementar el IMV, la falta de 

coordinación con el sistema de rentas mínimas autonómicas y los retrasos 

acumulados en su concesión han lastrado enormemente el sistema, por lo que 

sigue siendo muy necesaria la mejora de su regulación y la coordinación entre las 

distintas administraciones  

Persiste la preocupación por la situación de las personas que viven en residencias. 

Se inició un plan de visitas a los Centros que hubo de ser suspendido por la 

pandemia, centrando nuestro trabajo en la repercusión de la pandemia del Covid-

19, elaborando un informe especial al respecto; en el que se analizó lo acontecido 

durante los meses de confinamiento y se plantearon propuestas de mejora. 

Por desgracia, somos conscientes que está situación pandémica sigue atravesando 

y condicionando nuestras vidas, las relaciones sociales de la sociedad y las 

capacidades de actuación de las distintas administraciones. Sin embargo, debemos 

estar muy atentos para evitar que la pandemia pueda convertirse en una excusa 

para la inacción y para justificar retrocesos en el nivel de atención a los sectores 

más vulnerables de la sociedad en los momentos en que, paradójicamente, más la 

necesitan. 

Se debe insistir en asegurar el derecho a la información sobre la situación en que 

se encuentran las personas usuarias de los servicios sociales, tanto para ellos 

mismos como para sus familiares; especialmente sobre las personas que ocupan 

plazas en Centros Residenciales, o son tuteladas por entidades públicas. Mantener 

los vínculos familiares es una cuestión fundamental para la salud integral de las 
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personas usuarias y, por tanto, la suspensión del régimen de visitas ha de ser 

excepcional priorizando la realización de las mismas en condiciones de seguridad. 

La pandemia no puede llevar aparejada la pérdida de derechos subjetivos y en 

aquellos casos que algún recurso no pueda ser prestado en condiciones de 

seguridad, como ha pasado con algunos Centros de Día que comparten 

instalaciones y personal con Residencias, la administración ha de ser capaz de 

ofrecer alternativas y garantizar las prestaciones asignadas.  

Seguimos insistiendo en la necesidad de que se hagan esfuerzos en la dotación de 

medios y personal adecuados para procurar el bienestar de las personas atendidas 

por los servicios sociales, y hemos hecho mención especial a los servicios que 

atienden a las personas tuteladas, a las residencias públicas y privadas de personas 

mayores o con discapacidad y a los Servicios que gestionan las distintas 

prestaciones (Rentas Mínimas, Ayudas de Urgente Necesidad, programas de 

atenci·n a la infanciaé). En este punto hemos de se¶alar que la implementaci·n 

por parte del IASS de una nueva herramienta informática de gestión ha supuesto 

una mayor agilidad en la tramitación de expedientes nuevos, pero, sin embargo, ha 

ocasionado innumerables problemas en la revisión de expedientes antiguos por 

fallos en la migración de datos. Se está tardando en exceso en resolver dichos 

problemas y se corre el riesgo de que el ñfallo inform§ticoò se considere un 

argumento para justificar dicho retraso en vez de la causa de un problema que hay 

que atajar con celeridad. 

Por nuestra parte, hemos modificado, en parte, nuestro sistema de trabajo, 

adaptándolo a la urgencia y dando prioridad a la atención a las personas que 

acudían a nosotros en situaciones de necesidad y urgencia (información sobre 

traslados o afectación por Covid-19 en residencias, solicitudes de IMV o ayudas de 

urgenciaé). Nuestro objetivo era acortar los plazos para contribuir a la solución 

del problema, más que la elaboración de un expediente administrativamente 

completo. 

Hemos profundizado en el contacto directo con las personas afectadas para 

conocer con mayor precisión y certeza el hecho causante y poder dirigirnos a la 

administración implicada. Y posteriormente, tras recabar la información por los 

medios más agiles a nuestra disposición, contactar de nuevo con las personas 

afectadas, tratando de facilitar la gestión de su problema y su solución. 
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Desde luego, si les destacaba que los servicios sociales han sido claves en este año, 

es difícil describir el papel de nuestra sanidad. 

Como es sabido la crisis ocasionada por la pandemia Covid-19 ha provocado un 

gran impacto en el sistema sanitario con importantes repercusiones en la salud de 

los ciudadanos y en el funcionamiento de los centros sanitarios.  

La atención primaria  a raíz de la pandemia, además de las actividades que 

tradicionalmente realiza, ha tenido que asumir otras como el control y seguimiento 

de casos Covid-19 y la vacunación frente al Covid-19. Se ha priorizado la consulta 

no presencial para evitar contagios y proteger a pacientes y profesionales. 

En muchas ocasiones se ha definido la atención primaria como la puerta de entrada 

al sistema sanitario. Asegurar el acceso a los recursos del sistema sanitario requiere 

dotar a los centros de salud de los medios tecnológicos y humanos necesarios para 

adecuarlos al modelo de organización de atención primaria que se ha establecido 

garantizando la correcta prestación de la cartera de servicios de atención primaria.  

En atención especializada ha aumentado el número de personas incluidas en la 

lista de espera quirúrgica y el tiempo de espera para ser intervenido. También ha 

aumentado el tiempo de espera para realizar una prueba diagnóstica o tener una 

primera consulta con el especialista. Estos retrasos han podido ocasionar graves 

consecuencias en la salud de los pacientes con patologías no Covid-19. Con el Plan 

de choque anunciado a finales del 2020 por el Gobierno de Aragón se espera, en 

un plazo de dos años, reducir un 85% la espera quirúrgica de más de 180 días. 

Otro de los efectos de la Covid-19 ha sido el aumento de los trastornos mentales. 

El duelo, el aislamiento, el miedo han ocasionado la aparición de estas 

enfermedades o su agravamiento en aquellas personas que antes de la pandemia 

ya padecían algún problema de salud mental. Será necesario incrementar la 

inversión en los servicios de salud mental para poder atender las necesidades de 

los ciudadanos que sufren estos tipos de trastorno. 

La pandemia ha evidenciado las carencias del sistema sanitario debido a la falta de 

profesionales sanitarios, poca inversión en atención primaria y salud mental, 

tiempos de espera en la atención especializada, también ha mostrado su mayor 

activo: los profesionales, cuyo trabajo y dedicación en la lucha contra la covid-19 

debemos destacar.  
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Todavía no se sabe con exactitud el alcance de las secuelas físicas y psicológicas 

ocasionadas por la covid-19 ni los efectos en la salud de las medidas adoptadas para 

frenar la epidemia. No obstante, los expertos en estas materias indican que es 

necesario reforzar el sistema sanitario para atender a las personas con dolencias 

directamente derivadas de la Covid-19 y a aquellas con otras patologías que, como 

consecuencia de la pandemia, no han recibido asistencia sanitaria. 

En el Área de Cultura, Patrimonio y Deporte destacan los expedientes que han 

tenido por objeto la protección del Patrimonio Histórico y, en concreto, aspectos 

ya habituales como los relativos a la omisión de medidas de conservación, 

protección y puesta en valor de determinados bienes que integran el Patrimonio 

Cultural de la Comunidad Autónoma de Aragón, y sobre el acceso público a Bienes 

de Interés Cultural.  

Especialmente relevante, porque es la primera vez que se presenta en esta 

Institución una queja sobre este tipo de asentamientos prehistóricos en la 

provincia de Teruel, la apertura de las bibliotecas, que con el Covid han 

permanecido cerradas y no prestan -las dependientes de DGA- servicio en las salas 

para los usuarios.  

Asimismo, ha habido quejas por la falta de ayudas a la cultura tras las suspensiones 

provocadas por la alarma sanitaria, lo que ha provocado fuertes pérdidas en el 

sector y una crisis de trabajo sin precedentes. La suspensión de ferias del libro, de 

publicaciones, de exposiciones, ha sido motivo de apertura de expediente resultado 

de las quejas de los ciudadanos. 

En educación además de las tradicionales quejas sobre adscripción y 

escolarización, que este curso han sido las mismas en cantidad, pero por motivos 

nuevos, como los plazos de escolarización, la forma telemática de entregar la 

solicitud, los llenos en el registro para entregar los papeles, etc., resulta llamativa 

la cantidad de quejas formuladas por los ciudadanos con motivo del final de un 

curso suspendido en el último trimestre, que supuso que las familias tuvieran que 

hacer compatible el trabajo presencial de algunos colectivos (reponedores, 

policías), con la atención a los hijos en casa, la educación a distancia de los mismos, 

la escasez de medios telemáticos en los hogares para dar servicio a varios hermanos 

a la vez.  

Igualmente, el cómo proceder con las calificaciones de las materias/ asignaturas 

cuando desde la Consejería de Educación, siguiendo los dictados de la Ministra de 
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Educación y Formación Profesional, se ha indicado que el curso interrumpido no 

supondría la penalización en las calificaciones de los alumnos, y, por tanto, los 

suspensos o la no superación de las materias se considerara algo excepcional es 

otro de los motivos de queja de los ciudadanos.  

Con justificada razón, entendemos, que el colectivo docente se quejara por la poca 

atención que se les prestaba, y la sobrecarga que suponía para quienes impartían 

clase en los niveles más altos, el preparar materias y corregir cada correo 

electrónico y ejercicio de sus alumnos. 

La realización de la EvaU, que cambió en dos ocasiones las fechas indicadas para 

su realización, la búsqueda de lugares y entornos seguros y adecuados, cómo se 

procederían para la entrada y salida de los alumnos, la necesidad de contar con 

nuevos centros y tribunales examinadores, supuso que se tramitaran expedientes 

y se atendiera a los colectivos de padres de alumnos, de los propios alumnos y de 

profesores. 

Las calificaciones de este curso para los alumnos de bachillerato han sido 

especialmente bajas, por la falta de presencialidad y orientación, comparadas con 

las de los alumnos que pertenecen a otras Comunidades Autónomas. Para acceder 

a la universidad pública, el hecho de tener un distrito único de adscripción ha 

provocado, por tanto, protestas entre los estudiantes y familias aragonesas, que 

han visto que las plazas de estudios universitario con Numerus Clausus se han 

visto ocupadas por cantidad relevante de alumnos de otras CC.AA. La Universidad 

de Zaragoza no ha respondido a la solicitud de información. 

La seguridad por la vuelta a clase para el curso 2020/2021 ha sido motivo de 

muchas quejas. Algunas firmadas por colectivos de ciudadanos que denunciaban: 

desde el punto de vista de los padres cómo podían impartirse clases sin mantener 

la distancia de seguridad, limitando los horarios, estableciendo turnos de comedor, 

sobre la obligatoriedad de comer el almuerzo en el aula, la ventilación, la necesidad 

de comparar filtros HEPA en los centros educativos, etc. 

Por su parte, se han quejado los profesores y personal de los centros educativos 

carecen de protocolos de actuación y medios para frenar/enfrentar el Covid19. 

El curso escolar comenzó en el mes de septiembre con la modalidad presencial de 

todos los alumnos hasta 3º de la ESO. Sin embargo, los alumnos de los dos últimos 

cursos de Educación Secundaria Obligatoria y Bachillerato, así como la Formación 
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profesional de grados medio y superior comenzaron el curso con educación on-

line, diferente para los que cursaban en centros de titularidad privada y en centros 

de titularidad pública. Se formularon sugerencias a este respeto, y la 

presencialidad se recuperó progresivamente. 

En área de educación es donde sobresalen los expedientes únicos en los que hay 

concentradas quejas de muchos ciudadanos, que las presentan a través de hojas de 

firmas, o bien de forma individual y se tramitan en el mismo expediente.  

Y como he expuesto con anterioridad fue motivo de un informe monográfico del 

que he dado buena cuenta. 

En servicios públicos y transportes siguen siendo muy numerosas la relativas a 

suministro de agua, molestias por ubicación de contenedores cerca de viviendas, 

el giro de tasas por recogida de residuos en barrios rurales en los que no se presta 

el servicio y problemas en cementerios municipales.  

En pequeños municipios, se aprecia que todavía persisten las dificultades para 

acceder a sus viviendas con motivo de caminos en mal estado. Al respecto, se les 

recuerda la posibilidad que les asiste de solicitar auxilio y colaboración a las 

Diputaciones Provinciales correspondientes. 

Son bastantes las reclamaciones que se presentan en materia de transporte 

urbano, distinguiéndose, por un lado, aquellos que interesan una mejora en la 

prestación del transporte, ya incrementando sus frecuencias, ya previendo nuevos 

recorridos, ya mejorando sus propias condiciones para los usuarios, según sus 

especiales necesidades y, por otro, la disconformidad con alguno de los requisitos 

precisos para la obtención de la tarjeta de transporte gratuita. 

Hay que resaltar la buena predisposición de las compañías eléctricas y telefónicas 

en tratar de solucionar conflicto s. Pese a que no son Administraciones Públicas, les 

solicitamos información al prestar un servicio público. La postura de dichas 

compañías es muy colaboradora con la Institución. 

Igualmente se aprecia retraso en la ejecución de obras públicas de conservación, 

mantenimiento y mejora, así como una falta de actuación cuando las carreteras se 

encuentran en mal estado, apreciándose que el común denominador en todas ellas 

radica en la falta de presupuesto que posibilite las actuaciones precisas.  
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Se siguen produciendo desperfectos en fincas particulares por obras de la 

Administración, resultando muy difícil a los ciudadanos acreditar el origen de los 

daños. 

Hay mucha demora en resolver los expedientes de responsabilidad patrimonial, 

cuando el plazo máximo está establecido en seis meses. 

En materia de Medio Ambiente podemos destacar dos asuntos que han sido 

sometidos a nuestra consideración. 

La publicidad que, por cualquier medio, y sobre todo por Internet, debe publicar 

las Administraciones sobre todas las cuestiones medioambientales que puedan 

incidir en la vida de los ciudadanos y en el medio ambiente. 

Se han formulado a la Administración, y en particular al Departamento de 

Agricultura, Ganadería y Medio Ambiente y al Ayuntamiento de Zaragoza, y en 

relación con las emisiones que produce la Papelera cuya actividad se desarrolla en 

el Barrio de Montañana, y sobre los suelos contaminados en el Barrio de La 

Almozara producto de la actividad industrial que ejerció hasta el año 1979 una 

empresa química, para que publiquen toda la información medioambiental que sea 

de interés para la ciudadanía.  

De esta manera, los ciudadanos, teniendo conocimiento de toda la información 

medioambiental relevante, puedan saber que se cumple con la legalidad vigente en 

materia de emisiones y puedan aportar soluciones que mejoren el medioambiente. 

Otro tema tratado y que consideramos también de importancia, es el problema de 

la inundación de las tierras ribereñas al Ebro y el consiguiente peligro para las 

poblaciones ribereñas del Ebro con motivo de las avenidas que se producen a lo 

largo del tiempo. 

Desde la Institución se acordó instar de la Administración que impulsara la 

realización de actuaciones eficaces para atajar los graves y persistentes problemas 

derivados de las avenidas del río, y en colaboración estrecha con la Confederación 

Hidrográfica del Ebro.  

Como en años anteriores debemos reseñar en el apartado dedicado a vivienda que 

hay mucha demanda para acceder a las viviendas sociales, tanto del Ayuntamiento 

como de la Diputación General de Aragón, sobre todo en Zaragoza, y una oferta 

que no puede cubrir todas las expectativas. Las quejas han sido fundamentalmente 
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por la larga espera de tiempo para que se adjudique una vivienda a pesar de tener 

aprobada la solicitud.  

Hay que resaltar que durante este año se han presentado numerosas quejas 

referidas a problemas de convivencia entre vecinos, muchas de ellas referidas a 

ruidos y molestias de diversa índole. 

Al igual que en años anteriores, hay un notable retraso en la resolución de las 

ayudas para el alquiler. Al este respecto, se ha formulado una sugerencia al 

Gobierno de Aragón. 

Lo mismo ha ocurrido con las ayudas para el alquiler convocadas a raíz de la 

pandemia. 

Elevando el concepto de vivienda el del urbanismo en general, estas políticas 

constituyen una importante responsabilidad de los poderes públicos, que cuentan 

con relevantes potestades para intervenir en este sector de la actividad humana 

relacionado con la urbanización y edificación de los terrenos.  

Al constituir el urbanismo una función administrativa horizontal, no es extraño 

que, en los expedientes seguidos en esta Institución, deba atenderse, no sólo a la 

legislación propiamente, sino que también deban examinarse otras normativas 

sectoriales, como la medioambiental. 

En general, se aprecia que, para satisfacer las necesidades urbanísticas de los 

ciudadanos y garantizar su calidad de vida, no solo es necesaria una enérgica 

actividad administrativa, sino también contar con un sector privado que sea capaz 

de llevar a efecto los planes y cumplir con los deberes y objetivos de la legalidad 

urbanística.  

Algunas de las cuestiones analizadas desde el Justiciazgo en relación con esta 

materia han sido la actividad de aprobación del planeamiento urbanístico, la 

gestión del dicho planeamiento o la potestad de concesión de licencias urbanísticas 

(y su relación con otros títulos habilitantes). Sin duda, esta última potestad es una 

de las manifestaciones más importantes de los poderes legamente atribuidos a las 

Administraciones, que, acaso, se ha visto matizada en los últimos tiempos, como 

consecuencia de la aparición de otros títulos habilitantes (la declaración 

responsable y la comunicación previa) en los que no existe un control 

administrativo previo.  
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Mención aparte debe hacerse a la potestad de disciplina urbanística, toda vez que 

la responsabilidad de las Administraciones para controlar las ilegalidades 

urbanísticas conlleva importantes problemas, puesto que, en ocasiones, es 

necesaria una firme voluntad administrativa sobre todo si se pretende acabar con 

situaciones urbanísticas ya consolidadas en lo fáctico. 

Otros aspectos tratados han sido las potestades de conservación urbana, la 

imposibilidad de exigir los costes totales de una ejecución subsidiaria a un 

comunero; o el derecho de acceso a la información urbanística. 

El área de Industria y Comercio ha gestionado muy diversas reclamaciones en este 

2020, pero durante la pandemia están siendo muy numerosas las relativas a 

cancelación de viajes, de reservas hoteleras, la falta de devolución de fianzas por 

celebraciones que no han podido ser llevadas a cabo, situación en la que se 

encuentran los gimnasios, la hostelería, los comercios y casos personales en los que 

no saben cómo actuar. En todos los supuestos, se informa al respecto tratando de 

aclarar las dudas e incertidumbres. 

Por otro lado, continúan los problemas para considerar interesados en un 

procedimiento a la Unión de Consumidores, en el caso de que a consecuencia de 

las actuaciones denunciadas se hubiera resuelto el inicio del expediente 

sancionador. 

Igualmente, durante esta crisis sanitaria se están ocasionado problemas derivados 

del alquiler  por días de viviendas de uso turístico, al apreciarse reuniones de más 

personas de las permitidas que, en ocasiones, generan molestias al vecindario. 

En cuento a Hacienda debemos reseñar el problema que nos plantean la 

ciudadanía sobre el modo de probar que no han tenido ganancia al vender su 

vivienda y que por ello no deben pagar la Plusvalía Municipal al Ayuntamiento. 

Los Ayuntamientos, por regla general, consideran insuficiente las escrituras de 

compra y de venta que aporta el contribuyente para acreditar la inexistencia de 

incremento que deba tributar por la Plusvalía, pues al haber vendido la vivienda 

por un precio inferior al de compra considera que no debe tributar.  

Se considera por la Institución que los Ayuntamientos, en sus resoluciones por las 

que consideran insuficiente la prueba indiciaria de escrituras aportada por los 

contribuyentes y desestima sus peticiones, deberían motivar y demostrar por qué 
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no acepta como prueba suficiente el precio que se declara en las escrituras, 

indicando en su caso, y con la finalidad de asesorar al contribuyente, la prueba o 

pruebas que consideraría procedentes. 

Desde la Institución no se considera válida en Derecho la simple negativa a aceptar 

como suficiente la prueba indiciaria de escrituras por parte de los Ayuntamientos, 

y así lo considera el Tribunal Supremo en su Jurisprudencia, y por ello los 

Ayuntamientos caso de no desarrollar actividad alguna para desacreditar la prueba 

aportada por el contribuyente, deben aceptar la misma y no aplicar la fórmula de 

valoración que se establece en la Ley de Haciendas Locales. 

Y también debemos reflejar la clara disminución de las reclamaciones que nos han 

presentado los ciudadanos en relación con el Impuesto sobre la Contaminación de 

las Aguas, dado que en 2020 sólo se han tramitado seis expedientes. 

Sobre este Impuesto, recientemente el Tribunal Superior de Justicia de Aragón en 

su Sentencia de 16 de octubre de 2020, y con apoyo en la Sentencia del Tribunal 

Constitucional d 18 de septiembre de 2018, ha zanjado la cuestión, y se ha 

pronunciado señalando que no se vulnera la autonomía municipal y que es 

compatible el Impuesto sobre la Contaminación de las Aguas con las tasas de 

depuración que tienen aprobadas los Ayuntamientos. 

Desde la Institución se informa a los ciudadanos de la legalidad del Impuesto y de 

la obligación de abonarlo. 

En nuestro sector primario, la agricultura y ganadería, además de las habituales 

respecto a las concentraciones parcelarias, hemos de destacar los 

aprovechamientos agrícolas y su normativa 

Los Ayuntamientos normalmente tienen regulado el aprovechamiento agrícola de 

sus propiedades mediante Ordenanza. Los ciudadanos nos presentan 

reclamaciones cuando los Ayuntamientos no les adjudican parcelas para su cultivo 

por no cumplir los requisitos exigidos en su norma.  

Desde el Justicia se observa que los requisitos cuyo cumplimiento se exige a veces 

no se adecuan a la Ley, cuando, y principalmente, se vulnera el principio de 

igualdad. Otras veces es el procedimiento de adjudicación que sigue el 

Ayuntamiento el que no se ajusta a las leyes que regulan dicho procedimiento de 

adjudicación. 
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Pero lo principal que se les recomienda desde el Justicia a los Ayuntamientos es 

que regulen su aprovechamiento agrícola mediante Ordenanza, para de esta forma 

todos los vecinos tengan conocimiento íntegro de la normativa y puedan 

comprobar que la actuación de su Ayuntamiento, tanto en el procedimiento como 

en el cumplimiento de los requisitos para ser adjudicatario se ajusta a la Ley, en 

este sentido se le formuló Sugerencia al Ayuntamiento de Gallocanta. 

A lo largo de estas páginas hemos realizado un recorrido por la descripción de las 

tareas que a El Justicia de Aragón le encomienda el Estatuto y su Ley reguladora, 

pero creo que no menos importante en la valoración de una gestión anual es la 

dación de cuentas de los recursos que usa para ese cumplimiento de deberes, por 

lo que quiero destacar los aspectos tanto de organización interna como de la 

comunicación estable con las instituciones y entidades, así como con el conjunto 

de la sociedad 

El Compromiso de El Justicia de Aragón con los ODS, Objetivos de Desarrollo 

Sostenible que se reflejan en los aspectos que a continuación cito, así como a lo 

largo de todo el informe. 

El desarrollo de los mismos por la Institución en materia de Responsabilidad 

Social Corporativa se concreta en  la obtención en 2020 del sello Responsabilidad 

Social de Aragón en la categoría de entidad de naturaleza no lucrativa, tras un 

exhaustivo diagnóstico de situación realizado por la Secretaria General, el apoyo 

del secretario de gabinete y  la implicación de todo el personal y del resto de los 

grupos de interés y la firma de El Justicia de Aragón de los compromisos de la 

Institución en RSC y la aprobación del Código Ético. 

La Institución ha trabajado con la inscripción del cálculo de Huella de Carbono en 

el Registro de la Oficina Española de Cambio Climático (OECC) y ha obtenido el 

correspondiente certificado 2019. Así mismo, ha obtenido el sello CeroCO2 2019 y 

ha compensado el 100% la huella de carbono producida en el 2019 en el proyecto 

ñConservaci·n de la Amazon²a en Madre de Dios en Per¼ (4Û fase)ò. 

El 1 de julio de 2020 firmamos el ñCompromiso del Justicia de Aragón de reducción  

de gases de efecto invernadero en la Instituci·nò .  

La Huella de Carbono de la Institución en el 2018 fue de 44,997 tCo2e y en el 2019 

16,847tCo2e. Por lo que  la reducción real de la Huella de Carbono del 2019 
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respecto al 2018 ha sido del 62.56 %, superando ampliamente el compromiso en 

un solo año. 

Como datos significativos en la gestión económica cabe destacar que el incremento 

acumulado desde el 2018 al 2020 del presupuesto del Justicia ha sido del 2.8% y 

se atribuye exclusivamente al cumplimiento de las obligaciones establecidas por 

las respectivas Leyes de Presupuestos respecto al incremento de las retribuciones 

del personal y a los acuerdos de la Mesa de las Cortes relativos al incremento de 

nivel de determinados funcionarios. 

En la ejecución del presupuesto quiero resaltar la reducción del 25% en costes de 

suministro eléctrico, del cual más del 50% procede de fuentes renovables, 

reducción del 50% de costes de comunicaciones (telefonía fija, móvil y datos), 

reducción de más del 80% en comunicaciones postales, gastos en transporte e 

indemnizaciones por razones de servicio. Estas reducciones se ha debido a la 

racionalización del gasto y reorganización de los medios materiales y personales 

de la Institución. Sin embargo, la evolución de la pandemia Covid19 ha sido la 

causa, entre otros, de la escasa ejecución de las partidas destinadas a gastos 

protocolarios y a reuniones y conferencias ya que durante el ejercicio 2020 no han 

tenido lugar actividades consolidadas en la Institución tales como el Foro de 

Derecho Aragonés, las Jornadas Constitucionales, el Foro de Derechos ciudadanos 

o la semana del Justicia. 

La situación sanitaria ha hecho que, además del gasto corriente, la ejecución del 

presupuesto haya tenido como gastos principales la edición del Manual de Derecho 

Foral Aragonés , del libro El Justicia de Aragón: Un palacio, una sede, la 

rehabilitación del alero del palacio, otras labores de mantenimiento de edificio, 

instalaciones y equipos, gastos de implantación del nuevo sistema de gestión de 

quejas, sistema integrado de registros, administración electrónica, seguridad en 

los sistemas de información, mejora en la accesibilidad de la web y dotación de 

equipamiento para garantizar el trabajo a distancia. 

Quiero resaltar que en aras a la colaboración interinstitucional y la búsqueda de 

economía de escala, El Justicia de Aragón se ha adherido al Convenio de 

Colaboración entre el Gobierno de  Aragón y la Fábrica Nacional de Moneda y 

Timbre - Real Casa de la Moneda (FNMT-RCM) para la innovación y adecuación 

de la prestación de servicios de identificación y firma electrónica mediante la 

plataforma pública de certificación de la FNMT -RCM en la Comunidad Autónoma 

de Aragón 2018-2021 y al Convenio de colaboración entre la Administración 
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General del Estado (MINHAP) y la Comunidad Autónoma de Aragón para la 

prestación mutua de soluciones básicas de administración electrónica, ambos sin 

coste alguno para la Institución y se ha firmado el convenio  de colaboración entre 

la entidad ñAragonesa de Servicios Telem§ticos ñ y ñEl Justicia de Arag·nò para la 

provisión de servicios de informática y telecomunicaciones. 

Nuestras relaciones institucionales, en el marco de actuación del Gabinete de la 

Institución, son las actuaciones que El Justicia de Aragón realiza con otras 

instituciones o entidades para el desarrollo de las misiones encomendadas. 

La continua relación con las Cortes de Aragón, a la que damos cuenta de nuestra 

actividad; o el estrecho trabajo con el Gobierno de Aragón, que es la administración 

que, habida cuenta de sus competencias, tiene una mayor interacción con nuestra 

Institución;  la cercanía con la administración local o la coordinación con la 

Delegación del Gobierno de España se verán reflejadas a lo largo de todo este 

Informe, y de una manera más específica en su apartado correspondiente. 

En todas ellas se apreciará un interés en la búsqueda de una mayor agilidad en la 

tramitación y gestión de los expedientes, que existe desde el anterior ejercicio y que 

ha obtenido respuesta en muchas administraciones con una voluntad mutua de 

mejora de los procedimientos y el establecimiento de una comunicación fluida. 

Por otro lado, las políticas de comunicación de la Institución están encaminadas a 

mantener una relación constante con la sociedad a la que sirve; de forma que 

conozcan y reconozcan a El Justicia de Aragón como institución básica de 

autogobierno de la Comunidad. 

Las 292 referencias a la Institución solamente en prensa archivadas, o las 13 

entrevistas de televisión y 25 de radio realizadas son buena muestra de la presencia 

de la Institución  en los medios de comunicación. 

Estrenado el 17 de diciembre de 2019, nuestro nuevo portal web ha cumplido su 

primer año de existencia; 22.516 visitantes han llegado hasta el, de ellos 14.791 son 

nuevos respecto al periodo anterior, con lo que hemos logrado un incremento de 

un 83,4%. 

El número acumulado de páginas visitadas en el portal es de 56.725, siendo las más 

visitadas aquellas que acceden a los servicios de la Institución: presentación de 
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quejas, modo de tramitación, estructura de la institución, sol icitud de 

informaci·né 

El total de documentos descargados es de 35.395, destacando los Informes del 

Justicia y las resoluciones, que otro año más han sido son publicadas en su 

totalidad.  

La presencia de la Institución en redes sociales se ha mantenido a través de las 

cuentas existentes: Facebook y Twitter, donde se da cuenta de toda la actividad 

ordinaria de la Institución, así como de las referencias y menciones que terceros 

realizan sobre nosotros, esto exclusivamente en Twitter. 

En ambas se mantiene la política de moderación en el número de publicaciones, 

centrándose en los contenidos realmente importantes para la Institución o de 

utilidad para el ciudadano, y entendemos que dicha moderación ha sido positiva 

habida cuenta del incremento de seguidores obtenido. 

La actividad de visitas y actos culturales se vio suspendida con el inicio del estado 

de alarma; de todas las planificadas destacaba una efeméride especial; la 

celebración del 25 aniversario del Palacio de Armijo como sede del Justiciazgo. 

Aunque los actos previstos han sido aplazados, se han llevado a cabo mejoras que 

permitirán cuando la situación lo permita, retomar estas actividades con mejores 

instrumentos.  

El más importante de todos es la restauración total del alero, elemento 

característico de los palacios renacentistas aragoneses, y por tanto de nuestra sede, 

realizado desde Secretaría General. 

También se han inventariado todos los bienes muebles de valor artístico o histórico 

que están identificados con unas cartelas explicativas. 

Por otro lado, se ha mejorado la iluminación y distribución de la Sala de Cuadros, 

que en estos meses ha sido habilitada como recinto para la atención de quejas de 

carácter no individual, y se está enriqueciendo con nuevos elementos expositivos 

el Espacio Emilio Gastón. 

Además de estas mejoras en las instalaciones del Palacio, y con motivo de su 25 

aniversario, se ha llevado a cabo la edici·n e impresi·n del libro ñEl Justicia de 

Arag·n. una sede, un palacioò de Sergio Sebasti§n y Alex Garris, que elabora un 
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estudio pormenorizado de nuestra sede; su historia, arquitectura y configuración 

actual, y que queremos sirva como homenaje a todos aquellos que la hicieron 

posible y a quienes han trabajado en ella en este cuarto de siglo. 

Acorde con la situación, se realizó en la mañana del 20 de diciembre un sencillo 

homenaje en el que participaron los titulares de las instituciones básicas de 

autogobierno que marca nuestro Estatuto de Autonomía; es decir Presidente de 

Aragón, Cortes de Aragón, Gobierno de Aragón y Justicia de Aragón, así como la 

Ciudad de Zaragoza y el Gobierno de España, por su representatividad, en lugar 

del formato seguido en los dos años precedentes donde destacó la masiva 

participación ciudadana.  

Es mi deseo que tanto la presentación pendiente de publicaciones, así como la 

reanudación de todas las actividades encaminadas a dar a conocer tanto nuestro 

Derecho Foral, nuestro Estatuto y la propia Institución pueda reanudarse en este 

año 2021, lo que querrá decir que la situación sanitaria es la que todos deseamos. 

De todo lo expuesto en estas consideraciones generales, se puede comprobar que 

muchos de los aspectos que ya eran objeto de trabajo desde esta Institución, no 

solamente se han mantenido en su hacer, sino que se han multiplicado 

exponencialmente. 

Se suele afirmar que en los periodos de crisis se ponen de relieve lo mejor y lo peor 

de una sociedad. 

Por ello, espero que como sociedad seamos capaces de revitalizar ese pactismo 

aragonés del que tan orgullosos estamos, y lejos de ahondar diferencias, brechas e 

injusticias, seamos capaces de salir de esta pandemia más iguales, más solidarios 

y más justos. 

Todo ello depende del trabajo de todos: instituciones, tejido social y ciudadanía, 

pues cada una de nuestras acciones individuales sumadas, dará como resultado el 

Aragón de los próximos años. 

Espero y deseo que el 2020 quede en nuestros recuerdos como aquel año en que 

además de sufrir de lleno la acción de una pandemia, supimos ver el valor de unos 

derechos individuales y colectivos que tantas veces damos por seguros, y a los que 

tuvimos renunciar a muchos de ellos por una causa común; preservar el derecho a 

la salud, a la vida. 
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De esos derechos se ven privados muchas personas y muchos colectivos de manera 

permanente; hablamos de pobreza, de exclusión social, de soledad, de acceso a la 

educación, de precariedad en la vivienda y en el trabajo, brecha digital... 

Ellos en esta pandemia se han visto doblemente golpeados, y han de ser atendidos 

por la sociedad, ahora más que nunca, pero sin olvidar que frente a esos males 

endémicos debemos actuar siempre. 

En esa labor, con la ayuda de todos, estará vuestro Justicia de Aragón. 

 

 
Ángel Dolado, Justicia de Aragón  
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A)  DEFENSA DE LOS DERECHOS INDIVIDUALES Y COLECTIVOS 

RECONOCIDOS EN EL ESTATUTO DE AUTONOMÍA . 

El presente Informe anual cambia en esta ocasión su estructura tradicional para 

darle una mayor importancia, aunque sea meramente desde el lugar de 

preminencia en que se tratan los distintos apartados del mismo, poniendo en 

primera línea la defensa de los derechos individuales y colectivos, que se concreta 

en la resolución de las quejas que los ciudadanos trasladan al Justiciazgo.  

Es esta defensa de derechos, sin dejar de lado las otras dos misiones fundamentales 

que el Estatuto de Autonomía de Aragón otorga al Justicia (otras son establecidas 

por diversas normas ordinarias)  con rango de ley, sin duda la principal actividad 

que desarrolla esta Institución, y es la que mayor presencia social, le confiere, 

desde la premisa de un actuar en pos, desde el punto de vista subjetivo, de la 

protección principalmente de aquello s sectores menos favorecidos  de nuestra 

actual sociedad aragonesa: menores, mayores, discapacitados, demandantes de 

ayudas sociales; pero también, desde el punto de vista de la materia, en la actividad 

administrativa de los pilares básicos del estado social, como son la sanitaria, 

educativa o de prestaciones sociales, que como se verá han continuado siendo las 

áreas en que en mayor número de ocasiones el ciudadano ha acudido al Justicia. 

En la tramitación de los distintos expedientes se ha continuado bajo el criterio que 

desde un principio rige en el mandato del Justicia Dolado, de reunir  las distintas 

quejas individuales con un mismo objeto para una tramitación, y en su caso 

resolución conjunta , en un único expediente. Este aspecto de la tramitación 

conjunta se ha visto en el presente año influenciado por un actuar ciudadano que 

se está convirtiendo en habitual: la remisión de múltiples escritos de queja, todos 

ellos iguales, previamente elaborados y publicitados, en muchas ocasiones por 

redes sociales, para su traslado al Justicia. Así nos encontramos en casos de 

asociaciones de padres y madres de centros escolares, determinados colectivos de 

empleados públicos, vecinos de una determinada localidad, et c., que hacen de esta 

forma de acceso al Justiciazgo un lugar común. 

 

La pandemia motivada por el Covid19 ha influido de modo incuestionable sobre la 

forma y el fondo en que desde el Justiciazgo se ha debido cumplir con su primera 

misión estatutaria y legal: la defensa de los derechos individuales y colectivos de 

los aragoneses. En los meses del inicial confinamiento hubo que adaptar 

rápidamente los medios y las formas de actuar (en este informe se incluye un 

apartado específico a ello dedicado), convirtiéndose el Justiciazgo en un intérprete 
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y divulgador del aluvión normativo que afectaba a la vida cotidiana de los 

ciudadanos, y ello huyendo de formalismos y burocratización, y principalmente de 

plazos, pues las quejas eran en muchos momentos verdaderas demandas de 

urgencia sobre cuestiones muy concretas a solventar en horas o días. Será en el 

seno del análisis de lo actuado en cada una de las materias, donde cada asesor 

encargado de ella, plasme la afección que la COVID ha tenido en los expedientes 

tramitados.  

 

Debemos reconocer que en este sentido se contó desde un primer momento con la 

ayuda y buena disposición de las distintas administraciones, encontrando en las 

nuevas tecnologías y medios de comunicación un apoyo fundamental. Así se 

llegaron a solicitar determinadas informaciones vía wasap, que se contestaron 

diligentemente por el mismo sistema, o, de forma ya más formal, que incluso se ha 

constituido a posteriori como la vía normal de comunicación con administraciones 

como el Gobierno de Aragón o el Ayuntamiento de Zaragoza, con el uso del correo 

electrónico centralizado como instrumento de comunicación.  

 

Esta facilidad de relación con las administraciones se ha visto potenciada, como ya 

se indicó en informes anteriores, con las reuniones presenciales mantenidas por 

parte del personal del Justiciazgo, que junto al trato y conocimiento directo han 

seguido aportando líneas de colaboración tanto procedimentales como en cuanto 

al fondo de las cuestiones objeto de las quejas. Destacar al efectos las reuniones 

periódicas entre el Lugarteniente del justicia y el Director General de Relaciones 

Institucionales, la reunión mantenida con la presencia del Justicia parte del 

Gobierno de Aragón en relación con las actuaciones implementadas en cuanto la 

Covid, la mantenida igualmente con la presencia del Justicia con el Alcalde y 

diversos Consejeros del Ayuntamiento de Zaragoza, pero a nivel de asuntos 

concretos con los responsables de Servicios Sociales del mismo ayuntamiento, con 

el Alcalde y Concejales de Mallén en relación con los problemas de su residencia 

de mayores, el Delegado Territorial del Gobierno de Aragón en Teruel o Huesca 

sobre la oficina delegada del Justicia en dichas ciudades, y un largo etcétera, tal 

como se puede conocer en la agenda que se une como anexo a este informe. 

 

Siguiendo la tónica de ejercicios anteriores no se transcriben en su integridad las 

resoluciones dictadas, las cuales pueden ser objeto de consulta en la web de la 

Institución. No obstante cuando se cita un determinado expediente, en el que se 

ha dictado resolución expresa en forma de recomendación o sugerencia, el 
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expediente se indica en azul, pudiendo acceder por él a la resolución íntegra. 

Indicar que en cada materia se ha incluido un cuadro en el que figuran los 

expedientes abiertos y cerrados en el ejercicio (puede haber un mayor número de 

cierres que aperturas por arrastres de ejercicios anteriores), las resoluciones 

dictadas y de ellas las aceptadas, debiendo indicar en este punto que al cerrarse los 

datos para este informe a 31 de diciembre de 20202, muchas de las resoluciones 

emitidas se encuentran sin contestación expresa, lo que se refleja en los datos 

estadísticos obrantes en anexo. 

 

Cuantitativamente en el año 2020 se abrieron 1.669 nuevos expedientes (en 2019 

fueron 1.566), que reunieron más de 2.300 quejas individuales o colectivas (resulta 

difícil cuantificar los ciudadanos concretos que se engloban en las quejas 

presentadas por colectivos, en los que es presentada por ejemplo por una AMPA o 

un sindicato), pero podemos destacar como muestra el Expediente 84/20 , 

relativo a la bolsa de trabajo del Salud en que se presentaron 84 escritos con la 

firma de 460 personas, o el Expediente 1038/20 , relativo a las limitaciones en 

el futbol femenino, con 22 escritos de queja, uno de ellos englobando a los 

miembros de un club deportivo. Porcentualmente un 52% de los escritos de queja 

han sido presentado por mujeres y un 44% por hombres, y un 4% por colectivos. 

 

A ello hay que sumar los 317 tramitados de forma urgente, vía teléfono o correo 

electrónico, sin apertura formal de expediente, durante el periodo de 

confinamiento inicial d e marzo/mayo, lo que nos lleva a concluir que 

cualitativamente el trabajo en el Justiciazgo en esta materia ha experimentado un 

aumento del 20%.  

 

Se ha procedido en este ejercicio al cierre de 1.633 expedientes (frente a los 1.612 

del año 2019), habiéndose dictado 237 resoluciones frente a las 261 del año 

anterior , lo que demuestra una similitud en las magnitudes entre ambos años. 

 

En las siguientes páginas se detalla el trabajo en cada área, optándose por constatar 

la visión personal del asesor responsable de la misma, con su subjetiva redacción 

sobre la concreta labor realizada desde el Justicia en relación con las quejas 

ciudadanas en esa concreta materia. 

 

No podemos acabar la introducción de este apartado sin hacer una referencia a una 

cuestión que, si bien no cabe duda es de carácter interno, es fundamental para la 

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/84.2020.pdf
https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/Q-20-1038.pdf
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correcta tramitación de los expedientes en que se tramitan las quejas ciudadanas. 

Esta cuestión es qué en el presente ejercicio, en concreto a partir del 1 de junio (en 

plena pandemia), después de meses de búsqueda, análisis e implementación, se 

procedió al cambio de herramienta informática de gestión de expediente, pasando 

a utilizar la del Defensor del Pueblo Andaluz, previa firma de un convenio con dicha 

entidad hermana, que permite su utilización y conlleva la asunción del Justicia de 

la mejora y desarrollo de determinadas partes de la misma. Este cambio supuso un 

sobresfuerzo del personal del Justiciazgo, tanto por la adaptación y conocimiento 

de la nueva herramienta, como por el tener durante un periodo transitorio que usar 

la herramienta nueva y la vieja, pues ésta es en la que los expedientes en trámite   

sigue siendo válida. 
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1. Servicios Sociales  
 

Expedientes iniciados  259  

Expedientes finalizados  216  

Resoluciones emitidas  12  

Resoluciones aceptadas  9 

Planteamiento general  

Al igual que en el resto de áreas de la Institución, y como fiel reflejo de lo que ha 

acontecido a las aragonesas y aragoneses, el área de Servicios Sociales durante el 

año 2020 ha estado mediatizada por la situación provocada por la pandemia por 

Covid-19, condicionando tanto el carácter y el número de las quejas, como en 

ocasiones, las respuestas y actuaciones de la Administración.  

En este área se ha producido un significativo incremento de quejas en relación con 

el año anterior  (del 53%), si consideramos el número de expedientes tramitados. 

Este aumento realmente ha sido mayor si tenemos presente también aquellas 

consultas y actuaciones que no finalizaron en expediente, pero conllevaron una 

atención directa a la ciudadanía, especialmente durante el tiempo del 

confinamiento, de marzo a mayo.  

El ñefecto Covid-19ò se traduce, esencialmente, en un aumento de las quejas, pero 

también en una concentración de las mismas en los asuntos relativos a las 

residencias de personas mayores, así como a las prestaciones y ayudas derivadas 

de la situación de pandemia.  

Esta situación ha repercutido en los plazos y las formas de prestación de los 

servicios, en el ejercicio de los derechos de las personas, las condiciones de trabajo 

de los profesionales, la utilización de los recursos públicos, así como en los niveles 

de salud y bienestar físico y emocional, tanto de las personas que vivían en 

residencias o acudían a los centros de día como sus familiares, cuanto de las 

personas y familias usuarias de los servicios sociales y, por tanto pertenecientes al 

sector más vulnerable de la sociedad. Especial incidencia ha tenido para aquellas 

personas y familias que por primera vez han tenido que recurrir al sistema de 

Servicios Sociales: a las dificultades propias de la falta de práctica y conocimiento 

y la sensación de vergüenza por verse en dicha situación, se ha añadido la dificultad 

de acceder a unos Servicios que funcionaban en condiciones excepcionales y, en 

algunos casos, sin atención presencial durante los peores momentos. 
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La mayoría de las quejas tramitadas han tenido como interlocutor al Departamento 

de Ciudadanía y Derechos Sociales del Gobierno de Aragón, a quien nos dirigimos 

para recabar la correspondiente información. Agradecer la disposición y 

colaboración de dicho Departamento con este Justiciazgo, en unas condiciones de 

trabajo difíciles, con una sobrecarga evidente y con limitación de medios en 

ocasiones, pero donde, sin duda, se ha priorizado la atención a las personas. 

Debido a la amplitud y transversalidad de las problemáticas presentadas en las 

quejas, estas se han englobado en las siguientes submaterias: 

- Prestaciones. 

- Dependencia. 

- Personas discapacitadas. 

- Personas mayores. 

- Igualdad y familias.  

- Derechos de información y atención de las personas destinatarias. 

1.1 Pr estaciones  

En este apartado se va a hacer referencia a aquellas prestaciones recogidas en el 

Catálogo de Servicios Sociales de la Comunidad de Aragón que no tienen un 

apartado propio  -como pueden ser todas las derivadas de la aplicación de la Ley de 

Dependencia- y que son reconocidas y gestionadas por el Departamento de 

Ciudadanía y Derechos Sociales del Gobierno de Aragón, y por los servicios sociales 

de las comarcas y los ayuntamientos con competencias en esta materia. 

No obstante, este año debemos hacer referencia también al Ingreso Mínimo Vital 

(IMV) establecido por el Real Decreto-Ley 20/20 , de 29 de mayo que se configura 

como ñel derecho subjetivo a una prestaci·n de naturaleza econ·mica que 

garantiza un nivel mínimo de renta a quienes se encuentres en situación de 

vulnerabilidad econ·micaò, cuya gestión corresponde al Gobierno Central, a 

través de los organismos competentes en materia de Seguridad Social pero que ha 

tenido una incidencia total en el sistema de Rentas Mínimas Autonómicas y, 

concretamente, en el Ingreso Aragonés de Inserción (IAI). 

Tal es así que el Gobierno de Aragón dictó el pasado 29 de junio de 2020 el Decreto-

Ley 5/20  por el que se regula la Prestación Aragonesa Complementaria del Ingreso 

Mínimo Vital y el Servicio Público Aragonés de Inclusión Social que, en la práctica 

ha supuesto una nueva regulaci·n del IAI. Este se transforma en ñuna prestaci·n 



47 

 

 

 

   

 

 

periódica y de derecho subjetivo de naturaleza económica, subsidiaria del IMV y, 

en su caso, complementaria de cualquier otro ingreso o tipo de recursos o 

prestaciones a los que tenga derecho la unidad familiarò. En estos momentos, 

todavía está en tramitación el desarrollo reglamentario de medidas urgentes para 

la aplicación de esta Prestación. 

A diferencia de años anteriores, las quejas más comunes en relación al Ingreso 

Aragonés de Inserción (IAI) han venido motivadas, fundamentalmente, por el 

retraso acumulado en la tramitación de las solicitudes del IMV. Creemos que, con 

buen criterio, el Gobierno de Aragón decidió prorrogar la vigencia de los IAI que 

estaban concedidos a la entrada en vigor del Decreto del IMV y, por tanto, el retraso 

no ha afectado a quienes venían cobrando aquel que han podido ver sustituida una 

prestación por otra e, incluso, si la cuantía de la nueva prestación no alcanzaba el 

importe de la anterior, el Gobierno de Aragón la complementaba. El problema lo 

han sufrido quienes se incorporaban por primera vez al circuito y no podían 

solicitar el IAI, en tanto en cuanto no se les denegase el IVM, por lo que veían como 

se alargaba el plazo durante el cual carecían de ingresos sociales. 

Así mismo, se han detectado supuestos que quedaban fuera de los recogidos en la 

regulación del IMV lo que ha provocado alguna modificación legal de los requisitos 

del mismo, así como la ampliación de las previsiones de la prestación 

complementaria por parte del Gobierno de Aragón. No obstante, el sistema ha 

sufrido muchas dificultades en su implementación lo que, unido a las grandes 

expectativas creadas, ha provocado frustración en más de alguna de las personas 

solicitantes. Ni que decir tiene que, algunas cuestiones generales, al tratarse de una 

prestación de carácter estatal, encuadrada en el sistema de Seguridad Social, se la 

hemos trasladado al Defensor del Pueblo, pero en la mayoría de los casos, al 

tratarse de resolución de dudas, hemos tratado de dar respuesta a la ciudadanía. 

Debemos insistir, en este punto en la colaboración recibida desde los organismos 

dependientes de la Seguridad Social radicados en Aragón, tal y como señalamos en 

el apartado de Seguridad Social. 

En relación con las Ayudas de Urgencia  tramitadas por los Centros Municipales 

de Servicios Sociales de los municipios de más de 20.000 habitantes y los Servicios 

Sociales de las distintas Comarcas, existen una serie de quejas recurrentes a lo 

largo de los años, y este no ha sido una excepción. Estas abarcan desde la tardanza 

para citar a los usuarios de estos centros (circunstancia que este año se ha visto 

agravada por los efectos de la Covid19, si bien hemos de señalar que las dificultades 
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han sido mayores en los servicios municipales que en los comarcales, por regla 

general), hasta la disconformidad con las ayudas tramitadas, retiradas o no 

concedidas, o la insuficiencia de los importes de las ayudas de urgencia concedidas. 

En todos estos casos, esta Institución ha recabado la información pertinente, 

constatando que en general la gestión realizada por la Administración es correcta, 

sin perjuicio de que la expectativa que en cada caso tenía la persona en estado de 

necesidad se haya visto satisfecha. 

Respecto a las Ayudas del Ayuntamiento de Zaragoza, se abrió expediente de oficio 

ante el cambio de parte de los conceptos de estas ayudas del Capítulo II al Capitulo 

IV del presupuesto de gastos y las nuevas exigencias de la Intervención General 

para la fiscalización de dichas ayudas lo que podía provocar retrasos en su 

otorgamiento. Tras solicitar y analizar la información recibida, el expediente se 

archivó por considerar el asunto en vías de solución con la elaboración de la 

Instrucción nº6 del Consejero de Acción Social y Familia sobre Ayudas de Urgencia 

que contiene una regulación muy detallada de la materia. 

En lo tocante a las quejas relativas al Servicio de Ayuda a Domicilio , la 

totalidad de las recibidas este año han hecho referencia a supuestos reconocidos 

en el Plan Individual de Atención ligado al reconocimiento del grado de 

dependencia, por lo que haremos referencia en el apartado correspondiente. 

En el informe del año pasado señalábamos que la falta de actualización del 

IPREM  estaba conllevando un conjunto de deficiencias con repercusiones en la 

gestión de distintas prestaciones sociales, ya que, por ejemplo, personas que veían 

revalorizada mínimamente su pensión perdían alguna prestación por superar los 

límites de renta establecidos con referencia al IPREM, al no ser este actualizado en 

la misma proporción. El pasado mes de octubre, el Presidente del Gobierno 

anunció una subida del 5% del IPREM para este año 2020 tras haber permanecido 

invariado durante tres ejercicios, lo que esperamos que sirva para paliar en parte 

algunos de los problemas detectados. 

1.2 Dependencia  

Los expedientes tramitados por nuestra Institución relacionados con personas en 

situación de dependencia muestran cierta continuidad con los de años anteriores, 

en cuanto se refieren, bien a la existencia de retrasos en el proceso de valoración 

de grado o de elaboración del PIA, o bien, una vez realizados estos, evidencian la 

disconformidad de la persona dependiente o sus familiares con el grado 

https://www.zaragoza.es/sede/servicio/normativa/11943
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efectivamente reconocido, las prestaciones económicas vinculadas al servicio 

efectivamente otorgadas , o con el retraso en acceder a las prestaciones o servicios. 

Sin embargo, dos han sido las circunstancias que, a diferencia de otros años, han 

mediatizado enormemente estas cuestiones: de un lado, como no podía ser de otra 

manera, la pandemia del Covid-19; y de otro lado, el proceso de implementación 

en el IASS de una nueva herramienta informática de gestión de todo el proceso 

relativo a la Dependencia que ha provocado importantes incidencias y retrasos en 

numerosos expedientes en trámite. 

Por lo que se refiere a la incidencia del Covid -19, la propia Administración 

reconoce sus efectos en la tramitación de expedientes relacionados con la 

Dependencia, que son más graves cuanto más restrictivas son las medidas 

implementadas para luchar contra la pandemia, toda vez que las valoraciones en 

el sistema de dependencia han de realizarse en los domicilios (pisos particulares o 

Residencias de mayores) en los que la persona a valorar reside. Así en un 

expediente se nos manifestó que ñLa pandemia provocada por la COVID-19 

impuso la suspensión de la realización de valoraciones habida cuenta el 

confinamiento general y después el extremado riesgo para las personas 

solicitantes debido a su condici·n muy vulnerable al virus.ò No obstante, también 

nos quisieron dejar claro que esto no afectaba a la equidad con la que se 

desarrollaba la tramitación de los expedientes: ñReiniciados los trabajos de 

valoración, conforme al protocolo establecido, se están tramitando según orden 

de registro, por lo que, aunque en el programa se grabaran con posterioridad por 

la situación descrita, en ningún caso ha supuesto una incidencia en el orden de 

incoaci·n de los expedientesò. 

Más molestos están siendo los retrasos causados por los problemas surgidos en la 

migración de datos de los expedientes del viejo al nuevo sistema informático 

de gestión  que ha provocado, desde la desaparición de expedientes a cambios de 

fechas de efecto o de valores, que se está tardando demasiado tiempo en subsanar, 

lo cual es especialmente grave por la incertidumbre y los perjuicios que ocasiona 

en el proceso vital de personas especialmente vulnerables. 

Este nuevo sistema informático de gestión se está manifestando especialmente útil 

para agilizar los trámites de los expedientes nuevos que se realizan conforme a lo 

dispuesto en la ORDEN CDS/456/2019, de 17 de abril, por la que se regula el 

procedimiento para el reconocimiento de la situación de dependencia de las 

personas y el acceso a las prestaciones del sistema para la autonomía y atención a 
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la dependencia de la Comunidad Autónoma de Aragón, aun cuando, como hemos 

señalado, la incidencia que la Covid ha tenido en su desarrollo no permita un 

análisis completo de sus resultados; sin embargo, el proceso de migración ha 

perjudicado a un número importante de expedientes en curso. Debe la 

Administración redoblar sus esfuerzos para poner remedio a esta indeseable 

situación.  

Las reclamaciones por parte de los herederos de personas dependientes que 

fallecieron sin percibir prestación o sin haber llegado a percibir su modificación se 

siguen produciendo, y, además, en estos momentos de especial tensión a causa del 

Covid-19 se ha intensificado aún más si cabe el criterio de destinar los medios 

humanos disponibles con carácter prioritario a tramitar la valoración y aprobación 

de los PIA de personas dependientes vivas para que puedan acceder a las 

prestaciones correspondientes, lo cual redunda en mayor posibilidad de retraso en 

la gestión de los expedientes sobre derechos hereditarios . No obstante no 

hemos experimentado un aumento de quejas en este sentido. 

Otras quejas recibidas tienen por objeto el retraso en la adjudicación de plaza 

concertada en residencia, que la Administración va adjudicando, atendiendo 

a los criterios de mayor Grado de Dependencia y menor capacidad económica. En 

muchos casos nuestra intervención, una vez que se comprueba que no hay 

irregularidad, consiste en informar del número que se ocupa en la lista de espera y 

la previsión temporal de adjudicación, recordándole al ciudadano que ampliando 

el abanico de residencias en las que se aceptan plazas, se aumentan las 

posibilidades ya que, es en Zaragoza capital donde la presión es mayor y, por 

consiguiente, hay mayor dificultad en el acceso. Se amplía información en el 

apartado de Personas mayores-Residencias más adelante. 

También hemos recibido quejas relativas a los Servicios de Ayud a a Domicilio 

y Teleasistencia . Por lo que se refiere al retraso en ser dada de alta en el servicio 

de teleasistencia que nos refirió una ciudadana con grado de dependencia 

reconocido, tras incoar nuestro expediente se detectó un error material y pudo ser 

corregido con lo que la asignación se produjo con carácter inmediato. En relación 

al SAD, algunas de las quejas tenían que ver con la distinta disponibilidad del 

servicio en el municipio de origen y en el de destino en supuestos de traslado de 

residencia. En uno de ellos, hubo de recordarle al Ayuntamiento que si bien el 

servicio puede ajustarse a las disponibilidades de la empresa concesionaria, en 

ningún caso, pueden verse mermadas las horas reconocidas en el PIA otorgado. 
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Especial trascendencia tuvo el Expediente 806/20  en el que se exponía la 

situación de un ciudadano de Lumpiaque con SAD reconocido en su PIA que se 

había quedado sin el servicio por las vacaciones de la persona que lo realizaba ya 

que no se había podido sustituir. Por nuestra parte, realizamos recomendación         

-sobre cuya aceptación no hemos recibido respuesta- en el sentido de utilizar el 

régimen excepcional que permite contratar personas sin cualificación para suplir 

las vacaciones del personal del SAD en aquellas zonas rurales en las que no existan 

personal con la cualificación necesaria en las listas de empleo del INAEM. 

1.3 Personas discapacitadas  

Otro de los grandes colectivos englobados en el apartado de Bienestar Social es el 

dedicado a las personas con algún tipo de discapacidad, que incluye tanto los 

supuestos de discapacidad física, como psíquica o sensorial, si bien los expedientes 

que abordan cuestiones sanitarias del área de salud mental los tratamos en el 

apartado correspondiente a Sanidad.  

Una de las cuestiones que se trata dentro de este grupo es la que afecta a personas 

que han sido judicialmente incapacitadas y cuya tutela no se adjudica a un familiar 

si no a la propia Comunidad Autónoma, a través de la Comisión de Tutela y Defensa 

Judicial de Adultos. En todas estas situaciones hemos de tener muy en cuenta que 

el ejercicio de las funciones tutelares está bajo la supervisión del Tribunal que 

estableció la incapacidad y con ella la tutela, ante el cual, los órganos tutelares 

deben rendir cuentas y las personas tuteladas pueden solicitar amparo. 

Así, son recurrentes quejas en las que se manifiesta la falta de conformidad con la 

administración de los bienes y el dinero que esta Comisión gestiona en nombre de 

sus tutelados; así como aquellas quejas en las que se manifiesta el desacuerdo con 

la situación de internamiento en centros específicos o se solicita el traslado entre 

centros. 

La disconformidad con la declaración de incapacidad o el internamiento en un 

centro de salud mental subyacen en la mayoría de las quejas. Son muchas las 

personas tuteladas que se niegan a aceptar su situación. En las quejas presentadas, 

por regla general, tras recabar información podemos constatar que la actuación 

administrativa ha sido correcta. Cabe destacar la buena disposición a colaborar con 

esta Institución que han mostrado tanto desde la Dirección Provincial del IASS de 

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/Q-20-806.pdf
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Zaragoza, como desde los distintos servicios técnicos de tutela de adultos del 

Gobierno de Aragón.  

Han sido varias las quejas que trasladan su malestar por la dificultad para 

contactar con su persona de referencia en tutela de adultos, dado que buena parte, 

cuando no todas, de las decisiones en su vida pasan por ella, esto sucede, de forma 

especial en Zaragoza, si bien subyace un hecho fundamental: falta personal para 

tutelas. 

Ya en informes anteriores señalábamos la necesidad de incrementar el personal 

técnico en el departamento de tutelas de adultos ya que habíamos detectado que 

cada trabajador social debía atender un número excesivo de casos y la previsión 

era que esa saturación aumentase.  

También este año nos hemos dirigido en este sentido a la Administración a través 

del Expediente  39 /20  Solicitamos información al Departamento de Ciudadanía 

y Derechos Sociales del Gobierno de Aragón, sobre el número de personas 

atendidas por la Comisión de Tutela y Defensa judicial de adultos tanto en 

Zaragoza, como en Huesca y Teruel, en los últimos cinco años (el último ejercicio 

completo era el de 2019), y la plantilla de personal dedicada a su atención y 

seguimiento durante el mismo periodo, así como si había previsión de 

incrementarla.  

De la respuesta del Departamento cabe destacar que, en el período requerido, el 

número de personas atendidas ha ido aumentando progresivamente, pasando de 

atender 1.101 personas en 2015 a 1.445 en el año 2019. Por el contrario, los recursos 

humanos destinados a su atención, se han mantenido igual, e incluso, en el caso de 

Zaragoza, han disminuido en el último año.  

El Desglose del citado incremento por direcciones provinciales en cifras absolutas 

y relativas sería el siguiente: 

Entidades a las que hemos solicitado info rmación  

Provincia  
Incremento en nº de personas  

(2015 -2019)  
Incremento en %  

Zaragoza  223  +22,7  

Huesca  86  +29,6  

Teruel  35  +24,8  

Aragón  344  +23,8  

 

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/39.2020.pdf
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Es cierto que la Administración ha establecido conciertos con entidades para 

favorecer algunos servicios a las personas tuteladas. Pero, a pesar de ello persisten 

las quejas de las personas tuteladas o de los familiares que se interesan por su 

situación alegando deficiencias en la atención, no tanto por el profesional cuando 

están con él, sino que sienten el sistema desbordado, y les cuesta comunicar con la 

persona que debe atenderlos. 

Teniendo en cuenta todos estos condicionantes, realizamos varias sugerencias:  

ñPrimera. - Que establezcan los mecanismos oportunos para estudiar las cargas 

de trabajo  para cubrir adecuadamente las necesidades de las personas tuteladas 

en Aragón;  y establecer estrategias para afrontar esta problemática partiendo 

del principio de la centralidad de atención a las personas usuarias.  

 

Segunda. -  Que se adopten las medidas necesarias para incrementar los 

recursos profesionales de la Comisión de Tutela de Adultos del Gobierno de 

Aragón, especialmente aquellos que han de ser referencia para la personas bajo 

su tutela.  

 

Tercera. - Que se fijen las procedimientos y recursos necesarios para mejorar la 

atención a las personas tuteladas; potenciando los cauces de comunicación, para 

contribuir a la mejora de las situaciones de estas personas  y evitar quejas 

posterioresò. 

 

La respuesta de la Administración ha sido que se coincide en la preocupación y que 

desde Gerencia del IASS ñse están estudiando diferentes alternativas para 

mejorar y modificar la gestión y ello conlleva una valoración completa de la 

situación actual de las tutelas en Aragón. Que es consciente de que personas bajo 

medida protectora han podido sentirse no bien atendidas, en ocasiones por 

tardanza en ser oídas y/o en la resolución de su demanda por cierto 

desbordamiento por diversas causas en la Dirección Provincial de Zaragoza, 

debido a insuficiencia de personal en la unidad administrativa. Y que se hacen los 

esfuerzos posibles, especialmente en estos momentos por las circunstancias 

actuales de Covid-19, pero a la vista de las contestaciones ya expresadas a las 

quejas recibidas, y teniendo en cuenta el alcance de las sugerencias formuladas, 

que exceden en mucho los medios disponibles en este momento, NO se pueden 

aceptar en los términos planteados, sin perjuicio de tenerlas en consideración en 

los planes de mejora que pueda elaborar el IASS.ò 
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En otro orden de cosas y por lo que se refiere a las cuestiones relativas al 

reconocimiento del grado de discapacidad , este año tan sólo hemos recibido 

una queja en la que se manifestaba la disconformidad con el grado reconocido 

situación ésta que, como ya hemos dicho en otras ocasiones, al tratarse de un 

procedimiento en el que se trata de la aplicación técnica de unos baremos 

legalmente establecidos, esta Institución carece de herramientas técnicas 

suficientes para discutir el resultado que, por otra parte, goza de presunción de 

validez ya que viene determinado por el análisis realizado por los equipos de 

valoración técnicamente competentes y, por tanto, su posible revocación está 

limitada a la resolución de la jurisdicción competente.  

En el apartado de Trabajo, ya hemos recogido quejas de quienes se han visto 

afectados por las Sentencias del Tribunal Supremo (y la consiguiente adaptación 

legal de las ordenes aragonesas de subvenciones y ayudas para el empleo) 

conforme a las cuales no se equipara la situación de Incapacidad Laboral 

Permanente con el 33% de Grado de Discapacidad que permite optar a plazas de 

trabajo reservadas a personas con discapacidad igual o superior a dicho grado. 

Asunto distinto es el de las quejas que se refieren al retraso en la tramitación 

del rec onocimiento del grado de discapacidad , que han sido más 

numerosas. Desde esta Institución, periódicamente, se ha transmitido a la 

Administración lo inadmisible de estos plazos, que exceden, en ocasiones, en más 

de un año el plazo legal establecido y la necesidad de dotar de más equipos de 

valoración a los centros y la conveniencia de estudiar mecanismos de coordinación 

entre los sistemas de valoración de discapacidad y dependencia que eviten 

duplicidades. La unificación que, a finales del año 2019, se llevó a cabo entre los 

dos equipos valoradores de Zaragoza estaba teniendo efectos positivos en dichos 

plazos, sin embargo, la pandemia del Covid-19 ha generado problemas al detraer 

personal sanitario de estos equipos hasta el punto de que en Huesca existen 

dif icultades para cubrir la vacante en una plaza de médico valorador. 

En esta materia incluso abrimos un expediente de oficio ante la publicación de 

noticias que cifraban en más de 10.000 personas el número de quienes estaban en 

lista de espera para el reconocimiento del grado de discapacidad. Tras instruir el 

Expediente 241 /20 , realizamos una sugerencia al Departamento de Ciudadanía 

y Derechos Sociales para que realizara una modificación en el triaje de las 

solicitudes de discapacidad y así poder tener en cuenta el momento en que haya de 

producir efectos la declaración a la hora de determinar la urgencia, así como el 

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/241.2020.pdf
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mantenimiento del refuerzo de personal para atender la lista de espera. Además, 

se instaba al citado Departamento a mantenernos informados de las estadísticas 

de las tramitaciones de expedientes de valoración 

También hemos atendido quejas de personas disconformes con la denegación de 

determinadas subvenciones específicas para personas con discapacidad y para la 

accesibilidad universal, si bien en todos los casos la denegación estaba 

correctamente fundamentada por la Administración responsable de conceder las 

ayudas y se basaba en la falta de cumplimiento de alguno de los requisitos 

legalmente exigidos. 

Abrimos expediente de oficio para comprobar el desarrollo legislativo de la Ley 

5/2019 de 21 de marzo, de derechos y garantías de las personas con discapacidad 

en Aragón ya que el 10 de julio de 2020 vencía el plazo de un año que la D.F 1ª de 

la citada Ley concedía para realizar el desarrollo reglamentario a los diversos 

Departamentos del Gobierno de Aragón concernidos en materia tan transversal. 

Tras solicitar información al Departamento de Presidenci a procedimos al archivo 

del mismo, dado que se firmó un protocolo entre el Gobierno de Aragón y el Comité 

Español de Representantes de Personas con Discapacidad (CERMI Aragón) con 16 

líneas de actuación y una duración de dos años prorrogables para el desarrollo de 

la citada Ley. En este sentido, también saludamos la aprobación del Decreto 89/20 , 

de 14 de octubre, por el que se crea y regula la Comisión Interdepartamental de 

desarrollo de las políticas públicas en materia de discapacidad. 

Por último, para las quejas relativas a las limitaciones que, a causa de las medidas 

sanitarias para hacer frente a la Pandemia de Covid19, se han producido en las 

residencias de personas con discapacidad, vale lo dicho en el apartado relativo a 

Centros Residenciales de Personas mayores. 

1.4 Personas mayores  

Las quejas relacionadas con las personas mayores , han ido en aumento en los 

últimos años y en 2020 de forma particular, las asociadas al Covid19 y, en concreto, 

las relacionadas con las residencias, donde podemos diferenciar dos grandes 

grupos: uno, el de las que están directamente vinculadas con la problemática del 

Covid-19; y otro, el referido a las quejas sobre funcionamiento ordinario de las 

residencias. 

Residencias y Covid -19 
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Respecto a las quejas vinculadas con el Covid -19 y residencias , se realizó 

un informe específico sobre la situación generada y las actuaciones realizadas en el 

ámbito residencial de personas mayores (con alguna breve nota sobre el ámbito 

residencial de personas con discapacidad) durante el estado de alarma, que puede 

consultase en el siguiente enlace: https://eljusticiadearagon.es/wp -

content/uploads /20 /09/INFORME -RESIDENCIAS -Y-COVID.pdf  .  

Algunas cuestiones señaladas en el mismo se han ido corrigiendo, como lo 

evidencia la disminución de quejas al respecto, pero otras, en tanto el Covid-19 

continua presente en nuestras vidas y afectando de forma muy especial a las 

residencias,  se siguen produciendo, aunque en menor cantidad y con un mayor 

índice de resolución, dado que se ha ido aprovechando la experiencia adquirida.  

El contenido de las quejas ha ido cambiando conforme evolucionaba la pandemia, 

y con ella las medidas adoptadas por las autoridades y la normativa aplicada; 

pasando desde simples peticiones de orientación ante problemas concretos, a 

consultas específicas sobre aplicación de la extensa y variable normativa dictada 

ñad hocò; y desde las quejas sobre actuaciones concretas que pod²an solucionarse 

en vía administrativa, hasta aquellas que, en las ocasiones más duras, requirieron 

su traslado a los juzgados para dilucidar la existencia de posibles hechos punibles 

o para la búsqueda de una solución judicial del problema.  

Las cuestiones que han motivado la presentación de las quejas se pueden agrupar 

en los siguientes apartados:  

El derecho a la información sobre la situación de los familiares , generó 

abundantes quejas, especialmente durante el estado de alarma. Estaban referidas 

tanto a la evolución del estado de salud y bienestar de las personas en las propias 

residencias, como cuando eran trasladadas para su atención a los distintos 

hospitales o, en su caso, a los centros intermedios de atención que expresamente 

se pusieron en marcha y que se conoc²an como ñCentros Covidò que, en el momento 

de mayor expansión estuvieron localizados en Yéqueda (Huesca), Alfambra y Gea 

de Albarracín (Teruel) y en Miralbueno, Casetas y Parque Goya (Zaragoza). Dichas 

quejas ponían de manifiesto, sobre todo, la falta de información sobre los procesos 

vitales de las personas y de transparencia respecto a la situación que se estaba 

viviendo en las residencias.  

Señalar que este tipo de quejas han disminuido mucho con el transcurso del tiempo 

y en función de las actuaciones realizadas por la Administración y las propias 

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/2020/09/INFORME-RESIDENCIAS-Y-COVID.pdf
https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/2020/09/INFORME-RESIDENCIAS-Y-COVID.pdf
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residencias, si bien persisten algunas, vinculadas a las prohibiciones y 

organización de las visitas que, en ocasiones no están motivadas tanto por las 

exigencias de la normativa aplicable en cada momento si no por la interpretación 

más restrictiva de dicha normativa que hacen ciertos equipos directivos de las 

residencias. En algún caso, tras esta mayor precaución apelando a la protección de 

la salud de los residentes, se esconden carencias de personal suficiente para poder 

desarrollar los protocolos de visitas seguras. 

Ingresos en hospitales y residencias. ï Varias quejas hacen referencia a la 

problemática de personas mayores que, estando de forma temporal en residencias, 

habían sido hospitalizadas cuando se declaró el estado de alarma, y al darles el alta 

surgía el problema, ya que les informaban que se les había terminado el plazo de 

estancia temporal en la residencia, sin que hospital ni residencia se hiciesen cargo 

de prorrogar la estancia y sin que las circunstancias que hacían necesaria dicha 

estancia temporal fuera de su domicilio habitual hubiesen cambiado. 

Esta situación puso de manifiesto que, en las primeras semanas, se constataba una 

fuerte presión de los centros hospitalarios hacia familias y residencias para hacerse 

cargo de sus familiares, no siempre en condiciones adecuadas, y sin pruebas PCR 

y, por otro lado, el problema de las estancias temporales en las residencias del 

IASS, que optaron por no interrumpir los plazos, a pesar de la situación 

excepcional y cuando otros procedimientos de la Administración habían sido 

suspendidos. Sería conveniente una revisión del sistema de adjudicación y 

seguimiento de estas plazas residenciales temporales por parte del Departamento 

de Ciudadanía y Derechos Sociales.  

Así mismo, en las primeras semanas del estado de alarma se generó mucha tensión, 

y se presentaron quejas de familiares que se negaban a que sus parientes saliesen 

de un hospital a sus casas sin haberles realizado la prueba PCR  de Covid-19, ya 

que durante su estancia en el mismo había dado positivo, o podían haber sido 

contagiados y en el domicilio había familiares vulnerables. 

Otro grupo de quejas estaba relacionado con los períodos de confinamiento 

obligatorios de los resident es que hubieran abandonado la residencia para 

acudir a alguna cita médica en dependencias hospitalarias, lo que en ocasiones ha 

obligado a cancelar dichas citas -con el consiguiente disgusto de los afectados y sus 

familiares, por su afectación a la saludï y que, tan a las claras, ha puesto de 
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manifiesto el difícil equilibrio a la hora de resolver la dicotomía entre salud 

personal y la salud y seguridad colectiva. 

También hubo quejas referidas a la tardanza, cuando no negativa, a trasladar a sus 

familiares a recibir atención hospitalaria dada la situación de deterioro que estaban 

percibiendo en ellos. En algunos de estos casos, los más graves que terminaron con 

fallecimientos, los familiares acudieron a la Fiscalía, lo que motivó, o bien que no 

admitiéramos l a queja en nuestra Institución, o bien que tuviéramos que 

suspender la tramitación de aquellas que habían sido presentadas con 

anterioridad, a expensas del dictamen de los órganos jurisdiccionales.  

Centros Covid. Se han recibido varias quejas relacionadas con los centros 

específicos Covid-19.  Mayoritariamente solicitando información sobre el estado 

de los familiares que habían sido trasladados a ellos y sobre los criterios tenidos en 

cuenta para decidir ï o denegar - dicho traslado. En varias ocasiones las familias 

han mostrado su desacuerdo con el recurso al que habían sido derivados, ya que 

estaba muy lejos de su residencia habitual y suponía un largo viaje en ambulancia 

con afectación negativa a la persona trasladada en situación de fragilidad.  

Mantene r los vínculos familiares , es una cuestión fundamental para la salud 

integral de las personas y así lo entienden los expertos y lo  exigen las familias. De 

hecho, el régimen de visitas  a sus familiares residentes ha sido una de las 

cuestiones que más quejas ha motivado y persisten, y sobre la que se ha producido 

mayor cantidad de normativa específica, consciente la Administración de que es 

un aspecto muy importante, tanto para proteger la salud física de las personas 

internas en residencias, como para posibilitar el mantenimiento de los vínculos 

emocionales, esenciales para el equilibrio mental y afectivo de las personas 

residentes, lo contrario, la supresión de esas relaciones, tiene efectos demoledores 

en las personas mayores o con discapacidad.  

Pero una vez más la normativa no es suficiente, ni puede atender toda la casuística 

que en la realidad puede darse, pues las situaciones dependen  de muchos factores, 

entre los cuales han sido de gran trascendencia la situación de cada residencia con 

relación al contagio, y la situación del municipio con relación a las medidas de 

confinamiento decretadas y, por tanto, cada caso ha requerido adaptaciones 

concretas y singulares. Esa situación tan asimétrica y flexible, ha contribuido a 

generar una buena parte de las quejas. Ahora bien, es preciso señalar que en la fase 

de ñnueva normalidadò algunas residencias aplicaban criterios m§s restrictivos que 

los recogidos por la normativa, de forma singular en algunas residencias privadas, 
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sobre las que esta Institución no tiene competencias, instando, en esos casos, a las 

familias a poner la situación en conocimiento del IASS y en los órganos de 

Inspección de Centros. 

También se han presentado quejas por las condiciones en las que se han 

desarrollado las visitas, en centros que reunían condiciones para poder 

protocolizar un sistema seguro para desarrollarlas con lo que ha sido posible 

intermediar para conseguirlo, pero también ha habido quejas relativas a algunas 

residencias, en las que, debido a su falta de infraestructura, no ha sido posible 

realizarlas cumpliendo las normas de espacios y distancias. Esta es una 

problemática que sigue y va a seguir vigente durante todo el tiempo en el que se 

mantengan las restricciones que, especialmente van a afectar a algunas 

residencias.  

Mención especial merecen los expedientes relativos a Centros Residenciales 

para Personas con discapacidad , sobre los que se presentan quejas por cómo 

les han afectado  las medidas adoptadas, y la conveniencia de su adaptación. 

Especialmente significativas son aquellas  que, ya en fase de desescalada, y 

reguladas por la Orden CDS/406/20 , de 25 de mayo, por la que se establecen 

nuevas medidas relativas al desconfinamiento gradual en los centros de servicios 

sociales especializados, denunciaban que si bien ciertas medidas se establecían en 

igualdad de condiciones con la ciudadanía en general, otras seguían restringiendo 

la actividad normal personas con discapacidad, generando una situación de 

desigualdad respecto a otros residentes, especialmente las personas autónomas.   

Han sido varias las quejas relacionadas con las limitaciones de las salidas de 

los centros a personas válidas . Conforme avanzó el estado de alarma, y se 

fueron permitiendo paseos por la residencias y salidas en el entorno, personas 

residentes se quejaban y manifestaban su desacuerdo con las medidas adoptadas, 

puesto que no se les permit²a recuperar su vida ñnormalò, ya que ellos eran v§lidos 

y tenían autonomía para la salida de la residencia, sin embargo, no se les autorizaba 

a realizar actividades de su vida cotidiana (ir a la peluquería, al banco, al dentista 

o al huerto), incluidas personas con discapacidad pero autónomas.  

Uno de los aspectos más dramáticos de la pandemia está siendo el fallecimiento 

de personas en residencias, sin poder tener relación con sus seres 

queridos  especialmente en la  primera fase del estado de alarma, donde se 

adoptaron medidas muy rigurosas  que impedían cualquier acompañamiento de 

http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VEROBJ&MLKOB=1115823003939&type=pdf
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sus familiares. Se presentaron varias quejas al respecto, expresando su impotencia 

por el proceso de pérdida de un ser querido, y el no acompañamiento, ni a él ni a 

su pareja. Se realizó una sugerencia al Departamento de Ciudadanía y Derechos 

Sociales del Gobierno de Aragón, que fue aceptada (Expediente 427/20)  y se 

plasmó en las siguientes órdenes, con el objetivo de facilitar la información a los 

familiares durante todo el proceso y permitir el acompañamiento en las despedidas 

y el duelo, algo que se ha puesto en práctica, según posteriores informaciones. 

Otras quejas han puesto de manifiesto la falta de información durante el proceso 

que ha terminado en el fallecimiento de su familiar residente lo que, además, ha 

generado la lógica sospecha de la existencia de algún déficit en la atención a los 

mismos. Los casos son diversos en los detalles, pero en todos ellos queda patente 

el malestar de personas que tras haber estado manteniendo una dinámica de 

relación frecuente han visto como sus familiares han fallecido sin poder visitarlos 

en varios meses o teniendo que hacerlo en unas condiciones que no consideran 

adecuadas ni dignas.  

En ese sentido, significar el Expediente 702/20 , referido a la residencia San 

Sebastián en Mallén, que pone de manifiesto el impacto del Covid-19 en dicho 

centro, por la personas fallecidas y afectadas, así como la necesidad de mejorar el 

modelo de funcionamiento de la misma y la coordinación de las Administraciones 

implicadas. Se han realizado sugerencias al respecto, que han sido aceptadas por 

cada una de ellas y se han iniciado cambios en la residencia, pasando a un modelo 

de Atención Centrada en la Persona. 

Personal . - La preocupación por las dotaciones de personal en las residencias de 

Aragón, es una constante que desde esta Institución se viene planteando ante las 

administraciones competentes, como un elemento central en la mejora del 

bienestar de las personas que tienen como hogar las residencias.  

Esta pandemia ha vuelto a poner de manifiesto las insuficiencias en esta materia y 

a ella se han referido varias de las quejas, tanto por la falta de recursos, que ya era 

crónica, como por las dificultades para sustitución de las personas que estaban de 

baja, (especialmente las profesionales sanitarias), y aspectos relacionados con  su 

titulación.  Ante la solicitud de información al Departamento de Ciudadanía y 

Derechos Sociales, este contesta que se cumplen las ratios de personal (normativa 

vigente de 1992), y que la pandemia ha generado una situación rotación y falta de 

personal sanitario.  Hemos de añadir que durante el período del Estado de Alarma, 

decretado por el Gobierno Central, se dispuso de algunas herramientas jurídicas 

https://eljusticiadearagon.es/resoluciones/427-2020/
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que permitieron paliar bastantes de las carencias (reubicación forzosa de 

empleados públicos, flexibilización de requisitos y cualificaciones para la 

contrataci·n eventualé) que, sin embargo no est§n disponibles una vez finalizado 

el primer período de Estado de Alarma en el mes de junio, lo que ha provocado 

algunos problemas importantes. 

También hemos de señalar que, en el ámbito del personal sanitario, los problemas 

que tradicionalmente se derivan de las diferencias salariales y laborales entre 

quienes prestan sus servicios en centros sociales de los que lo hacen para el Sistema 

Aragonés de Salud, se han visto exponencialmente incrementados a causa de esta 

situación de pandemia que ha detraído muchos recursos del ámbito sanitario 

residencial para derivarlos al sistema de salud. 

Centros de día. Un grupo de quejas hace referencia a la no apertura de los 

centros de día, y las consecuencias negativas que tiene para las personas usuarias 

y sus familiares. Hay que tener presente que algunos de ellos están ubicados en los 

mismos edificios, y, en ocasiones compartiendo personal con las residencias y que 

varios de estos centros siguen cerrados, sin que se esté prestando el servicio que 

tiene asignado por parte del IASS dentro de las prestaciones de la ley de 

dependencia, circunstancia que no puede extenderse en el tiempo, de manera que, 

si las normas sanitarias obligan a mantener cerrados algunos de estos Centros, el 

Sistema de Servicios Sociales deberá buscar alternativas a los afectados para que 

no se vean privados de los Servicios a los que tienen derecho. 

Si bien ya se ha hecho referencia al ñInforme del Justicia sobre residencias 

de personas mayores en Aragón durante el estado de alarma por el 

covid -19ò, y se ha dispuesto del enlace para que pueda ser consultado. Sí que 

parece oportuno traer a este informe anual las concretas propuestas del mismo, 

puesto que siguen vigentes y son referentes a la hora de realizar sugerencias desde 

este Justiciazgo a las administraciones competentes en esta materia, mientras 

persista esta situación:  

ñPROPUESTAS  

1. Es preciso profundizar en la redefinición del modelo asistencial para los 

ciudadanos mayores que afrontan su último estadio vital con una 

imposibilidad de vida en su entorno doméstico habitual. Esta tarea ha de ser 

liderada por las administraciones pública s competentes en servicios sociales 

y sanidad de forma conjunta, pero teniendo clara la participación de la 
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sociedad a través de sus diferentes agentes, pues solo desde una implicación 

social es posible abordar un modelo que ha de suponer cambios en los 

cuidados de las personas y sus múltiples afecciones transversales 

(económicas, formativas,     sanitarias, arquitectónicas..), como ya se puso en 

evidencia en las conclusiones de la ñMesa del Justicia sobre los mayores en 

soledadò. Mientras tanto, se ha de seguir profundizando en la implantación 

de un modelo de ñatenci·n centrada en la personaò y en sus derechos. 

 

2. Se debe seguir impulsando la máxima permanencia de nuestros mayores en 

su entorno doméstico, como una prioridad para las personas, para lo que las 

administraciones públicas, deberán implementar los recursos materiales y 

personales que fueren precisos para una atención integrada en domicilio, 

(SAD, atención sanitaria, teleasistencia, apoyo a las familias, voluntariado, 

etc), evitando situaciones de institucionalización en centros no necesarias. 

Estos servicios se deberían hacer extensivos a personas mayores no 

dependientes en situación de riesgo. 

 

3. Que las administraciones públicas competentes apoyen e impulsen los nuevos 

modelos convivenciales para personas mayores: viviendas compartidas, 

tuteladas, colaborativas, u otras similares, mediante actuaciones e 

inversiones directas, potenciación de actuaciones privadas, cesión de suelo 

público u otras medidas de apoyo.  

 

4. Los centros residenciales deben tener respecto a sus usuarios la 

consideraci·n de su verdadero ñhogarò, a los efectos de la atenci·n primaria 

sanitaria y, en su caso, necesidades de asistencia hospitalaria, garantizando 

el derecho a la sanidad pública de todas las personas mayores en igualdad 

de condiciones. Los centros residenciales deberán estar directamente 

asignados a unidades sanitarias  concretas, debidamente especializadas y 

con medios suficientes.  Resulta necesaria la efectiva puesta en práctica y 

efectiva ejecución del protocolo de actuaciones entre el Departamentos de 

Sanidad y el de Ciudadanía y Derechos Sociales firmaron para el desarrollo 

de actuaciones conjuntas en centros residenciales con personas mayores y 

centros de personas con discapacidad, de 29 de julio de 2020, documento que 

se entiende de muy acertada redacción. 
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5. Que se presupueste adecuadamente la ley de dependencia, con la financiación 

correspondiente por parte del Estado, con el correspondiente incremento de 

plazas concertadas y revisión de las tarifas de las residencia s en Aragón. El 

estableciendo de precios de referencia desde la administración pública, 

teniendo en cuenta los servicios concretos a prestar en cada centro, con 

dotaciones adecuadas respecto de las plazas concertadas en los centros 

privados, deberá ser un objetivo a medio plazo. 

 

6. Realizar un estudio sobre la situación de todas las residencias en Aragón, y 

su capacidad para una adecuada atención en situación de pandemia, lo que 

permitirá establecer criterios obligatorios adecuados en cuanto a los 

recursos y servicios con que deben contar cada tipo de centro residencial, 

según servicios que se presten, condiciones y estado de necesidad de los 

usuarios, teniendo en cuenta su implantación territorial, en especial las 

peculiaridades demográficas del mundo rural aragonés, y proponiendo  

medidas correctoras en aquellas que no se garantice una atención basada en 

los derechos de las personas.  

 

7. Incrementar la profesionalización y dignificación del trabajo del personal en 

los centros residenciales; mejorando su formación y cualificación 

profesional, adecuada a sus funciones, estableciéndose desde las 

administraciones públicas recorridos formativos continuos, así como 

procesos de certificación y habilitación profesional. Aumentar las ratios de 

profesionales en la atención a las personas y mejorar sus condiciones 

laborales y salariales. Es preciso, en el efectivo desarrollo de su actividad, el 

personal que atiende en residencia de los centros de día para evitar contagios 

o cierres de un recurso esencial, cuando se comparte edificio.  

 

8. Reforzar la colaboración de las administraciones públicas competentes en 

esta materia, para una mayor eficacia de sus actuaciones, mediante el 

establecimiento desde las mismas de protocolos y guías de buenas prácticas 

para la gestión de situaciones de emergencia, con control de su difusión, 

conocimiento y puesta en práctica.  

 

9. Creación de redes de comunicación entre los servicios de las distintas 

administraciones, en especial desde el IASS, el Salud y las administraciones 

locales, con los centros residenciales.  
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10. Potenciación de la participación de usuarios y familiares de estos en las 

medidas de gestión y funcionamiento de los centros residenciales, 

garantizando en todo caso la información continua a los familiares y 

promoviendo la comunicación durante periodos de aisla miento.   

 

11. Creación de un foro profesional continuo, con participación de las 

administraciones públicas y las entidades privadas del sector, que sirva para 

trasladar experiencias y soluciones.  

 

12. Potenciar los servicios de inspección y control sobre las residencias, tanto 

públicas como privadas; agilizando la tramitación de las medidas que sea 

preciso adoptar para garantizar el bienestar de las personas residentes, sin 

dilaciones procedimental indebidas.  

 

13. Durante la etapa de ñnueva normalidadò y mientras persisten los contagios. 

 

En cumplimiento de las normativas dictadas y protocolos elaborados y desde su 

verdadera ejecución, se propone:  

 

a) Que se garantice la dotación adecuada de EPIs, para cada residencia, por 

parte de las entidades responsables, supervisado por la Administración.  

 

b) Que se establezcan sistemas ágiles y operativos para la realización de 

pruebas diagnósticas tanto a residentes como a profesionales de las 

residencias. 

 

c) Apertura de los centros de día, con las medidas de seguridad adecuada y, si 

es posible, con personal diferenciado de la residencia, cuando se comparta 

edificio . 

 

d) Que toda residencia tenga su plan de contingencia, y los recursos necesarios 

para su aplicación, al día.  

 

e) Impulsar medidas, por la administración autonómica y local 

corr espondiente, para dotar a todas las residencias aragonesas de espacios 

para el esparcimiento de las personas residentes, bien al interior o al exterior 
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de la misma, agilizando las tramitaciones administrativas que fuesen 

necesarias. 

 

f)  Establecer unos protocolos claros de derivación a los centros intermedios, 

Covid, para quienes no puedan ser atendidos en sus residencias o domicilios. 

garantizando su carácter intermedio y no sustitutorio de atención sanitaria 

por criterio de edad.  

 

Evitar, en la medida que sea posible, situaciones de aislamiento extremo de las 

personas residentes, manteniendo la comunicación con sus familias, y sobre todo, 

incrementar el número de actividades físicas, sociales y ocupacionales dentro de 

la misma residencia, reforzando los prof esionales que sean necesarios para este 

fin.ò  

 

Funcionamiento ordinario de las Residencias  

La preocupación por la situación de las personas que viven en residencias es una 

seña de identidad de este Justiciazgo. Siguiendo esa línea estratégica, a principios 

del año 2020 se acordó realizar un informe especial sobre la situación de las 

residencias en Aragón. Se estableció un plan de trabajo y se iniciaron visitas a 

residencias de personas mayores, que, tras haber realizado las de las residencias 

de Vitalia Oroel en Jaca, Vitalia Alto Gállego en Sabiñánigo, Nuestra Señora de 

Cabañas en la Almunia de Doña Godina y la de Las Fuentes en Zaragoza, tuvieron 

que ser interrumpidas por causa de la pandemia por Covid-19, centrando a partir 

de este momento nuestro trabajo en la repercusión de dicha pandemia en el día a 

día de las Residencias , dando como fruto el informe ya referido.  

Además del informe sobre Residencias y Covid-19, han continuado las quejas 

referidas a la gestión normal del proceso de vida en las mismas (ingreso, estancia, 

atenci·n de las personas, costesé), que ponen de manifiesto problemas 

importantes, algunos de carácter estructural. Incluso tuvimos una queja 

(Expediente 157/20 ) relativa a la lentitud en la gestión del proceso de 

autorización y modificación del Registro de Centros para que la Residencia de 

Mayores de Nogueruelas pudiera admitir personas dependientes y no solamente 

personas válidas. Realizamos una Sugerencia al Ayuntamiento para que, a la mayor 

brevedad posible se realizasen las gestiones oportunas para llevar a cabo las 

actuaciones pendientes y poder facilitar la documentación  solicitada por el 

Servicio de Inspección de Centros del Gobierno de Aragón, así como para que, caso 

de que existiese alguna dificultad material para conseguir alguno de los 

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/157.2020.pdf
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Certificados técnicos requeridos se pusiese de manifiesto y se buscasen las 

soluciones pertinentes en colaboración con el Instituto Aragonés de Servicios 

Sociales y la Comarca de Gúdar-Javalambre, sin que recibiéramos respuesta por 

parte del Ayuntamiento aludido.  

Continúan las quejas ciudadanas que expresan su disconformidad con la 

tardanza en poder acceder a plaza residencial públic a o bien poder ser 

trasladados a otras. Si bien esta problemática ha disminuido, en gran parte por los 

efectos de la pandemia, al quedar más plazas libres, y por tanto se ha podido 

satisfacer más demanda, y, además, algunas  personas que podían ser atendidas en 

sus domicilios no insistían tanto en incorporarse a la residencia a la vista del estado 

de los contagios y su afectación a los usuarios en los centros. Se deduce que se han 

producido más movimientos de personas en plazas residenciales, pero persiste el 

déficit de plazas públicas o concertadas, en todo Aragón y de forma singular en las 

capitales de provincia. 

Así se pone de manifiesto en las respuestas del Departamento de Ciudadanía y 

Derechos Sociales, cuando se solicita información sobre el retraso en la 

adjudicación de plazas públicas a personas que llevan varios años esperando, con 

la consiguiente carga emocional y económica en la familia. Informan que, actúan 

de acuerdo a la Orden que lo regula, ñsiendo los dos parámetros de priorización 

de las solicitudes el grado de dependencia y dentro del mismo grado (II o III) la 

capacidad económica del solicitante. Como se ha señalado en otras ocasiones a 

esa Institución el Instituto Aragonés de Servicios Sociales, ha realizado un 

importante esfuerzo en los úl timos años para poner al día la gestión de las 

prestaciones y servicios de dependenciaò. 

A pesar de dicho esfuerzo, y pese a las plazas que han quedado disponibles en 2020, 

no se ha resuelto el problema de la lista de espera; de tal forma que difícilmente se 

puede acceder a una plaza residencial pública sin estar en situación de grado III de 

dependencia, aun cuando se tengan situaciones económicas delicadas. Teniendo 

en cuenta, adem§s, que a las plazas libres en las residencias privadas ñes muy difícil 

entr ar desde IASS, ya que, en general, prefieren reservar sus plazas para sus 

clientes privados.ò 

Otras de las cuestiones que generan quejas son los retrasos en resolver los  

traslados de residencias .  Ya que, a pesar de la mayor rotación de plazas 

residenciales en 2020 ya citada, persisten los tiempos de espera, más allá de lo que 

parece razonable. Ahora bien, es preciso hacer referencia al hecho de que algunas 
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solicitudes, vienen determinadas por la actitud de los ciudadanos, que, en un 

primer momento, y ante  la necesidad de lograr plaza residencial, aceptan aquellas 

que están lejos de su lugar de residencia, con la expectativa de, al año, realizar 

solicitud de traslado a su zona, a donde por conducto natural no hubiesen podido 

acceder hasta mucho tiempo después.  

A este respecto, es muy esclarecedora la respuesta del Departamento de 

Ciudadanía y Derechos Sociales: 

 ñpersona dependiente Grado II que justo al cumplirse un año de su ingreso 

solicita traslado a Zaragoza y alrededores. Obviamente, con un Grado II 

reconocido, no tenía ninguna posibilidad de acceder de origen a plaza pública o 

concertada en la ciudad de Zaragoza, que es a donde ahora quiere trasladarse. 

En las listas de demanda para ingresar en estos centros los solicitantes se 

cuentan, en algunos casos, por centenares, muchos de ellos con Grado III 

reconocido. 

La posibilidad de solicitar traslado no supone que ésta debe ser atendida de 

forma inmediata, sino que dependerá de la demanda existente para el centro de 

destino y, dentro de la lista de demandantes, del grado de dependencia del 

solicitante y del tiempo de permanencia en el listado de traslados.  

Desgraciadamente, aunque en este caso la solicitante lleva unos dos años en 

espera (lo cual no es un plazo llamativamente largo en este tipo de traslad os), los 

centros de destino solicitados, que son los más demandados, y la condición de 

dependiente Grado II dificultan enormemente que la solicitud sea atendida en el 

corto y medio plazo.ò 

Señalar que la emergencia sanitaria ha supuesto una serie de restricciones para 

hacer frente a la pandemia y prevenir y limitar los posibles contagios, entre las que 

se encuentra la limitación en cuanto al número total de plazas que pueden 

ocuparse, con el fin de poder disponer de zonas de aislamiento para los 

contagiados. Por tanto, de facto, se ha producido una disminución de las plazas 

disponibles. 

Deficiente atención.  Otra parte de las quejas se refieren al trato que reciben sus 

familiares,  y están dirigidas tanto a residencias públicas como a privadas. Una vez 

analizas las mismas tienen diferente tratamiento, por las propias competencias de 
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esta Institución, cuya misión es la supervisión de las actuaciones de las 

administraciones públicas.  

Las referidas a entidades privadas , si la queja tiene relación con los cobros de 

gastos de la residencia, que son la mayoría, se les plantea que presenten 

reclamación ante la dirección de la empresa, y si no obtiene resultados ante los 

servicios de Información y Defensa del Consumidor de las diferentes 

Administraciones. En casos relacionados con la deficiente atención de personas 

residentes se sugiere la posibilidad de dirigirse directamente al servicio de 

Inspección de Centros del Departamento de Ciudadanía y Derechos Sociales del 

Gobierno de Aragón, dada su función de control y supervisión y su facultad 

sancionadora 

Respecto a las residencias públicas , se han presentado varias quejas 

relacionadas con el deficiente funcionamiento de las mismas, según los 

ciudadanos. El a¶o 2020 destacan las quejas referidas a la Residencia ñEl²as 

Mart²nez ñde Zaragoza y ñSanta Anaò, de Utebo, ambas de titularidad p¼blica y 

gestionadas por empresas privadas, Aralia y Domus VI respectivamente, que han 

motivado tanto quejas individuales como colectivas. 

Señalar que las quejas se producen a lo largo de todo el año, no únicamente 

vinculadas con el Covid-19, sino con el funcionamiento habitual y el trato que 

reciben los residentes, y que, en el caso de la ñResidencia El²as Mart²nezò, ha 

llevado a algunos familiares incluso a presentar denuncias en el juzgado por 

posibles negligencias, así como pedir el traslado de familiares a otro centro 

equivalente. La gestión  de esta residencia,  salió a concurso público, ( algo que fue 

anunciado por el propio Departamento de Ciudadanía y Derechos Sociales como 

una medida correctora, con el ánimo de mejorar la atención a los residentes)  y 

desde el propio Departamento se nos dijo que ñ se han tenido en cuenta esta y 

otras quejas en el mismo sentido que se han producido sobre esta residencia, 

también amparadas por El Justi cia de Aragón, en el nuevo pliego de condiciones 

t®cnicas que habr§ de regir la futura contrataci·nò. Este expediente a finales de 

2020 no se había resuelto definitivamente, ya que fue objeto de un recurso que 

seguía pendiente del pronunciamiento del Tribunal Administrativo de Contratos 

Públicos de Aragón (TACPA). Precisamente, durante el período de elaboración de 

este informe (enero 2021) hemos sido conocedores de que el TACPA ha fallado en 

favor de los recurrentes y se ha reiniciado el procedimiento de adjudicación.  
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Las quejas de los familiares se centran, fundamentalmente, en la falta de personal, 

las posibles negligencias a la hora de tratar a las personas residentes que terminan, 

en ocasiones, teniendo que acudir al hospital, y la existencia de obstáculos para 

recibir una información transparente sobre la situación de los familiares 

residentes.  

Ante la denuncia de falta de personal, la Administración responsable pone de 

manifiest o algunos factores que también nosotros podemos considerar 

determinantes:  

ñLo primero que ha de señalarse es que como consecuencia de la emergencia 

sanitaria provocada por la actual pandemia, se ha producido una situación de 

fuerza mayor no imputable a la Administración (ni tampoco a la empresa 

contratista), que h a llevado a una situación generalizada de colapso del mercado 

laboral y consiguiente imposibilidad de encontrar personal con la adecuada 

titulación y preparación para cubrir las bajas, situación que afecta especialmente 

a las categorías profesionales de médico y ATS.(é) Desde el IASS se han 

implementado diversas medidas excepcionales para paliar esta situación tales 

como la elaboración de listas de espera para la provisión de puestos por 

procedimientos y requisitos diferentes a los habituales, la intervenci ón temporal 

de la gestión de residencias privadas y la cobertura de vacantes en centros 

privados con empleados públicos. En el caso que nos ocupa, se añaden además 

las dificultades derivadas del marco legal de los contratos de gestión indirecta de 

servicios públicos, que impide subcontratar el personal de atención directa.  

Se ha producido pues una concurrencia de circunstancias sobrevenidas de fuerza 

mayor no imputables a la Administración ni a la empresa gestora que han 

provocado, por un lado, la dificulta d de cubrir las bajas de personal de atención 

directa, pero también y simultáneamente la reducción de actividad y del número 

de usuarios atendidos del centro residencial. Por ello, no podemos hablar 

propiamente de incumplimiento de los mínimos de personal garantizados, sino 

más bien de una modificación de facto de las condiciones de prestación del 

servicio. ése¶al§ndole que la plantilla est§ muy por encima de la fijada en el 

Decreto 111/92.ò  

No obstante esto último, debemos insistir en la necesidad, ya expresada por esta 

Institución en diversas ocasiones, de proceder a una revisión y reformulación del 
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Decreto 111/92, que si bien ya había mostrado sus deficiencias en condiciones 

normales, ahora resulta aún más urgente.  

Otras quejas tienen que ver con el cos te de las residencias . Una vez analizada 

la información remitida por la Administración, se constata que se está aplicando 

lo regulado en la Orden de 24 de julio de 2013, del Departamento de Sanidad, 

Bienestar Social y Familia, por la que se regulan las prestaciones del Sistema para 

la Autonomía y Atención a la Dependencia, la capacidad económica de los 

beneficiarios y su participación en el coste de los servicios, y  de forma específica 

artículos 23 24 y 27,  que hacen referencia a la  "capacidad económica de los 

beneficiarios",  a La "aportación de los beneficiarios al coste del servicio".  

Conviene seguir reflejando la singularidad de las residencias de carácter público, 

vinculadas a Entidades Locales, si bien no siempre de forma directa sino mediante 

figuras interpuestas como asociaciones o patronatos. Ya se apuntaba en el informe 

de año pasado la conveniencia de revisar estas situaciones, de una forma 

coordinada con el IASS, puesto que , en algunos casos, son herencias del pasado 

con modelos de gestión y sobre todo de atención a las personas que requieren, 

cambios en profundidad.  

Otras quejas están relacionadas con cuestiones laborales , especialmente las 

referidas a los Técnicos en Cuidados Auxiliares de Enfermería (TCAE) que 

desarrollan su trabajo en residencias, exigiendo la acreditación de la cualificación 

profesional, o bien su habilitación. En ese sentido desde el Departamento de 

Ciudadanía y Derechos Sociales informan que se han realizado los procesos de 

habilitación que dentro del marco temporal han  permitido los sucesivos acuerdos 

del Consejo Territorial de Servicios Sociales y del Sistema para la Autonomía y 

Atención a la Dependencia. Ante la falta de personal cualificado y titulado, 

manifiestan que el Departamento de Educación, Cultura y Deporte va a continuar 

convocando procesos de acreditación de competencias. Por lo tanto, desde ambos 

Departamentos, así como a través de los cursos de formación convocados por el 

Instituto Aragonés de Empleo, se están haciendo todos los esfuerzos formativos y 

de acreditación de titulación necesarios para que el personal que asiste a las 

personas de los centros residenciales y en la atención domiciliaria esté formada y 

cuente con la titulación correspondiente.  

Es preciso destacar que las peculiaridades que hay en Aragón a este respecto, en 

determinados ámbitos territoriales, ve incrementada su complejidad habida 

cuenta la escasez de población.  
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El OBSERVATORIO ARAGONÉS DE LA SOLEDAD.  

Dando continuidad al compromiso del Justicia de Aragón para con los acuerdos de 

la Mesa del Justicia sobre los mayores en soledad no elegida , a lo largo 

de este año 2020 se ha puesto en marcha el Observatorio Aragonés de la Soledad 

(OAS), una de sus actuaciones más significativas; si bien, este proceso se ha visto 

muy condicionado por la situación de pandemia que estamos padeciendo.  

Se ha producido un retraso del desarrollo previsto, que continúa afectando a su 

puesta en marcha y funcionamiento. Finalmente, el convenio para la creación 

formal del Observatorio, entre el Justicia de Aragón y el Departamento de 

Ciudadanía y Derechos Sociales del Gobierno de Aragón, se firmó el 10 de junio de 

2020.   

La finalidad de dicho convenio es ñla colaboración mutua a los efectos establecidos 

en el exponente segundo, para la creación y funcionamiento del que se 

denominar§ ñObservatorio Aragon®s de la Soledad (OAS)ò, como instrumento de 

continuaci·n de la ñMesa del Justicia de Arag·n de los mayores en soledad no 

elegidaò y dentro de la ñEstrategia de atenci·n y protecci·n social para las 

personas mayores en Arag·nò del Gobierno de Arag·nò 

Dicho convenio fue publicado en el Boletín Oficial de Aragón de 03 julio de 2020, 

mediante la ORDEN PRI/534 /20 , de 17 de junio, por la que se dispone la 

publicación del convenio de colaboración entre El Justicia de Aragón y el Gobierno 

de Aragón, por el que se crea el Observatorio Aragonés de la Soledad (OAS). 

El día 30 de septiembre de 2020, en la Sede del Justicia de Aragón, quedó 

constituido dicho Órgano mediante la celebración de la Sesión Plenaria, presidida 

por Ángel Dolado, Justicia de Aragón, (Presidente);  Joaquín Santos, Director 

Gerente del IASS (Vicepresidente), con la participación de las personas vocales, 

miembros de este observatorio. Se reunirá con una periodicidad de dos veces al 

año.  

Así mismo se realizaron los nombramientos de los miembros de la Comisión 

Permanente, tal y como establece el Artículo quinto del Convenio de Colaboración, 

que se reunirá un mínimo de dos veces al año, con la posibilidad de un mayor 

número de reuniones en función de las necesidades de los grupos de trabajo. 

http://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/2020/03/Informe-Mesa-del-Justicia-sobre-Mayores-en-soledad-no-elegida.pdf
http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VEROBJ&MLKOB=1120720744040&type=pdf
http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VEROBJ&MLKOB=1120720744040&type=pdf
http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VEROBJ&MLKOB=1120720744040&type=pdf
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Y por último se aprobaron las líneas de trabajo para el periodo 2020/2022, en 

consonancia con las recomendaciones establecidas en el informe elaborado por la 

Mesa de Mayores en Soledad No Elegida, cuyos grupos de trabajo serán lideradas 

por diferentes entidades que conforman este Observatorio.  

1.5 Igualdad y familias  

Independientemente de las actuaciones que, específicamente en materia de 

Igualdad, que en el presente informe es objeto de un concreto apartado por 

obligación legal, se relacionan en un apartado exclusivo para ello, en materia de 

Servicios Sociales señalar que también este año se han dirigido a esta Institución 

mujeres solicitando información y ayuda para atender a su situación de especial 

vulnerabilidad por su condición de mujeres. En estos casos, hemos derivado tanto 

al Instituto Aragonés de la Mujer, como a los diferentes servicios de la Casa de la 

Mujer dependiente del Ayuntamiento de Zaragoza.  

Muy escasas han sido las quejas recibidas este año en relación con la actuación de 

estos organismos, y hemos de señalar que, si bien en la mayoría de los supuestos 

la Administración actúa conforme a Derecho, los problemas vienen derivados, 

fundamentalmente, de las insuficiencias presupuestarias y de medios, por lo que 

hemos de insistir en lo necesario que es que se desplieguen hasta sus últimas 

consecuencias los efectos presupuestarios del Pacto de Estado contra la violencia 

machista. 

También este año  se han recibido quejas relativas a la aplicación de los beneficios 

reconocidos a las familias numerosas en los casos de custodia compartida, 

denunciando los procedimientos administrativos para gestionar la alternancia del 

título entre cónyuges que ostentan dicha custodia e, incluso en un caso en el que 

uno de los cónyuges reunía los requisitos para formar familia numerosa con las 

hijas de su anterior unión y la hija común con su actual pareja, mientras que su 

cónyuge no reunía los requisitos. No nos queda si no insistir en que los efectos no 

deseados por los usuarios no vienen tanto causados por la actuación administrativa 

cuanto por la regulación legal. En este sentido, hemos de recordar que la 

disposición final quinta de la Ley 26/2015, de 28 de julio, de modificación del 

sistema de protección a la infancia y a la adolescencia ya instaba al Gobierno a 

remitir a las Cortes Generales, en el plazo más breve posible, un proyecto de ley de 

reforma de la Ley de Protección a las Familias Numerosas que podría dar solución 

a ciertas disfunciones. No obstante, este Proyecto sigue acumulando retrasos. Por 
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su parte, nos consta que entre los objetivos legislativos del Departamento de 

Ciudadanía y Derechos Sociales del Gobierno de Aragón recogidos en su Plan 

normativo para el año 2020 estaba la modificación de la Ley 9/2014, de 23 de 

octubre, de apoyo a las familias de Aragón sin que, hasta la fecha, se haya 

aprobado. 

Seguimos constatado que tras la aprobación de la Orden CDS/384/2019, de 4 de 

abril, por la que se regulan los requisitos para la calificación de familia 

monoparental, y el procedimiento de reconocimiento y expedición del título de 

Familia Monoparental de la Comunidad de Aragón siguen aumentando ï sin llegar 

a ser excesivas -las quejas que tienen su fundamento, básicamente, en la diferencia 

de trato con las familias numerosas cuando las expectativas creadas apuntaban a 

una cierta equiparación. Nuevamente nos encontramos ante una cuestión que no 

tiene tanto que ver con la mala praxis administrativa, cuánto con el retraso de los 

distintos Departamentos del Gobierno de Aragón en implementar las medidas 

necesarias ( aquí podemos señalar que en informe de 1 de diciembre de 2020 el 

Departamento de Ciencia, Universidad y Sociedad del Conocimiento nos comunicó 

que tiene intención de incluir en los próximos Decretos de precios públicos por la 

prestación de servicios académicos universitarios beneficios para las familias 

monoparentales, similares a los previstos para las familias numerosas conforme a 

lo establecido en la disposición adicional única de la Orden citada más arriba) , 

como de una deficiente previsión legal que requeriría de la doble reforma 

legislativa a la que hemos hecho referencia en el párrafo anterior.  

Hemos tramitado alguna queja puntual sobre el funcionamiento y las condiciones 

de utilización de alguno de los Puntos de Encuentro familiar que desarrollan su 

labor en Zaragoza presentadas tanto por personas usuarias de los mismos como 

por vecinos de las Comunidades de Propietarios en las que se encuentran 

radicados. Este último tipo de quejas está en vía de solucionarse conforme venzan 

los conciertos vigentes ya que la nueva normativa exige que los Puntos de 

Encuentro se localicen en locales independientes con entrada en Planta Calle; no 

obstante, nos hemos encontrado que una de las asociaciones cuyo concierto vencía 

este año ha debido ser prorrogado por el vacío legal provocado por la anulación por 

parte del Tribunal Superior de Justicia de Aragón de la Orden CDS/2042/2017, de 

30 de noviembre, por la que se regula la acción concertada en materia de 

prestación de servicios sociales en Aragón, que ha retrasado el proceso 
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1.6 Derechos de las personas en la atención de los Servicios Sociales  

El año pasado, en relación a este epígrafe poníamos el acento en la aprobación de 

la ORDEN CDS/456/2019, de 17 de abril, por la que se regula el procedimiento 

para el reconocimiento de la situación de dependencia de las personas y el acceso 

a las prestaciones del sistema para la autonomía y atención a la dependencia de la 

Comunidad Autónoma de Aragón, que pretendía situar al ciudadano en el centro 

de la acción pública y simplificar la tramitación, y que esperábamos fuera un 

referente de cara al futuro. Lamentablemente, a causa de la pandemia, no hemos 

podido apreciar el resultado de su aplicación hasta sus últimas consecuencias, aun 

cuando parece que sus efectos están siendo positivos en cuanto a la reducción de 

plazos de tramitación y de facilidad de realización de trámites. 

Su simplificación debe partir de un elemento clave: situar al ciudadano en el 

centro. Este criterio constituye uno de los principios rectores del sistema de 

servicios sociales recogidos en la Ley de Servicios Sociales. Así, en su artículo 5 se 

enuncia, como principio rector del sistema, « la atención personalizada y 

continuada ». 

Todos los años se presentan un número significativo de quejas en el ámbito de 

Bienestar Social que están relacionadas con no sentirse bien tratado por los 

servicios que le han atendido . Este tipo de quejas tienen un carácter general y 

afectan por igual a todas las administraciones competentes. Es un aspecto que se 

considera importante  resaltar en este informe, dado que supone un 

incumplimiento de los derechos básicos de los ciudadanos. Ni que decir tiene que, 

este año, dada la situación de las oficinas de atención a la ciudadanía a causa de la 

pandemia, este tipo de quejas han tenido características singulares. 

Ahora bien, sigue habiendo quejas que nos hablan de lo que consideran 

desatención, y aquí no insistiremos en las relacionadas con la Comisión de Tutela 

judicial de adultos, que ya hemos mencionado en un punto anterior, al que nos 

remitimos.  

Tampoco insistiremos en las quejas que, en materia de prestaciones de la 

Seguridad Social y de las derivadas de la situación de desempleo o afectación por 

ERTES, se han presentado por la dificultad de conseguir contactar telefónicamente 

o de concertar citas -sea presenciales o telemáticas ï con el INSS o el SEPE, a las 

que ya hemos aludido en los apartados correspondientes. 
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A la vista de todo lo dicho, se reitera, una vez más, la necesidad de mejorar la 

atención en su sentido más amplio, colocando a la persona en el centro de la acción 

pública; y más en una cuestión como es la de los Servicios Sociales, que atañe a 

cuestiones vitales.  
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2.  Sanidad  
 

Expedientes iniciados  153  

Expedientes finalizados  149  

Resoluciones emitidas  8 

Resoluciones aceptadas  1 

Planteamiento  general  

La excepcional situación que se vive provocada por la Covid-19 marcó el año 2020 

en muchos aspectos, especialmente en materia sanitaria. 

 

En primer lugar, debemos aprovechar este informe para agradecer el trabajo y el 

esfuerzo realizado por los profesionales sanitarios, conductores de ambulancia, 

limpiadoras y demás trabajadores en dicho ámbito, que han tenido y siguen 

teniendo un papel esencial en la lucha contra la Covid-19.  

 

El número de quejas recibidas ha aumentado respecto al año anterior. Además de 

los motivos: falta de profesionales sanitarios, listas de espera en atención 

especializada, falta de recursos en salud mental, derechos de los usuarios o 

atención recibida, este año los ciudadanos han acudido a la Institución por motivos 

directamente relacionados con la Covid-19: falta de equipos de protección 

individual, acceso a la atención primaria, disconformidad con las medidas 

adoptadas por Salud Publica y actuaciones realizadas por las mutuas.  

 

La pandemia de Covid-19 ha provocado un enorme impacto en el sistema sanitario 

con importantes repercusiones en la salud de los ciudadanos y en el 

funcionamiento de los centros sanitarios. Todavía no se sabe con exactitud el 

alcance de las secuelas físicas y psicológicas de la enfermedad y el efecto de las 

medidas adoptadas para frenar la epidemia. Los expertos en estas materias indican 

que será importante atender las necesidades de salud directamente derivadas de la 

Covid-19 como las derivadas de las necesidades que durante el pasado año no han 

sido atendidas. 

 

Si a lo señalado, se le añade las carencias que ya venía soportando el sistema 

sanitario debido a la falta de profesionales sanitarios, poca inversión en atención 

primaria y salud mental y tiempos de espera en atención especializada, que la 

pandemia ha acentuado, se evidencia la necesidad de reforzar el Sistema Sanitario. 
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Por otra parte, y aunque se trata en el apartado dedicado a empleo público, cabe 

destacar en este apartado que han sido numerosas las quejas presentadas por 

personal estatutario del Servicio Aragonés de Salud. En el año 2020 el número de 

personal estatutario que se dirigió a la Institución se incrementó respecto al año 

anterior. Son diversos los motivos de queja de estos ciudadanos: no actualización 

de los baremos de las bolsas de empleo temporal de las categorías de personal de 

gestión y servicios, disconformidad con la denegación de excedencias, exención de 

noches o comisiones de servicio, información sobre los procesos selectivos de 

diversas categorías, no convocatoria de los procedimientos de movilidad 

voluntaria para la categoría de Técnicos en Cuidados Auxiliares de Enfermería y 

determinadas categorías de Facultativos Especialistas de Área, retraso en la 

resolución de procedimientos de movilidad voluntaria de determinadas categorías 

de Facultativos Especialistas de Área, disconformidad con los méritos aprobados 

por los servicios prestados durante la crisis sanitaria ocasionada por el Covid-19. 

2.1 Atención primaria  

El 11 de marzo de 2020 la Organización Mundial de la Salud elevó la situación de 

emergencia de salud pública ocasionada por la Covid-19 a pandemia internacional.  

El Director Gerente del Servicio Aragonés de Salud dicto unas instrucciones el 13 

y 15 de marzo, en materia de organización de la actividad asistencial en el ámbito 

de la Atención Primaria. Con el objetivo de disminuir el riesgo de exposición de 

pacientes y profesionales en los centros de salud se prioriz o la actividad no 

presencial y con carácter transitorio se tomaron otras medidas como la suspensión 

de la actividad de consultas programadas, de las pruebas complementarias y de 

laboratorio que no fuesen absolutamente imprescindibles; debía potenciarse la 

actividad presencial reservada únicamente a las situaciones clínicas que así lo 

requieran, toda la actividad administrativa se realizara en la medida de lo posible 

de forma no presencial. 

 

La entrada el 21 de junio en la llamada ñnueva normalidadò supuso para el sistema 

sanitario un nuevo reto, pues no solamente se tenía que retomar la actividad 

paralizada durante el estado de alarma, sino que también se debía estar alerta por 

si se producían nuevos brotes de la enfermedad y de nuevo se debía garantizar la 

disponibilidad de recursos.  
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En este nuevo escenario la Atención Primaria asume un papel fundamental, pues 

debe además de prestar la cartera de servicios, realizar la detección precoz, 

vigilancia y el control de los casos de Covid-19. 

 

Coincidiendo con la vuelta a la nueva normalidad, a partir de julio y hasta final de 

año se han ido recibiendo en la Institución numerosas quejas en relación con la 

Atención Primaria. En años anteriores, las quejas presentadas en este ámbito, se 

referían a la falta de facultativos generalmente en las zonas rurales, y a las 

infraestructuras de los centros de salud. A la vista de las quejas presentadas, los 

ciudadanos no manifestaban desacuerdo con la asistencia recibida en los centros 

de salud. Sin embargo, en materia de sanidad las quejas que han tenido un 

incremento más elevado respecto al año anterior son las referidas a la Atención 

Primaria. Los motivos por los que han presentado dichas quejas se pueden 

clasificar en cinco grupos:  

- No cogen el teléfono en el centro de salud : Son muchos los ciudadanos 

que acuden a esta Instituci·n porque seg¼n manifiestan ñdespués de realizar 

más de veinte llamadasò, ñestar toda la mañana llamando ò a su centro de salud 

para solicitar cita con su médico de familia no han obtenido respuesta. 

 

- Las consultas no son presenciales : En estos casos los ciudadanos 

manifiestan su preocupación por el hecho de que el médico les diagnostique o 

ponga tratamiento sin haberles visto, solo en función de las explicaciones que 

ellos le dan. 
 

- La hora en la que el profesional sanitario se pone en c ontacto  para 

realizar la consulta telefónica no se aproxima a la que te da la aplicación WEB o 

el propio centro de salud. Esto supone que los ciudadanos tengan que estar todo 

el día pendiente del teléfono y en aquellos casos en los que no han podido 

responder la llamada o se ha cortado ha sido imposible volver a contactar con el 

médico porque en el centro de salud no cogían el teléfono. En consecuencia, 

tenían que solicitar una nueva consulta. 
 

- Dificultades para recibir asistencia domiciliaria : En varias quejas los 

ciudadanos, mayores de 75 años, manifiestan que los profesionales de su centro 

de salud no han acudido a sus domicilios para atenderles lo que les ha obligado 

a llamar al 061 o acudir a urgencias del hospital para que les asistieran. 
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- Coste de las llamadas  al número de teléfono 902555321 del Salud         

Informa .   

También se ha recibido una queja presentada por el comité coordinador de un 

grupo de más de 170 profesionales de Atención Primaria del Servicio Aragonés de 

Salud, en la que manifiestan: ñLa situación actual de deterioro de las condiciones 

laborales y de gestión de la atención primaria en Aragón no es una situación 

sobrevenida por la pandemia. Sin embargo, la pandemia ha acelerado su 

deterioro, agravando sus problemas existentes en los equipos de atención 

primaria (EAP), en relación a los recursos humanos existentes que se han 

demostrado claramente insuficientes para dar un servicio adecuado de calidad y 

de seguridad en el paciente, también en relación a la organización interna y a la 

falta de recursos materialesò (Expediente 1127/20 ) 

A lo largo de estos meses, se ha solicitado información al Departamento de Sanidad 

sobre las medidas adoptadas para adecuar la Atención Primaria a la nueva 

organización exigida por la Covid-19, y garantizar el acceso a la asistencia sanitaria 

que se presta por los Equipos de Atención Primaria en general. En particular se ha 

solicitado información sobre los siguientes aspectos: 

 

- El personal administrativo adicional contratado para atender las llamadas 

telefónicas y sus funciones. 

 

- Si existía algún sistema para que aquellas llamadas telefónicas que no pueden 

ser contestadas queden registradas de forma que desde el centro de salud se 

puedan poner en contacto con las personas que las realizaron. 
 

- Las medidas adoptadas para reforzar la telemedicina en atención primaria, 

garantizando la confidencialidad de los datos médicos de los pacientes y evitar 

posibles responsabilidades como consecuencia de diagnósticos erróneos por 

consultas no presenciales. 

- Los protocolos de atención domiciliaria para los pacientes con patologías no 

covid-19. 

 

- La información que se facilita a los pacientes sobre el horario en que el 

profesional sanitario les llamara para realizar la consulta telefónica. 
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De la información remitida durante los meses de octubre y diciembre, se puede 

resumir en los siguientes puntos las medidas indicadas por el Departamento 

respecto a la Atención Primaria: 

 

En relación con la accesibilidad y protección de pacientes y 

profesionales:  

- Se sigue manteniendo el modelo, por defecto, de ñconsulta no presencialò. 

Siendo el profesional sanitario quien en cada caso valora la pertinencia o no de 

una consulta presencial. 

- Se han establecido en los centros de salud dos circuitos diferenciados: pacientes 

respiratorios/pacientes no respiratorios.  

 

- Se han adecuado los espacios físicos de los centros de salud mediante colocación 

de mamparas en las unidades de admisión, reordenado los circuitos de entrada 

y salida, adecuado las salas de espera para respetar el distanciamiento social, 

mantenido los triajes en Admisión y de Enfermería en la puerta de los centros 

de salud para distribuir el flujo de pacientes por el centro. 

 

En relación con los sistemas de telemedicina y videoconsulta:  

- Se ha potenciado la interconsulta virtual con los profesionales y se está en fase 

de pilotaje e implantación de sistemas de videoconferencia con pacientes, 

iniciando este pilotaje con las residencias de mayores. 

En relación con los recursos materiales:  

- Se han repartido 123 teléfonos móviles, uno por cada Equipo de Atención 

Primaria, para l iberar las líneas fijas y favorecer la tarea de rastreo. 

 

- Se han repartido 38 equipos portátiles para favorecer el canal de comunicación 

virtual, tanto con atención especializada como con los pacientes. 
 

- Se han adquirido 325 ordenadores portátiles con cascos y micrófonos para el 

proyecto de videoconsultas en residencias. 
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En relación con los recursos humanos:  

- Para reforzar en este momento la Atención Primaria de Salud y permitir la 

vigilancia epidemiológica necesaria para la contención de la pandemia se ha 

procedido a la contratación adicional de profesionales, con una oferta de 70 

contratos adicionales de médico de familia, 1 de pediatría y 123 contratos de 

enfermería (tanto de especialistas en Atención Familiar y Comunitaria como de 

generalistas): en total 194 profesionales. Además, se han ofertado todas las 

vacantes estructurales (plantillas reconocidas) que había en este ámbito a 

finales del pasado mes de mayo: 54 plazas de médico de familia, 4 de pediatría 

y 24 de enfermería: en total 82 profesionales. 

 

- El pasado mes de agosto, ante el repunte importante de casos 

fundamentalmente en la ciudad de Zaragoza y zonas de salud de la franja 

oriental de Aragón, se procedió a la contratación adicional de 65 rastreadores, 

trabajadores sociales debido a la falta de profesionales sanitarios en las 

respectivas bolsas de trabajo. 

Además de estas medidas, el Departamento informa que cada Equipo de Atención 

Primaria ha adoptado distintas medidas en la organización de su funcionamiento 

referidas a las agendas de trabajo, tiempos de atención, protocolización de la 

actividad o tareas burocráticas. 

 

Por otra parte, informa de las dotaciones de recursos humanos realizadas en años 

anteriores con el objetivo de reforzar la Atención Primaria. En el año 2018, se 

contrataron los siguientes profesionales: 8 médicos de familia de EAP, 1 Pediatra, 

29 médicos de familia de Atención Continuada, 14 enfermeras de EAP y 21 

enfermeras de Atención Continuada. En total, 73 profesionales adicionales. En el 

año 2019 se contrataron adicionalmente 8 médicos de familia de EAP, 1 médico de 

familia de Atención Continuada, 1 pediatra de EAP y 12 enfermeras de EAP. En 

total, 22 profesionales. 

 

La atención primaria const ituye el acceso ordinario de la población al proceso 

asistencial y se caracteriza por prestar atención integral a la salud mediante el 

trabajo del colectivo de profesionales del equipo de atención primaria que 

desarrollan su actividad en la zona básica de salud correspondiente. Comprende 

actividades de asistencia sanitaria a demanda, programada y urgente tanto en la 

consulta como en el domicilio del enfermo, la indicación o prescripción y la 
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realización de procedimientos diagnósticos y terapéuticos, las actividades en 

materia de prevención, promoción de la salud, atención familiar y comunitaria, las 

actividades de información y vigilancia en la protección de la salud, la 

rehabilitación básica, las atenciones y servicios específicos relativos a la mujer, la 

infancia, la adolescencia, la atención paliativa a enfermos terminales, la atención a 

la salud mental en coordinación con los servicios de atención especializada y la 

atención a la salud bucodental. 

 

Esta Institución no cuestiona las medidas referidas a la Atención Primaria 

adoptadas por el Departamento de Sanidad en un escenario de transmisión 

comunitaria, cuya finalidad es evitar contagios y controlar la enfermedad. No 

obstante, las quejas recibidas, y las que a día de hoy continúan recibiéndose y de la 

información facilitada por el Departamento , nos pueden indicar indiciariamente 

cuando menos que con las medidas adoptadas, al menos en los centros a los que 

las quejas hacen referencia (como le consta al Departamento por las solicitudes 

concretas de información a él remitidas), no se ha conseguido totalmente 

garantizar el derecho a la accesibilidad al sistema sanitario que tienen reconocido 

los usuarios. 

 

Así, cuando los usuarios no pueden contactar con su centro de salud porque sus 

llamadas de teléfono no son atendidas se puede entender que existe una barrera 

en el acceso a los recursos del sistema sanitario. No solo a las actividades incluidas 

en la cartera de servicios de este nivel básico e inicial de atención sino también a 

los recursos ofertados en la atención especializada. Por eso, en muchas ocasiones 

se ha definido a la atención primaria como la puerta de entrada al sistema 

sanitario.  

  

Es una buena noticia que según informa el Departamento el número de teléfono 

902555321 (de pago) deje de existir en el mes de mayo, fecha en la que finaliza el 

contrato vigente de Salud Informa, puesto que en la actualidad no se justifica 

técnicamente su existencia. 

 

Respecto a las medidas referidas a la telemedicina y la videoconsulta, es 

compresible que precisen un tiempo para su implantación y puesta en marcha, 

pero el hecho que a finales de diciembre el Departamento comunique que están en 

fase de pilotaje con los pacientes puede suponer una disminución en la calidad de 

la asistencia que se presta a los usuarios. 
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La pandemia ha puesto en evidencia, al menos en el conjunto de quejas ante el 

Justiciazgo presentadas, el déficit de profesionales sanitarios y los problemas del 

sistema sanitario. Tradicionalmente este asunto ha sido objeto de queja y la 

Instit ución ha tenido ocasión de pronunciarse en numerosas ocasiones 

2.2 Listas de espera  

Las quejas de los ciudadanos referidas a los tiempos de respuesta asistencial 

suponen el grupo más numeroso de las tramitadas por esta Institución en materia 

de sanidad. No obstante, este año el número de quejas recibidas ha disminuido un 

12% respecto al año anterior. 

 

Quirúrgicas  

Según los últimos datos publicados por el Ministerio sobre listas de espera del 

Sistema Nacional de Sanidad en Aragón se ha incrementado el número de personas 

y el tiempo de espera para ser intervenido respecto al mismo periodo del año 

anterior. Paradójicamente, ese incremento no ha tenido reflejo en las quejas 

presentadas en la Institución. Mas del 45% de las quejas presentadas por el tiempo 

de espera para una intervención quirúrgica se recibieron durante los meses de 

enero y febrero. Esto puede ser un indicador del grado de comprensión de la 

población con la excepcional situación que se está viviendo debido a la pandemia. 

 

Las especialidades por las que más quejas se han recibido, igual que en años 

anteriores son traumatología y neurocirugía. Como novedad de este año, se han 

tramitado dos expedientes referentes a la especialidad de maxilofacial, cuyas 

ciudadanas tuvieron que esperar 14 meses una y 28 meses la otra para ser 

intervenidas (Expediente 880/20 y  Expediente 1192/20 ). 

 

En dos expedientes, debido al tiempo trascurrido desde que se incluyó a los 

ciudadanos en el Registro de Demanda Quirúrgica el Departamento nos informó 

que habían citado de nuevo a los pacientes con el especialista para revisar sus 

casos. En uno de ellos y debido al excesivo tiempo que llevaba la ciudadana 

esperando ser intervenida, se consideró oportuno indicar al Departamento que 

deberían adoptarse medidas concretas en el Servicio de Cirugía Plástica de forma 

que sea posible realizar as intervenciones quirúrgicas de abdominoplastia en unos 

plazos de tiempo razonables (Expedientes 196/20 y 268/20 ). 
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En relación con el Servicio de Cirugía Plástica y por el mismo motivo, los casi 9 

años que la ciudadana esperó para ser operada, a principios de año en el 

Expedient e 1455/19  se sugirió al Departamento de Sanidad que, para las 

intervenciones quirúrgicas de patologías de hipertonía mamaria o asimetría 

mamaria, se establezcan mecanismos específicos que las hagan compatibles con 

las intervenciones de patologías urgentes de manera que, aunque se prioricen las 

intervenciones de patologías urgentes o prioritarias, se realicen las intervenciones 

de patologías consideradas no urgentes, en unos plazos de tiempo razonables con 

el objetivo de evitar los problemas físicos y psicológicos que dicha espera ocasiona 

a las pacientes afectadas. La sugerencia no fue aceptada. 

 

La evolución del Covid-19 y la necesidad de reservar la utilización de las camas 

hospitalarias ha condicionado la actividad asistencial. Un ejemplo de ello es la 

queja que tramitamos de una ciudadana cuya operación de cáncer estaba 

programada para el día 5 de noviembre y estando en la habitación del hospital le 

informan que la intervención se ha suspendido por la necesidad de disponer de 

camas UCI. La ciudadana nos comunicó que la intervención se realizó el 3 de 

diciembre (Expediente 1461/20 ). 

 

En dos expedientes cuyos procedimientos están sujetos a plazo de garantía y el 

Departamento nos informó que debido a la situación epidemiológica no podian 

precisar fecha de la operación se indicó al Departamento que en el momento en 

que la situación epidemiológica lo permita, se tenga en cuenta el tiempo que las 

ciudadanas llevaban incluidas en el Registro de Demanda Quirúrgica antes de 

declararse el estado de alarma. Una de las ciudadanas comunico, que se había 

realizado la intervención en noviembre, la otra ciudadana informó que se había 

programado para diciembre, pero debido a la falta de quirófano se había 

suspendido (Expedientes 738 /20  y 979 /20 ). 

 

En otros dos expedientes,  el Departamento informó que las ciudadanas habían 

rechazado ser intervenidas. El miedo a contagiarse en el hospital sería otro de los 

motivos que explicaría la minoración del número de quejas sobre listas de espera 

quirúrgica recibidas este año (Expediente s 120/20 y 184/20 ). 

 

Primeras consultas con especialistas y pruebas diagnosticas  

En cómputo total el número de quejas recibidas por el retraso en primera consulta 

con el especialista o en la realización de una prueba diagnóstica se ha reducido 

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/1455.2019.pdf
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respecto al año anterior. Sin embargo, se han incrementado las referidas a la 

realización de una prueba diagnóstica. 

 

Tanto el retraso en la realización de una primera consulta con el especialista como 

la realización de una prueba diagnóstica genera mucha inquietud en los 

ciudadanos por las consecuencias que para su salud pueda tener que no se 

diagnostique o se ponga el tratamiento a tiempo. En muchas de estas quejas los 

ciudadanos manifestaban sentirse abandonados al entender que todos los recursos 

sanitarios se destinaban a la atención de los pacientes con patologías covid-19. 

 

Las especialidades sobre las que se han presentado queja son traumatología, 

ginecología y oftalmología. En relación con las pruebas diagnósticas las quejas se 

referían a la realización de resonancia magnética, TAC y colonoscopia.  

 

Todos los expedientes tramitados por estos motivos se han cerrado porque la 

prueba diagnóstica o la consulta con el especialista se había realizado, según nos 

informa  el Departamento o el propio ciudadano.  

2.3 Salud m ental  

Los trastornos mentales merecen una especial atención por el sufrimiento de las 

personas que lo padecen y el impacto familiar y social que provocan. 

 

Son muchos los efectos secundarios que está dejando la pandemia ocasionada por 

la covid-19, uno de ellos tiene que ver con la salud mental y en particular con los 

trastornos de la conducta alimentaria. Según los profesionales que trabajan con 

estos enfermos, debido al confinamiento los casos se han incrementado y agravado 

en el año 2020. 

 

En este ámbito se está tramitando una queja presentada por familiares de personas 

con Trastornos de la Conducta Alimentaria en la que, a la vista del creciente 

número de pacientes de trastornos alimentarios y de los recursos públicos 

existentes en Aragón para atender estas patologías, solicitan la creación en la 

Comunidad Autónoma de un Centro Público de Referencia, en el que se integren 

los equipos de especialistas encargados de estas patologías que permita conseguir 

la recuperación de las personas afectadas por estas graves enfermedades 

(Expediente 1616/20 ). 

 



86 

 

 

 

 

En relación con la falta de facultativos especialistas en psiquiatría en las unidades 

de salud mental se tramitaron dos expedientes. El Expediente 1429/19  se inició 

de oficio al tener conocimiento a través de los medios de comunicación del 

sentimiento de abandono que manifestaban los pacientes de la consulta de 

psiquiatría en el centro de salud de San José por la ausencia del psiquiatra que les 

atendía Según informo el Departamento de Sanidad la Unida d de Salud Mental 

San José estuvo sin un psiquiatra desde el 25 agosto hasta el 10 de diciembre de 

2019 por la jubilación de un Facultativo especialista en Psiquiatría en el Hospital 

Miguel Servet. Se sugirió al Departamento que se adopten las medidas oportunas 

para mejorar los procedimientos de cobertura de las plazas vacantes, de forma que 

cuando sean debidas a causas previsibles, como es la jubilación de un profesional, 

se produzca la cobertura lo antes posible con el fin de evitar situaciones que 

impida n una adecuada prestación sanitaria.  La sugerencia no fue aceptada. El otro 

expediente se inició por la queja de un ciudadano que manifestaba llevar varios 

meses sin psiquiatra en el centro de salud de Casablanca. 

 

El Departamento informo que la única ausencia que consta en ese centro es por la 

excedencia de un Facultativo especialista en Psiquiatría desde el 7 de enero hasta 

el 21 de enero de 2020 fecha en la que fue sustituido. 

2.4 Prestaciones sanitarias  

En este apartado se recogen las quejas relativas a las prestaciones incluidas en la 

cartera de servicios sanitaria del Sistema de Salud de Aragón: prestación 

farmacéutica, prestación ortoprotésica, prestación de productos dietéticos y 

prestación del trasporte sanitario.  

 

En relación con la prestación far macéutica  se han tramitado varias quejas 

(Expedientes 117/20, 877/20  y 1046/20)  en las que los ciudadanos 

manifiestan que a sus familiares por residir en centros sociosanitarios no les 

facilitan los absorbentes tipo pants. También manifiestan lo que para la autoestima 

y autonomía de sus familiares supone el cambio de tipo de absorbente de 

incontinencia.  

 

Esta Institución considera que se debe colocar a la persona en el centro del sistema 

con el objetivo de mejorar su calidad de vida, preservando su dignidad y derechos. 

La diferencia entre los bragapañales que están adjudicados en el contrato y los 

bragapañales tipo pants es que los primeros se sujetan con cierres reposicionables 

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/1429.2019.pdf
https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/Q-20-877-5.pdf
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y los segundos se colocan como si fuese ropa interior. Las razones por las que no 

se suministra braga pants a los usuarios de las residencias, a pesar de tenerlo 

prescrito por su médico de atención primaria e incluido en la receta electrónica, no 

puede ser porque no esté contemplado este material en el contrato, sino porque a 

criterio del médico por las características individuales de cada paciente y del 

producto no se recomiende este tipo de absorberte. Por ello, se sugirió al 

Departamento de Sanidad que se licite un procedimiento de contratación cuyo 

objeto sea el suministro de absorbentes de incontinencia tipo pants para los 

usuarios que residen en centros sociosanitarios. Mientras se formalice el contrato 

derivado de dicho procedimiento de licitación se adopten las medidas necesarias 

para que los absorbentes de incontinencia tipo pants puedan suministrarse a 

aquellos usuarios de los centros sociosanitarios que lo tienen prescrito por su 

médico e incluido en la receta electrónica. A la finalización de este informe no se 

ha recibido respuesta de la Administración sobre su aceptación o no.  

 

En relación con la prestación de transporte sanitario  se ha tramitado el 

Expediente 1275/19 ,  en el que se hacía referencia a las graves deficiencias del 

servicio de transporte sanitario urgente en Aragón que afectaban directamente a la 

calidad asistencial que recibe la ciudadanía, con especial incidencia en la población 

rural . 

 

Dado que el Servicio Aragonés de Salud no dispone de medios materiales ni 

personales adecuados para llevar a cabo el servicio de transporte sanitario urgente, 

la prestación del mismo se realiza a través de un contrato de servicios adjudicado 

a una empresa tras la celebración del correspondiente procedimiento de licitación.   

 

El Director Gerente del Servicio Aragonés de Salud, como Órgano de Contratación, 

teniendo en cuenta las características demográficas de la Comunidad Autónoma 

de Aragón, definió en el pliego de prescripciones técnicas y en el pliego de cláusulas 

administrativas particulares que rigen el contrato, el objeto y las condiciones de la 

contratación, señalando los derechos y obligaciones de las partes, así como las 

pautas técnicas para la realización de la prestación. De la correcta ejecución del 

contrato depende el cumplimiento de la necesidad pública a satisfacer con su 

celebración, en este caso, el desplazamiento, en el menor tiempo posible, del 

paciente en vehículos de transporte sanitario. 

 

https://eljusticiadearagon.es/resoluciones/1275-2019/
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Analizando la documentación aportada por el Departamento de Sanidad se 

observa que las ubicaciones de las bases operativas de algunos recursos no son las 

establecidas en los pliegos. Se trata de las bases operativas que en los pliegos se 

ubican en los Centros de Salud. Los recursos (vehículo y personal) cuyas bases 

operativas deben ubicarse en estos centros son ambulancias de clase B tipo SVB-

12, SVB-13, SVB-15 y SVB-16. Como indica el pliego las ambulancias de Soporte 

Vital Básico son recursos acondicionados para que un médico y/o enfermero 

puedan prestar asistencia sanitaria en ruta, en función de las necesidades del 

paciente. 

 

Teniendo en cuenta que la activación del recurso es inmediata en el caso de las 

ambulancias de clase B en presencia física, no contar con las bases operativas en 

las direcciones establecidas en los pliegos puede condicionar la correcta prestación 

del servicio. 

 

Los pliegos que rigen la licitación vinculan tanto a la Administración como a las 

empresas licitadoras por ello se sugirió al Departamento de Sanidad, que el órgano 

de contratación vigile y compruebe que el contrato se ejecuta conforme a lo 

establecido en los pliegos y en la oferta de la empresa adjudicataria. En el caso de 

detectar que no se cumple con lo pactado imponer las penalidades establecidas en 

el Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares; que en la próxima licitación 

los lugares donde han de ubicarse las bases operativas que no dependan de la 

empresa adjudicataria estén acondicionados en el momento de iniciarse la 

ejecución del contrato. Asimismo, que los pliegos establezcan unas características 

mínimas que deban reunir las bases operativas en cuanto a conexiones a la red 

eléctrica e internet y espacios para el personal y los vehículos. La recomendación 

fue aceptada por la Administración. 

2.5 Atención recibida  

En este apartado cabe destacar el Expedient e 289/20 , en fase de tramitación, 

referido a la atención de los pacientes con fibromialgia. Según exponen en la queja 

presentada:  ñdada la complejidad del proceso y la múltiple sintomatología 

presentada, en muchos casos el diagnóstico de la enfermedad no se realiza en un 

plazo razonable. Las variadas manifestaciones clínicas ocasionan que los 

pacientes acudan en búsqueda de alivio a diferentes especialidades médicas, sin 

vinculación entre ellas, lo que ocasiona una polimedicación que no redunda, sino 
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más bien al contrario, en una mejora d e la enfermedad. Esta situación genera en 

los pacientes sentimientos de desatención, incomprensión e impotencia.ò. 

 

En varias quejas, las ciudadanas manifiestan su disconformidad con la atención 

recibida en los hospitales del Servicio Aragonés de Salud y solicitan su derivación 

a centros sanitarios de fuera de la Comunidad Autónoma. 

 

En relación con los protocolos de realización de pruebas PCR para la detección del 

Covid-19, se han recibido numerosas quejas por diferentes cuestiones: trato 

recibido en la realización de la prueba, retraso en la comunicación de los 

resultados, desacuerdo con la indicación de aislamiento por estar en contacto con 

un positivo, desacuerdo con el alta médica recibida sin realizar una segunda prueba 

PCR. 

 

Por último, citar una quej a presentada a finales de diciembre sobre la atención 

recibida durante el ingreso hospitalario de un familiar que, estando hospitalizado 

por otra patología finalmente falleció por covid -19. 

2.6 Derechos de los usuarios  

En relación con los derechos reconocidos a los usuarios del Sistema de Salud de 

Aragón, se han presentado quejas referidas al derecho a la información, a la 

dignidad e intimidad del paciente, a la confidencialidad y protección de sus datos, 

a la libre elección de especialista, a una segunda opinión médica y al acceso a la 

documentación incluida en la historia clínica.  

 

Se han tramitado dos expedientes por la falta de respuesta de las quejas 

presentadas en los Servicios de Información y Atención al Usuario. En uno  

(Expediente 24/20 ), el Departamento de Sanidad informa que el 16 de agosto 

de 2017 el ciudadano interpuso una queja sobre el mismo asunto, que le fue 

contestada el día 15 de septiembre de 2017. A la vista de la información facilitada 

esta Institución manifestó al Departamento de Sanidad la necesidad de dar 

respuesta a la queja presentada por el usuario en diciembre de 2019. 

Posteriormente, el ciudadano nos comunicó que le habían remitido la información 

solicitada. En el otro (Expediente 1417/19 ), el Departamento nos informa de la 

fecha y el contenido de la respuesta dada a la queja presentada por la usuaria. 

 



90 

 

 

 

 

Como ya indicamos el año pasado en muchos casos, en los que el motivo principal 

de la queja no es la falta de información dada por los servicios de atención al 

usuario, los ciudadanos hacen referencia a que en dichos servicios no informan de 

las cuestiones concretas planteadas en sus quejas.   

 

En el Expediente 861/20  el ciudadano acudió a esta Institución por la 

inseguridad y perjuicios que le ocasionó que alguien, en su nombre, cambiase los 

datos de su domicilio. Este cambio implicó el cambio del centro de salud y del 

médico de Atención Primaria que tenía asignado.  

 

La base de datos de usuarios del Sistema Sanitario Aragonés tiene información 

asistencial (médico de familia, teléfono, dirección del centro de salud asignado) y 

datos personales (DNI, número de tarjeta sanitaria, domicilio, teléfono, fecha de 

nacimiento) . El derecho a la protección de datos personales persigue garantizar a 

la persona el control de sus datos personales, su uso y su destino con el propósito 

de impedir el tratamiento ilícito y lesivo para sus derechos y libertades personales. 

Corresponde al responsable del tratamiento de los datos de carácter personal 

cumplir una serie de principios como son el de exactitud y veracidad de los datos 

personales tratados y el de integridad y seguridad. 

 

En este caso, la Unidad administrativa encargada de realizar los trámites de 

cambio de domicilio de los usuarios no siguió el procedimiento establecido, que 

requiere además de acreditar la identidad de quien solicita el cambio, el 

consentimiento del interesado. Por ello, se recomendó al Departamento de 

Sanidad que el responsable del tratamiento de datos de la Base de Datos de 

Usuarios de Sistema de Salud de Aragón establezca las medidas organizativas 

oportunas para garantizar los derechos de los usuarios de conformidad con la 

normativa de protección de datos evitando situaciones como la descrita en la queja. 

A la fecha de finalización de este informe no tenemos respuesta de la 

Administración sobre la aceptación o no de la recomendación.  

2.7 Quejas remitidas al Defensor del  Pueblo  

Este año y, debido en gran medida a la pandemia ocasionada por el Covid-19, se ha 

incrementado considerablemente el número de quejas en materia de sanidad 

remitidas al Defensor del Pueblo por estar excluidas de las competencias del 

Justicia de Aragón la supervisión de organismos dependientes de la 

Administración General de Estado.  
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Se han presentado varias quejas de ciudadanos pertenecientes a MUFACE y a 

MUGEJU sobre la gestión realizada por su mutualidad en la realización de las 

pruebas PCR para la detección del Covid-19. En un expediente, el ciudadano no 

estaba de acuerdo con la denegación, por no tener síntomas de covid-19, de una 

segunda prueba PCR tras dar positivo en la primera. En otros expedientes los 

ciudadanos manifestaban su disconformidad por el cobro de la realización de la 

PCR por parte de la entidad concertada con su mutua. 

 

La pandemia disparó la demanda de profesionales sanitaros en los centros 

sanitarios públicos ocasionando una serie de problemas en otros centros 

sanitarios. El presidente del Comité de Empresa del hospital MAZ de Zaragoza 

indicaba que, debido a las condiciones retributivas, 17 facultativos de ese hospital 

se fueron a trabajar al SALUD. Este hecho conllevo una bajada de actividad que 

ponía en peligro los puestos de trabajo del personal del hospital. 

 

Por último, mencionar la queja recibida antes de declararse el estado de alarma, 

sobre la falta de profesionales sanitarios en los centros penitenciarios de Daroca y 

Zuera (Expediente 305/20 ), en la que solicitaban información del proceso de 

traspaso de competencias en materia de sanidad penitenciaria a la Comunidad 

Autónoma de Aragón. 
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3.  Educación  
 

Expedientes iniciados  229  

Expedientes finalizados  207  

Resoluciones emitidas  38 

Resoluciones aceptadas  21 

Planteamiento general  

En el presente ejercicio, se han tramitado un número de expedientes de temática 

específicamente educativa ligeramente superior al del ejercicio anterior: 182 

expedientes frente a 179 del año anterior. Sin embargo, sí que ha resultado 

especialmente llamativo la cantidad de expedientes en los que hay concentradas 

quejas de varios ciudadanos, que las presentan a través de hojas de firmas, o bien 

de forma individual, con procedencias de todo a la Comunidad Autónoma, por 

motivos que preocupan a los ciudadanos. Es el caso de expedientes abiertos sobre 

los procesos de escolarización, la condición de familia números en la concesión de 

ayudas al estudio o de comedor, la seguridad en las aulas para evitar Covid, la salud 

de las familias con enfermos crónicos y vulnerables en la incorporación al centro 

educativo tras el comienzo de curso 2020/2021, el regreso a la educación 

presencial, etc. A todos ellos, hay que añadir los expedientes de función pública 

docente que se contabilizan en el apartado correspondiente a Función Pública. En 

cuanto a las sugerencias y recomendaciones, la cifra total de las dirigidas a 

distintos organismos, mayoritariamente al Departamento de Educación, Cultura y 

Deporte, coincide con las formuladas en el año 2019. 

 

Además, este año 2020, dadas las características del desarrollo del curso escolar, 

se abordó un Informe especial sobre la escolarización que se presentó en el mes de 

junio 2020 en el que se proponían medidas para recuperar la normalidad en los 

centros y se instaba a recuperar la normalidad educativa en la Comunidad 

Autónoma. Este ambicioso informe plantaba situaciones concretas de cómo se 

había abordado la pandemia en las diferentes Comunidades Autónomas con 

competencias transferidas, qué medidas se habían tomado, qué había sucedido en 

Europa, y además el estudio ofrece propuestas de vuelta a clase presencial en el 

caso de que la situación sanitaria lo permita. 

 

Para una mejor comprensión de lo sucedió este año 2020, el presente informe en 

el que se abordan los temas relacionados con la educación, tan directamente 
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afectada por la crisis sanitaria, se organiza manteniendo los apartados que han sido 

objeto de análisis en años anteriores, y finalmente se contempla un apartado donde 

se hacen referencias al Covid-19 y la educación. 

3.1 Escolarización  

Dejando a un lado el tema del Covid, el proceso de escolarización estaba abierto en 

el memento de declaración de estado de Alarma Sanitaria, razón por la que se 

interrumpieron los plazos administrativos, y por ese mismo motivo t ambién la 

escolarización, que obligó al Departamento de Educación a publicar una nueva 

Orden que regulara nuevamente el proceso que se había visto interrumpido. 

Las quejas sobre escolarización se han centrado en la falta de plazas escolares en 

los barrios de Valdespartera, Arco Sur, y Parque Venecia para alumnado de 1º de 

educación infantil, así como la falta de medios en los centros para otros niveles, 

que donde hay alumnos pero no tienen sede física. 

- La adjudicación de plazas escolares en centros que no han sido elegidos por los 

padres en primera opción. 

- La Escolarización de hermanos en centros diferentes y la solicitud de los padres 

de reunificación 

- Escolarización en periodo extraordinario.  

- Cambio de centro escolar por traslado de domicilio. 

La falta de medios informáticos para presentar las solicitudes, y la escasa 

formación de madres y padres para tramitar telemáticamente las solicitudes, así 

como la falta de lugares físicos de información y de tramitación, que daban cita 

previa con gran demora, siendo el plazo para presentar la documentación de una 

semana, las aulas de los barrios saturados han motivado expedientes que todavía 

están abiertos. Ha habido respuesta del  Departamento de Educación a algunos de 

ellos, pero la demanda de plazas escolares es muy grande en zonas de la ciudad 

para las que no se ve una rápida y pronta solución (Expedientes  817 /20 , 

1062 /20 , 1323 /20 , 1500 /20 ). 

3.2 Adscripción  

Tiene especial importancia las quejas que se han presentado a propósito de la 

adscripción de un centro educativo a otro cuando los alumnos de primaria pasan a 
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secundaria (Expedientes 850 /20 , 865 /20 ). Estas quejas, presentadas en 

distinto momento, tenían por objeto:  

- Que no se penara la condición de hijo único en la baremación de los alumnos 

(Expediente 673 /20 ). 

 

- Que se mirara a la distancia a los centros educativos no sólo por los metros o 

kilómetros, sino por la distancia real, el recorrido que debe hacerse. Es el caso 

de los alumnos a los que linealmente les adscriben un centro, pero que, estando 

el río Ebro en medio, la distancia para recorrer es mucho mayor.  

 

Asimismo, los alumnos que tienen adscritos centros en otro municipio (barrios 

rurales) o que únicamente tienen un centro adscrito, como es el caso de los 

alumnos domiciliados en La Cartuja Baja, a los que no se les permiten, 

justificado en la imposibilidad de facilitar transporte, que se adscriba otro 

centro de secundaria de la misma zona (Exp ediente  270 /20 ). 

 

Sí se ha permitido a los alumnos de un barrio de Zaragoza, a los que se les ha 

adscrito el IES Virgen del Pilar, pero sin derecho a transporte, reclamación que 

se ha formulado en un expediente abierto al Justicia de Aragón. 

3.3 Formación Profesional  

Las quejas más relevantes que se han tramitado sobre la formación profesional han 

venido motivadas por:  

- La falta de profesionales en ejercicio para impartir docencia en el IES Francés 

Aranda de Teruel, cuyo profesor responsable hasta el curso 2019/20 , carecía de 

la compatibilidad que debe concederle la Diputación Provincial de Teruel. Por 

ese motivo, dado que el grado de coordinación de emergencias necesita de 

profesionales en activo para impartir formación actualizada, se contrató a un 

profesional a quien la Diputación provincial de Castellón había concedido la 

compatibilidad ( Exp ediente  1365 /19 ). 

 

- La posibilidad de que alumnos que asistían en cursos anteriores como oyentes 

continuasen haciéndolo en el curso 2020/2021 no ha podido ser atendida con 

resultado satisfactorio para los solicitantes porque las condiciones sanitarias 

recomiendan la limitació n del aforo, y alumnos externos al centro educativo 

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/1365.2019.pdf
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pueden suponer un riesgo añadido a los centros que ya están en situación 

comprometida ( Expediente 641/20 ). 

 

- La realización de las prácticas obligatorias en segundo curso del Grado de 

formación profesional , y los exámenes que se han hecho en este nivel educativo, 

también han dio objeto de la apertura de expediente (Expediente 923 /20 ). 

 

3.4 Ayudas educativas  (Becas, Prestaciones y Subvenciones)  

Las ayudas que ha convocado el Departamento de Educación, Cultura y Deporte se 

han centrado en dos momentos diferenciados: el de comienzo de curso, periodo en 

que se han tramitado quejas por la convocatoria de ayudas para materiales 

educativos, la adquisición de libros, y para comedor, referidas a la exclusión de los 

solicitantes, que han podido solucionarse en un plazo razonable (Expedientes 

996 /20 , 1097 /20 , 1321/20 ). 

 

Asimismo, se han tramitado quejas motivadas porque el pasado curso escolar el 

Departamento convocó una prestación para comedor escolar, y este año la 

convocatoria es beca. A varios ciudadanos (cuyos expedientes responden a la queja 

de varias personas (Expedientes  1215/20 , 1101/20 ),  se les ha explicado que la 

diferencia radica en la cantidad de servicio que cubre la Prestación del comedor, y 

la que supone la beca. Algunas personas cuyos hijos han sido requeridos para que 

abonen las cuantías que faltan hasta completar el servicio de comedor, habiendo 

recibido beca del Departamento de Educación, no comprendían la diferencia que 

conlleva una convocatoria u otra. 

 

Merece especial atención la queja que presentaron ciudadanos del municipio de 

Utebo cuyos hijos no recibían las ayudas y prestaciones para adquirir libros porque 

no estaban escolarizados en un centro educativo público, sino en uno sostenido con 

fondos públicos. Se formuló Sugerencia al ayuntamiento de Utebo (Exp ediente 

938 /19 ) indicando la obligación de prestación de servicio, que no fue aceptada.  

 

3.5  Transport e escolar  

Las condiciones en que se presta el servicio de transporte escolar a los alumnos de 

la Comunidad Autónoma, dada la dispersión que hay en el territorio nos lleva a 

concentrar las quejas por prestación de este servicio en: 

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/2019/12/n008402_938.2019.pdf
https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/2019/12/n008402_938.2019.pdf
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- Las compañías de transporte necesitan y reclaman que el Departamento 

competente en la materia abone prontamente lo firmado, y además puedan 

recibir algún tipo de ayudas por el año desastroso sin poder trabajar. 

(Exp edien te  1512/19 ) A los alumnos de primaria de centros sostenidos con 

fondos públicos que no tienen gratuidad de transporte y que viven en zona rural, 

para quienes resulta complicado el acceso a la población donde estudian 

(Exp edien te  13/20 ), sobre la discriminación de los alumnos de la localidad de 

Benasque en cuanto a transporte urbano, cuando asisten a clase en el IES de 

Castejón de Sos. 

 

- La coordinación entre administraciones es fundamental para dar buen servicio 

de transporte escolar, y eso es lo que se ha producido en el Expediente 20 /19 , 

tramitado con motivo  del tiempo invertido por un menor hasta su centro 

educativo desde la localidad de residencia, a la que se accede por carreteras de 

difícil trazado. La comarca de Sobrarbe, Servicio Provincial de educación de 

Huesca, la compañía adjudicataria del servicio, y la propia familia, han hecho 

un esfuerzo para que el menor pase 1 hora en el camino en cada sentido, que 

supone un 20% menos de lo que empleaba a diario. (Exp edien te  219/20 ). 

 

- En la zona de Calatayud se presentó la queja de unos padres que habían 

cambiado de domicilio y trasladado a un pueblo distinto del que venían 

habitando. Resultado de este traslado, a los menores les correspondía el IES 

Sierra de la Virgen de Illueca y no el de Calatayud, por lo que el derecho a 

transporte gratuito hasta el centro bilbilitano lo habían perdido ( Exp edien te  

1152/20 ). Se les informó de que podían acogerse a cambio de centro educativo 

por traslado de lugar de residencia. 

 

- El regreso a los pueblos por razones de Covid, o de que hayan cambiado las 

circunstancias de la familia debido a la pandemia, ha supuesto que algunas 

familias reclamaran escolarización y transporte en pueblos donde ya no había 

niños (Exp ediente  1262 /20 ), por lo que los costes del servicio se han tenido 

que valorar nuevamente desde cada Servicio Provincial de Educación.  

3.6  Alumnos con necesidades especiales  

A la reclamación por falta de medios personales y recursos en los centros 

educativos para dotar de atención a niños que precisan un fisioterapeuta, una 
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valoración del equipo de orientación, unas dotaciones para las aulas de alumnos 

motóricos, a los auxiliares de educación especial que se precisan en los centros 

educativos para que acompañen a los menores que lo precisan 

indispensablemente, se ha añadido el problema de la pandemia (Exp edien tes  

303 /20 , 307 /20 , 316 /20 ). 

 

Continuar con la actividad lectiva por medios telemáticos, ha sido especialmente 

imposible y ha dejado a un lado a los alumnos más vulnerables por presentar 

necesidades educativas especiales. A unos porque no han recibido las atenciones 

del fisioterapeuta que necesitaban, y a otros porque la atención educativa se ha 

dispersado y no han podio los docentes atender las demandas de estos menores, 

inmersos en la obligación de improvisar y en la división de los grupos. Los 

desdobles de los alumnos se han perdido en la pandemia, denuncian los padres, 

por lo que se evidencia la necesidad de introducir mejoras en la competencia 

digital, imprescindible para proporcionar una educación de calidad y equitativa 

que garantice la igualdad de oportunidades, de la que los alumnos con necesidades 

de atención educativa se han visto privados durante el confinamiento por falta de 

recursos de los docentes y de las familias. 

3.7 Guarderías  

Se han presentado quejas por la diferencia de trato en la normativa aragonesa para 

la concesión de apertura de ludotecas, escuelas de educación infantil, y guarderías. 

Asimismo, se ha puesto en conocimiento del Justicia la competencia de las aulas 

de titularidad privada de los centros educativos públicos con plazas para niños de 

dos años y servicio de madrugadores (Exp edien te  1037 /20 ).  

 

La necesidad de plazas para menores en centros sostenidos con fondos públicos 

que permitan la conciliación de la vida familiar y laboral, la ausencia de servicio de 

guardería y plazas escolares para menores en los barrios de nueva creación, 

Valdespartera, y las condiciones para acceder a una de las plazas (Exp edien te 

1054 /20 , 615/20 , 624 /20 ) ha sido objeto de la apertura y tramitación de varios 

expedientes.  

 

3.8  Instalaciones, accesos e infraestructuras de centros educativos  

Ha habido muchas motivadas por el deterioro que han sufrido algunos centros, a 

los que han faltado inversiones desde hace años, y para los que la condición de 
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edificio considerado Bien de Interés Cultural es un perjuicio. Esto ha sucedido en 

Tauste, cuyo centro educativo Alfonso X ha sufrido la invasión de palomas, y tiene 

sin actualizar y sin reparar parte del espacio destinado a comedor y a los baños no 

cumplen los requisitos mínimos de accesibilidad, además de estar deteriorados por 

el uso y la falta de inversión (Exp ediente  14/20 ) . 

 

Asimismo, se han tramitado quejas por el estado en que se encuentran las 

instalaciones de dos colegios zaragozanos, uno por el estado en que se encuentran 

los accesos, que se hacen por un solar cedido por el Ayuntamiento y que todavía no 

se ha dispuesto de fondo para acondicionarlo como recreo del colegio, y el otro por 

las condiciones de seguridad de un colegio en el que no se dispone de salida de 

emergencia en alguna zona del edificio (Exp edien tes  277/20 , 1094 /19 , 

1467/19 ) 

 

Especialmente llama la atención la necesidad de los alumnos del colegio de La 

Muela Gil Tarín, que reclaman más espacio para la población del municipio, que 

carece de planes de autoprotección y seguridad (Exp ediente  243 /20 ) , y del 

mismo modo solicitan un instituto de secundaria para sus alumnos, que a diario 

viajan en autobús hasta Épila. Tanto el municipio como el Departamento de 

Educación se han comprometido a abordar el tema de las necesidades de plazas 

escolares en la localidad, que es el resultado de la aceptación de la Sugerencia 

(Exp ediente 596 /19 ) en abril, motivo por el que se procedió al cierre del 

expediente. 

 

Asimismo, sea acudido a observar las condiciones de los colegios de Zaragoza en 

los barrios de Arcosur y de Valdespartera, por la cantidad de quejas que se han 

recibido sobre el acondicionamiento en época de Covid para los desdobles del 

curso 2020/2021 y la falta de medios que se ponen al servicio de la comunidad 

escolar. Del mismo modo, la ausencia de edificios para ambos colegios: en el 

Soledad Puértolas (Exp edien tes 106 0 /20  y 53 /20 ) reclaman las personas que 

presentan la queja que se construya lo que falta y se adjudiquen las obras. Los 

padres de los alumnos de Arco Sur reclaman un colegio, del que únicamente hay 

un solar vallado ( Exp ediente  1438 /20 ) 

3.9 Universidad  

Sin duda la realización de la prueba de acceso a la  Universidad del curso 2019/20  

ha sido diferente y marcada por la situación de Alarma Sanitaria. 

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/14.2020.pdf
https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/596.2019.pdf
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En el mes de mayo la Comunidad Autónoma adoptó las medidas con que cumplir 

con los requisitos académicos y obligatorios en el ámbito de salud, que permitieran 

garantizar unas pruebas selectivas seguras con la premura a la que obligaba el 

tiempo. 

 

Las medidas organizativas afectaron a los centros educativos, en tanto los docentes 

debían examinar a los futuros universitarios, se estableció una medida de 

evaluación diferente para el tercer trimestre, más competencial, para los alumnos 

de bachillerato, que provocó dudas entre los docentes. Asimismo, las pruebas de 

examen se realizaron en institutos y centros de titularidad privada además de en 

las facultades de la Universidad de Zaragoza para evitar traslados; se escalonaron 

horarios y se tomaron las medidas sanitarias obligatorias de distanciamiento, uso 

de gel y mascarillas. Hubo quejas por cómo se estaba organizando la prueba por la 

falta de respuesta de la Universidad, pero ante la realidad del problema, que afecta 

a la totalidad del sistema educativo, y no solo a los alumnos de 2º bachiller, las 

quejas se cerraron.  

 

 En el ámbito académico, el Ministerio de Universidades acordó con la Conferencia 

de Rectores de Universidades Españolas (CRUE) proponer que los exámenes 

fueran más abiertos, ofreciendo a los estudiantes más opciones a la hora de 

responder a las preguntas de las pruebas de acceso para que pudieran evitar las 

materias que no llegaron a ser impartidas durante el tercer trimestre, lo que se 

materializó mediante la Orden PCM/362 /20 , de 22 de abril.  

 

Un año más ha habido quejas en la institución presentadas por alumnos que cursan 

un Grado y posteriormente desean cursar el Máster en Formación del Profesorado, 

cuyas prácticas se distribuyen con orden de prelación establecido por las notas del 

curso y otros requisitos. 

 

La falta de docentes que admitan alumnos Practicum ha motivado que algunos 

estudiantes no puedan hacer el prácticum con docente de la materia solicitada 

(Expedientes 165/20 , 874 /20 ). 

 

3.10 Educación marcada por el Covid  

A. Suspensión de la asistencia presencial a los centros educativos  



100 

 

 

 

 

Las quejas recibidas tras la declaración del estado de Alarma han sido numerosas 

y están directamente relacionadas con el tipo de educación que reciben los 

alumnos, consecuencia de que la sociedad española, y el sistema educativo, no 

están preparados para una enseñanza digital. Además, se añade la existencia de 

zonas blancas de cobertura digital, e inexistencia de la cobertura 3G en toda la 

Comunidad Autónoma. 

 

En cuestión de unos días, profesores, familias y alumnos hubieron de adaptarse a 

la realidad de la suspensión de las clases presenciales, que no se sobrelleva igual 

en los diferentes niveles educativos. 

 

De ahí que las quejas relacionadas con la educación de los niños de infantil y 

primaria tenían como objeto, por lo general, buscar una organización para 

posibilitar la conciliación profesional y familiar d ellos padres, mientras que las 

quejas referidas a la educación secundaria tenían mucho más que ver con la calidad 

de los contenidos, con la forma de evaluación, o la ausencia de contenidos digitales 

en los centros educativos, la metodología, la comunicación con los docentes, etc. 

En los estudios universitarios se ha presentado la queja persistente de la ausencia 

de metodología para impartir clase de forma no presencial. El temor sobre cómo 

se iban a realizar los exámenes, tanto en pruebas de acceso a la Universidad, como 

en defensa de TFG o TFM que son naturalmente presenciales por cuanto hay una 

interacción obligada entre el tribunal y los evaluados. 

 

En cualquier caso, sirva esto de ejemplo de una gran variedad de asuntos que se 

plantearon desde el primer momento de la pandemia, y a los que difícilmente se 

podía dar respuesta por la ausencia de precedentes y experiencia. En cualquier 

caso, sirva esto de ejemplo de una gran variedad de asuntos que se plantearon 

desde el primer momento de la pandemia, y a los que difícilmente se podía dar 

respuesta por la ausencia de precedentes y experiencia.  

 

La Institución ha hecho un seguimiento de las decisiones normativas y ha 

informado a los ciudadanos de las mismas, procurando además en este momento 

especial y difícil hacer saber a la Administración Educativa y a las competentes en 

Universidad cuáles son las inquietudes expresadas por los ciudadanos desde las 

primeras semanas de confinamiento, con el único fin de que se tuvieran en cuenta: 

- Los perjuicios académicos derivados de la suspensión de las clases presenciales. 
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- Los agravios comparativos entre las zonas de cobertura digital completa y las de 

difícil alcance. 
 

- La desigualdad de oportunidades que se infiere de una educación. 

Por todo ello, se ha insistido en la necesaria educación presencial de los alumnos, 

siempre garantizando los protocolos sanitarios, la adopción de medidas y apoyos 

específicos que se precisen para alumnado que, dada su realidad personal, ha 

sufrido especialmente la pandemia con riesgo de quedar fuera del curso o del 

propio sistema educativo. 

 

Asimismo, se ha instado al Gobierno de Aragón a que fije los criterios de promoción 

y evaluación del curso 2020/2021, con el desarrollo normativo correspondiente, 

tras las declaraciones institucionales de la ministra Celaá. El cuerpo docente se 

quejó de cómo se podía avisar de las condiciones para promocionar el curso cuando 

acababa de empezar el tercer trimestre y no estaba claro si se podría retomar la 

presencialidad. Los docentes han tenido, a este respecto, mucho que decir, y han 

sido colaboradores necesario, valiosos e imprescindibles, para conseguir que el 

curso de la Pandemia no se diera por perdido.   

 

B. Sociedad del Conocimiento  

Para abordar el informe de la educación que se ofrecía en la C.A, y si las quejas que 

habíamos recibido eran debidas a la falta de acceso a los recursos digitales, a la 

falta de medios, de conocimiento de cobertura, etc, a la Consejera de Sociedad del 

Conocimiento se le requirió informe sobre cuál era la cobertura existente en la 

Comunidad Autónoma que pudiera facilitar la educación on line, y potenciar la 

creación de plataformas digitales como forma de acceso a la información. 

 

El informe de la Consejera  de Ciencia, Universidad y Sociedad del Conocimiento 

dejaba constancia de cuál es la calidad de la señal digital en toda la Comunidad 

Autónoma, de cuáles son los puntos en los que todavía falta extenderse la señal. 

(Expediente 493 /20 )  

 

A través de la conciencia de cuál es la situación de los recursos para facultar la 

educación on line se podía abordar la realidad de la Comunidad Autónoma, y se 

evitaba, en la medida de lo posible, el abandono escolar de aquellos segmentos que 

hubieran podido desvincularse durant e ese período de enseñanza virtual. Hay que 
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reconocer y valorar el esfuerzo realizado, pero eso no oculta que la pandemia ha 

mostrado la realidad del sistema educativo, poniendo de manifiesto sus 

debilidades y, en primer término, la falta de inversión en i nfraestructuras y 

equipamientos que hagan posible la innovación metodológica y la transformación 

de la organización escolar, que en estos momentos resulta, más que nunca, 

imprescindible. Y lo es para hacer frente a las necesidades generadas por la crisis 

sanitaria y a las transformaciones requeridas para garantizar el adecuado 

funcionamiento del sistema educativo, por ser este un servicio de interés general 

en virtud del artículo 27 de la Constitución, que declara la educación un derecho 

fundamental.  

 

Desde hace décadas vienen reclamando las comunidades educativas de las tres 

provincias mayor inversión en infraestructuras y equipamientos que hagan posible 

la innovación metodológica y la transformación de la organización escolar, lo que 

se ha evidenciado como imprescindible e inaplazable tras la declaración del Estado 

de Alarma y el cierre de los colegios. 

 

Porque las transformaciones reclamadas en el sistema educativo se producen 

sistemáticamente tarde: los sucesivos gobiernos y leyes educativas se han centrado 

en aspectos de contenido y de currículo, y corremos el riesgo de que se siga 

manteniendo el mismo foco de atención, a la vista de los anuncios realizados. 

 

El desarrollo normativo de nuestra Comunidad Autónoma deberá ir en la línea, a 

tenor de los resultados obtenidos, cantidad de quejas presentadas, y dificultades 

mostradas, del cambio en la metodología de la enseñanza- aprendizaje. 

 

C. Brecha digital  

Desde el pasado 13 de marzo, y especialmente después de Semana Santa, a la vista 

de que la situación de confinamiento se prorrogaba y había poca esperanza de 

retomar la presencialidad en la Comunidad Autónoma de Aragón, muchos 

ciudadanos presentaron quejas en la Institución para preocupados por las 

consecuencias académicas que pudiera conllevar la falta de docencia presencial. 

 

Estas quejas tuvieron por objeto tanto la educación obligatoria como la 

posobligatoria, formación profesional y universitaria, y la causa era 

fundamentalmente tres:  
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- no disponer de los recursos técnicos familiares suficientes, o falta de 

accesibilidad a las redes. 

- problemas de conciliación y espacio 

 

Respecto del primero, a pesar de que el Departamento de Ciencia, Universidad y 

Sociedad del Conocimiento reforzó las plataformas, y el Departamento de 

Educación, Cultura y Deporte determino que las clases se impartieran a través de 

aulas virtuales, o la Universidad de Zaragoza estableció un sistema de aula virtual 

y exámenes no presenciales, las quejas recibidas han puesto en evidencia que el 

sistema no ha funcionado, y aparentemente el progreso académico del alumnado 

se ha visto dañado, en muchos casos, al no tener acceso a la red o no disponer de 

dispositivos de conexión para poder continuar con la actividad lectiva por medios 

telemáticos. 

 

Los alumnos con necesidad específica de atención educativa han sido en la 

pandemia los grandes olvidados, porque las atenciones médicas y de fisioterapia, 

de estimulación necesaria para su atención han desaparecido. Para estos alumnos, 

las carencias no han sido únicamente de medios tecnológicos sino de estimulación. 

Ello pone de manifiesto la necesidad de introducir mejoras en la competencia 

digital, uno de los pilares de una educación de calidad y equitativa que garantice la 

igualdad de oportunidades.  

 

También hay que dotar a la comunidad educativa con más y mejores recursos 

materiales y personales, sin que las condiciones sociales, económicas, 

demográficas, geográficas o cualesquiera otras supongan un obstáculo en el 

proceso de aprendizaje. 

 

Finalmente, como se recoge en el informe sobre escolarización en la pandemia, 

podemos concluir que la crisis sanitaria ha acentuado educativa que existe en 

alumnos de la comunidad Autónoma del medio rural y urbano materializada en la 

brecha digital: Por una parte porque los medios informáticos de que se dispone en 

una zona rural, en general, son más escasos que los urbanos. Por otro, porque la 

cobertura y el acceso a las redes no resulta igual en zona rural que en urbana. Dejar 

la educación en digital constituye un factor de desigualdad social que compromete 

el acceso a la educación en condiciones de igualdad y equidad de los alumnos de la 

Comunidad Autónoma. 
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D. Metodología  

Mención aparte merece la referencia a la metodología de aula, que deben adaptarse 

al entorno virtual, porque no es lo mismo un a enseñanza a distancia que un 

escaneo de contenidos de libros físicos que cada alumno se descargue. 

 

Este replanteamiento de la metodología de la enseñanza on line implica que los 

profesores se adapten a un entorno virtual, lo que exige indispensablemente un 

recorrido formativo en  tecnologías de la información y la comunicación (TIC), y 

en comunicación audiovisual, la modificación del temario y la adaptación de los 

ejercicios de refuerzo, así como una forma diferente de evaluar los contenidos y 

competencias  pero este esfuerzo no debe hacerlo cada uno de los docentes de 

enseñanzas primarias, secundarias o universidad. Este esfuerzo deben hacerlo las 

administraciones competentes, elaborando normativa específica que facilite y 

garantice el cambio necesario. 

 

Para ello, se ha sugerido a las entidades implicadas y competentes que hagan 

inversiones en el equipamiento tecnológico necesario tanto en dispositivos como 

en conectividad y plataformas digitales, porque en este momento de crisis 

económica causada por las restricciones a las que nos ha obligado la Pandemia  ha 

habido muchas familias que se han quejado ante el Justicia de Aragón por afrontar 

el gasto que supone la adquisición de los dispositivos electrónicos individualizados 

para el alumno para que pudieran seguir las clases virtuales. 

 

E. Conciliación  

El cierre de los centros educativos ha mostrado el problema que supone para las 

familias españolas la conciliación de la vida familiar y laboral, porque las escuelas 

permiten a las familias la conciliación, y el cierre de las mismas supone que, 

ofrecido, es beneficioso para los usuarios y, si la escuela cierra, se deja de prestar 

un servicio que finalmente perjudica a la sociedad en general. 

 

Las políticas educativas han apostado por una metodología en la que la 

presencialidad del profesor es indispensable. Y esta resulta irremplazable en 

situaciones de Alarma Sanitaria. Pero tampoco se ha preparado una posible 

enseñanza a distancia o virtual en el sistema educativo español para completar la 

form a de aprendizaje actual, por lo que el cierre de las aulas ha obligado a que los 

profesores fueran sustituidos por los padres, y su presencia requerida 

indispensablemente. 
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El Covid-19 ha demostrado que se puede avanzar en conciliación; pero el aula es 

mucho más que el aprendizaje de conocimientos, y la ausencia de los compañeros 

no puede ser sustituida por la presencia de las sesiones en Zoom o por contacto a 

través de la pantalla con los amigos. 

 

Hay sectores que han visto muy en peligro su trabajo porque debían quedarse en 

casa al cuidado de sus hijos. Por ese motivo, es necesario que los agentes sociales 

también hagan un esfuerzo que permita el cuidado de los hijos cuando estos no 

puedan asistir al centro escolar en situaciones extremas como las que se han 

presentado. 

 

Ha habido numerosas quejas sobre la calidad de la enseñanza-aprendizaje de las 

que ya hemos tratado. Asimismo, ha habido quejas sobre la falta de medios en los 

centros educativos públicos frente a lo que sucedía en algunos de titularidad 

privada. Finalmente, lo que ha sido llamativo ha sido la cantidad de quejas 

recibidas que han finalizado en sugerencia del Justicia al Gobierno de Aragón sobre 

la necesidad de recuperación de la presencialidad en las aulas de los dos últimos 

cursos de la Educación Secundaria y 1º de bachillerato en los centros públicos y 

sostenidos con fondos públicos, que en los centros privados se permitía y en los 

demás no.  

 

Por este motivo, las razones esgrimidas de salud para la comunidad educativa 

resultaban no convincentes. (Exp edientes  1401/20  y 1392 /20 ). 

 

Las familias monoparentales han sido las que más problemas han tenido para 

conciliar la vida familiar y laboral y han solicitado el teletrabajo, o la apertura d e 

los centros, o incluso los programas de escolarización en periodo estival ñ abierto 

por vacaciones ñ(Exp ediente  598 /20 ), que se había convocado otros cursos 

escolares anteriores. 

 

También las famili as numerosas han tenido problemas en aspectos académicos 

durante la Pandemia por la falta de medios informáticos, de acceso y capacidad de 

red, falta de espacio físico, la imposibilidad de los padres de compatibilizar su 

trabajo en casa con el apoyo a sus hijos en las tareas escolares, y otros motivos 

varios que han llevado a que muchos padres acudieran a esta institución 

solicitando la reapertura de los centros escolares durante las fases de desescalada.  

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/1401.2020.pdf
https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/1392.2020.pdf
https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/Sugerencia-Expte.-598-2020-8.pdf
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Asimismo, ha habido quejas de otros numerosos grupos de padres que solicitaban 

que se permitiera que sus hijos no fueran al colegio , bien por riesgo de salud de los 

propios niños o de alguno de sus familiares. A estas familias se les ha dado traslado 

de las instrucciones de Fiscalía de menores sobre el riesgo de abandono escolar. 

 

F. Evaluación y EVAU  

Cuando estaba prácticamente toda la comunidad educativa pendiente de cómo 

abordar el último trimestre del curso escolar 2019/20 , el Consejero de Educación, 

Cultura y Deporte  planteó una regulación normativ a al hilo de los dictados de la 

Ministra de Educación, a raíz de las medidas extraordinarias adoptadas por el 

Ministerio de Educación, resultado de los acuerdos alcanzados recogidos en la 

Orden EFP/365/20 , de 22 de abril, por la que se establecen el marco y las 

directrices de actuación para el tercer trimestre del curso 2019-2020 y el inicio del 

curso 2020-2021. Esto supuso que supuso la queja de los docentes que lamentaban 

la escasa consideración que se tenía hacia su trabajo, porque en el mes de abril 

supieron los alumnos que no habría suspensos ni repeticiones según la Consejería 

salvo excepciones (310/20) Asimismo, se plantearon quejas sobre la modificación 

de fechas para realizar la prueba de evaluación de acceso a la Universidad y por los  

criterios de promoción y titulación para los alumnos de Educación Secundaria 

Obligatoria (ESO) y Bachillerato en el curso 2019-2020, ante la situación de crisis 

ocasionada por el covid-19. 

 

La modificación de fechas de exámenes en las escuelas Oficial de idiomas, por el 

traslado de las convocatorias ordinaria y extraordinaria al mes de septiembre de 

2020 ha motivado la queja de varios grupos de ciudadanos de diferentes lugares 

de la C.A, que se han tramitado agrupadas  (Exp edientes   454 /20 , 474 /20 ). 

 

G. Alumnos con diversas necesidades educativas  

Durante el confinamiento han sufrido las familias con niños que presentan alguna 

necesidad especial de atención. Se considera que no se han sido tenidas en cuenta 

las necesidades educativas y emocionales de estos niños que, después de unos 

meses sin la rutina de clases y estudio, deben volver a las aulas sin una adaptación 

ni unos medios a su servicio que les facilite la recuperación de la merma de este 

tiempo (Expedientes 1069 /20 , 1230 /20 , 1381/20 ). 
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En general, los padres asumen la necesidad derivada de los planes de contingencia, 

pero lamentan que el Departamento de Educación no ponga los medios precisos 

para que sus hijos puedan regresar a las aulas con los mismos servicios que los 

demás niños, porque la contratación de auxiliares de educación especial se está 

haciendo por horas y no por jornadas completas. Esto limita las horas de asistencia 

al centro de los alumnos con necesidades específicas, como alumnos motóricos, o 

alumnos de educación especial, y estos alumnos, por ejemplo, no pueden quedarse 

al comedor porque no hay atención para ellos. (Expediente 1602 /20 ). 

 

Una vez comenzado el curso 2020/2021, reducir la ratio alumno/aula por razones 

de seguridad es necesario, pero la comunidad educativa, y los padres de niños con 

necesidades educativas opinan que debe garantizarse para ellos el derecho a una 

educación de calidad, en las mismas condiciones que las que se brindan para los 

alumnos del mismo curso. Por este motivo, exigen la contratación de auxiliares y 

docentes, porque en la mayoría de los centros la carencia es de personal, y no de 

espacio. 

 

H. Universidad  

Tras la declaración del estado de Alarma y la suspensión de la docencia presencial, 

y las clases, en la universidad española tras la publicación del Real Decreto 463/20 , 

de 14 de marzo, se recibieron quejas de alumnos que estaban estudiando fuera de 

la Comunidad Autónoma y que habían vuelto a sus domicilios, alumnos de la 

universidad nacional de educación a Distancia, y de la Universidad de Zaragoza, 

que temían sobre cómo se procedería en el último trimestre del curso, a sabiendas 

de que en algunas universidades los exámenes estaban programados en las guías 

docentes para el mes de mayo, igual que la entrega de trabajos o finalización de la 

estancia ERASMUS. A la incertidumbre natural por la situación, se le sumaba un 

abultado número de quejas por la irregular respuesta de determinados estudios, 

que no ofrecían respuestas on line a los alumnos, tampoco había adaptación 

metodológica, y falta de comunicación con los estudiantes. (Expedientes 

1089 /20 , 1191/20 , 854 /20 , 535 /20  y 451/20 ). 

 

Las fórmulas para dar respuesta a la formación a distancia fueron de éxito dudoso 

en la mayoría de los casos, pues las quejas se repetían; lo que resultó una buena 

medida es la de establecer con tiempo suficiente , en abril de 2020, las medidas de 

evaluación final del curso 2019/20 , para que los estudiantes universitarios, que 

carecían de los recursos o se encontraban desplazados de sus lugares de residencia 
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y tenían difícil preparar las materias y realizar los trámites académicos que 

quedaron sin finalizar, supieran cómo proceder, conocer las fechas y forma de 

evaluar , y finalizar el curso con la máxima normalidad posible.  

  

Al comienzo del curso 2020/2021, y con la elaboración de los protocolos y planes 

de contingencia se pudo retomar la actividad presencial con la obligada restricción 

de aforo en las aulas, limitación de presencialidad en cursos alternos, y la 

recuperación de las bibliotecas y salas de estudio universitarias. 
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4.  Vivienda  
 

Expedientes iniciados  44  

Expedientes finalizados  49  

Resoluciones emitidas  5 

Resoluciones aceptadas  3 

Planteamiento general  

Un número muy elevado de quejas se refieren a viviendas de alquiler social. Hay 

mucha demanda de estas viviendas, sobre todo en Zaragoza, y una oferta que no 

puede cubrir todas las expectativas. Las quejas han sido fundamentalmente por la 

larga espera de tiempo para que se adjudique una vivienda a pesar de tener 

aprobada la solicitud. En todos los casos se ha tramitado y se ha requerido la 

correspondiente información para conocer en qué situación se encuentra la 

solicitud.  

 

Esta Institución reitera, al igual que en años anteriores, que la Administración 

competente en la materia trata de resolver, en la medida de lo posible, los 

problemas que se plantean y que, aunque existen voluntad y determinación, lo que 

faltan son recursos económicos, que entendemos son finitos, más en la época en la 

que nos está tocando vivir. Ante esta situación, como no podría ser de otra manera, 

la actitud de esta Institución es pedir que se haga un estudio pormenorizado de 

cada caso, y que se prioricen los que son más urgentes y necesarios. 

 

Es de reseñar que durante este año se han presentado numerosas quejas referidas 

a problemas de convivencia entre vecinos, muchas de ellas referidas a ruidos y 

molestias de diversa índole, así como en el retraso en la resolución de las ayudas 

para el alquiler. 

4.1  Viviendas de alq uiler social  

Como se ha expuesto anteriormente, un número muy importante de las 

reclamaciones presentadas se refieren a problemas relacionados con la vivienda de 

alquiler social. La queja más generalizada es el tiempo que llevan en lista de espera, 

ya que tampoco en el mercado encuentran fácilmente viviendas de alquiler más 

económicas. En todos los supuestos se ha solicitado información a la Sociedad 

Municipal Zaragoza Vivienda y a la Dirección General de Vivienda y 
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Rehabilitación, desde donde indican que los expedientes están completos y en lista 

de espera, e incluso entran a pormenorizar refiriendo el puesto que ocupan en la 

misma, pero que no pueden informar de la fecha aproximada de adjudicación ya 

que las vacantes se adjudican por orden de solicitud en función de las 

características de las viviendas y miembros de la unidad familiar. 

 

Hemos recibido quejas relativas al escaso parque de viviendas para la atención de 

personas aquejadas de problemas de salud mental e, incluso, para la asistencia a 

enfermos terminales. 

 

En relación con los desahucios y la consiguiente necesidad de atender la necesidad 

de una alternativa habitacional hemos recibido diversas consultas, aun cuando no 

todas han derivado en expediente. Nuestra labor ha sido informativa y de 

supervisión de que se estaban aplicando correctamente los protocolos recogidos en 

el Convenio entre el Consejo General del Poder Judicial (CGPJ), el Gobierno de 

Aragón y la Federación Aragonesa de Municipios Comarcas y Provincias (FAMCP), 

por el cual, en los desahucios por falta de pago de buena fe que afecten a personas 

vulnerables, se solicita informe a los Servicios Sociales y, en su caso, se decreta la 

suspensión para facilitarles a éstos la búsqueda de una alternativa habitacional. En 

estos casos, nos hemos encontrado con la paradoja de que algunos de los 

desahucios   los insta la propia Adminis tración sobre las propias viviendas sociales, 

bien por falta de pago, bien por estar ocupadas sin título e, incluso, en un caso, la 

misma juez que decretó que no se cumplían los requisitos para suspender el 

desahucio conforme al Convenio citado, le sugirió a la ciudadana que acudiera a 

nuestra Institución en busca de ayuda. 

 

Se han tenido consultas sobre la posibilidad de obtener viviendas adaptadas a las 

circunstancias de personas con discapacidad o en situaciones en las que, previendo 

la imposibilidad de hacer vida normal durante el período de convalecencia de una 

operación quirúrgica, se nos solicitaba ayuda para cambiar la vivienda ya que se 

trataba de una cuarta planta sin ascensor. 

 

También se han dirigido a nosotros para instar cambios en la legislación frente a 

los supuestos de ocupación sin título válido de viviendas de particulares e, incluso, 

un ciudadano se dirigió a nosotros porque le vencía un contrato de alquiler social 

contratado con un banco y no se lo renovaban. 
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4.2  Ayudas para el alquiler  

Sobre este tema se tramitó un Expediente de oficio, el  Ex pediente 477 /20 ,  

ya que esta Institución consideró conveniente la apertura de un expediente de 

oficio motivado por manifestaciones de ciudadanos y noticias publicadas en 

distintos medios de comunicación, aludiendo al retraso en el pago de las 

ayudas al alquiler, cuya convocatoria se hizo a través de la Orden 

VMV/1289/2018, de 26 de julio, por la que s e convocan ayudas financieras al 

alquiler para 2018 (Línea 1- modalidad general), publicada en el Boletín Oficial 

de Aragón de 3 de agosto de 2018. 

 

En la citada Orden se establecía que la concesión de las ayudas era para las 

anualidades de 2018, 2019 y 2020, lo que conllevó que el número de solicitudes 

fuera muy elevado y que se complicara extraordinariamente la gestión de las 

mismas. 

 

En el ejercicio 2019, también se produjo un gran retraso en el pago de las 

correspondientes a dicho año, que tuvieron que esperar hasta enero de 2020 

para cobrar las de 2019, reproduciéndose dichos problemas en el presente 

ejercicio. 

 

Por ello, solicitamos información acerca de lo siguiente: 

 

ñ-  Estado actual de tramitación de estos expedientes. 

- Con qué personal cuenta el Servicio que tramita estas ayudas, si en la 

actualidad tiene cubiertas todas sus plazas, así como qué medidas se 

adoptan cuando se precisa más personal. 

 

- Motivos por los que en la Orden ORDEN HAP/279 /20 , de 1 de abril, por la 

que se da publicidad al Acuerdo de 1 de abril de  2020,  del  Gobierno  de  

Aragón,  por  el  que  levanta  la  suspensión  de  determinados  

procedimientos administrativos en aplicación del artículo 7.4 del Decreto -

Ley 1/20 , de 25 de marzo, se incluyeron las ayudas para el alquiler lí nea 

general y, sin embargo, en la Resolución de 16 de marzo de 2020, de la 

Dirección General de la Función Pública y Calidad de los Servicios 

únicamente se considera en ese Departamento de carácter esencial a la 

Dirección General de Carreteras.  

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/477.2020.pdf
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- Cuál ha sido la metodología de trabajo del Departamento desde la 

declaración del Estado de Alarma, y cuántos funcionarios han estado 

dedicados a estos temas, tanto presencialmente como a través de 

teletrabajoò. 

En cumplida contestación a nuestro requerimiento, el Departamento 

competente, entre otras cuestiones, nos indicó que, a partir del 1 de junio de 

2020, se reanudó el cómputo de plazos para la presentación de la 

documentación requerida, tanto de los expedientes de ayudas al alquiler de 

Zaragoza como de Huesca y de Teruel. 

 

El órgano instructor de las ayudas al alquiler en cada provincia es la 

Subdirección Provincial de Vivienda. El personal con el que cuenta el Servicio 

de Vivienda Social para la gestión de estas ayudas es el que está adscrito en 

cada una de tres Subdirecciones, a la Sección de vivienda correspondiente. 

Todas las plazas de esas Secciones de Vivienda, están ocupadas bien por 

funcionarios de carrera o por funcionarios interinos.  

 

No obstante, y en previsión de que el proceso de presentación de solicitudes 

fuese masivo, tal y como efectivamente sucedió, para la gestión de la 

convocatoria de estas ayudas, en 2018 se contrataron, de acuerdo a lo previsto 

en el art. 10 de Estatuto Básico del Empleado Público, funcionarios interinos 

en la modalidad de acumulación de tareas. 

 

Con respecto al hecho de considerar únicamente servicio esencial en ese 

Departamento a la Dirección General de Carreteras, se alegó que  desde la 

Dirección General de Vivienda y Rehabilitación se realizó la ponderación de 

esos elementos, junto con otros, como era que las medidas que los diferentes 

reales decretos-leyes, que se iban aprobando, contemplaban respecto a las 

convocatorias del pago de la renta de alquileres, la prolongación de la prórroga 

de los contratos de arrendamiento, o la limitación en los trámites judiciales en 

caso de desahucios, y se llegó a la conclusión de que la medida más beneficiosa 

para los ciudadanos consistía en no levantar la suspensión de los plazos de 

presentación de la documentación. 
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Por nuestra parte, manifestamos que como denominador común de las 

personas beneficiarias de estas ayudas, y afectadas por los retrasos en su 

tramitación, nos encontramos con familias que no pueden con sus propios 

medios acceder a una vivienda en el mercado libre, ni tampoco, pese a reunir 

los requisitos para poder acceder a una vivienda protegida, logran acceder a 

una de ellas con la urgencia que demanda su situación habitacional, dado que 

es por todos conocido, la insuficiencia del parque público de viviendas para 

satisfacer la demanda, ni siquiera a quienes se encuentran en una situación de 

especial vulnerabilidad y emergencia habitacional. 

 

Sin embargo, los retrasos excesivos en la tramitación, conclusión y 

materialización de estas ayudas, estaban distorsionando la finalidad para la 

que fueron creadas, cuyo fin es crear una expectativa de estabilidad 

habitacional para quienes resultaran beneficiarios de esta ayuda. 

 

El retraso en el abono de estas ayudas ordinarias, (más de 3000 familias 

afectadas), se debe, entre otras cuestiones, a la complejidad de la convocatoria 

y a la escasez de recursos y personal. Por ello, a entender de esta Institución, 

en futuras convocatorias de estas ayudas, tanto el modelo de solicitud, la 

documentación a presentar para acreditar el cumplimiento de los requisitos y 

el procedimiento de tramitación que se establezca, debería simplificarse lo 

máximo posible, con el fin de que puedan resolverse en el plazo establecido al 

efecto y sin dilaciones, atendiendo al marcado carácter social que tienen las 

ayudas. 

 

Con respecto a la escasez de recursos y personal reconocida por el propio 

Departamento, y pese a la aludida contratación, de acuerdo con lo previsto en 

el artículo 10 del Estatuto Básico del Empleado Público, funcionarios interinos 

en la modalidad de acumulación de tareas, puede evidenciarse la falta de una 

estructura administrativa dimensionada al volumen de solicitudes  que se 

presentan, por lo también debería dotarse a las Subdirecciones Provinciales de 

Vivienda en Zaragoza, Huesca y Teruel y, en particular, a las Secciones de 

Vivienda correspondientes, de medios materiales y de efectivos de personal 

adecuado al volumen de trabajo que ocasiona la tramitación de este tipo de 

ayudas.    

 



114 

 

 

 

 

Otro aspecto a considerar, y que podría haber contribuido a evitar, en parte, 

los retrasos producidos, radicaría en haberse planteado la posibilidad de una 

atención semipresencial y, así, mediante cita previa y con todas las garantías 

posibles, los propios ciudadanos habrían optado, teniendo en cuenta la 

situación en la que estuvieran inmersos, entre presentar la documentación 

requerida  por medios telemáticos o presencialmente, cumpliendo así el fin 

social que tienen las ayudas y evitando las dilaciones producidas. Tomando 

también, en su debida consideración que, a consecuencia de la pandemia, la 

situación económica de muchos de los solicitantes se ha visto agravada y les 

urgía la concesión de la ayuda. 

 

Por ello, se sugirió que, para futuras convocatorias de estas ayudas, tanto el 

modelo de solicitud, la documentación a presentar para acreditar el 

cumplimiento de los requisitos y el procedimiento de tramitación que se 

establezca, sea simplificado lo máximo posible, con el fin de que puedan 

resolverse en el plazo establecido al efecto y sin dilaciones, atendiendo al 

marcado carácter social que tienen dichas ayudas. 

 

Igualmente, que se dotara a las Subdirecciones Provinciales de Vivienda en 

Zaragoza, Huesca y Teruel y, en particular, a las Secciones de Vivienda 

correspondientes, de medios materiales y de efectivos de personal adecuado al 

volumen de trabajo que ocasiona la tramitación de este tipo de ayudas.    

Estas sugerencias fueron aceptadas. 

4.3  Denegación de subvención por falta de presupuesto  

En  el Expediente 78 /19 , un afectado aludía a que se le había denegado una 

subvención por agotarse el presupuesto, manifestando su disconformidad con este 

hecho. 

 

Al respecto, y tal y como se le había anticipado en una visita mantenida en estas 

oficinas, se había recibido la información solicitada al Departamento de 

Vertebración del Territorio, Movilidad y Vivienda del Gobierno de Aragón.  

 

En la misma, trasladaban copia de la resolución del recurso de alzada que 

interpusieron que fue desestimado por falta de crédito suficiente, manteniendo la 

Resolución recurrida en todos sus términos, conforme a los fundamentos jurídicos 

allí expuestos. 
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Por parte de esta Institución le informamos que l a Ley General de Subvenciones 

establece entre los requisitos para el otorgamiento de subvenciones, la existencia 

de crédito adecuado y suficiente para atender las obligaciones de contenido 

económico que se deriven de la concesión de la subvención, siendo este crédito el 

límite de la actuación de la Administración, al no poderse conceder subvenciones 

por cuantía superior a la que determine la convocatoria. 

 

Los requisitos de existencia y suficiencia de crédito deben concurrir en todas las 

fases del procedimiento subvencional, en la convocatoria, en la concesión y en el 

pago de la subvención. 

 

En este sentido, el Tribunal Supremo, en sentencia de 27 de abril de 2004, señaló 

que la obligación de la Administración que crea y convoca la subvención y el 

derecho de quienes la soliciten están delimitados por la cuantía fijada en la 

convocatoria o en los presupuestos a que la misma se remite. 

 

Ante tal situación la Administración debe denegar la subvención en base al 

agotamiento del crédito presupuestario. El Tribunal Supremo, en sentencia de 25 

de noviembre de 2003, ante un caso en el que el número de solicitudes superaban 

el crédito disponible, señaló que la Administración no estaba obligada a superar el 

crédito que tenía previsto, ya que el tope en el crédito presupuestario establecido 

en el presupuesto o la cantidad asignada a la subvención tienen la consideración 

de condición de la subvención y los solicitantes tienen derecho a la subvención 

siempre que cumplan las condiciones establecidas, siendo una de ellas la existencia 

de crédito adecuado y suficiente. 

 

Es importante tener presente que la solicitud de una subvención sometida a las 

disponibilidades presupuestarias no concede ningún derecho, el solicitante 

dispone una mera expectativa. Debe tenerse en cuenta que no existirá obligación 

de indemnizar por vulneración del principio de confianza leg ítima a aquel 

solicitante que vea denegada su solicitud ante la insuficiencia de crédito cuando la 

concesión de la subvención se encuentre condicionada a la disponibilidad 

presupuestaria, aun cuando cumpla el resto de condiciones exigidas por la 

convocatoria de la subvención. 
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4.4  Problemas de convivencia vecinal  

Se han presentado diversos casos que conllevan conflictos entre vecinos. En uno 

de ellos (Expediente  1137/20 ) se planteaba un problema de insalubridad 

 

Manifestaban que tenían unos vecinos que presentaban "diógenes" o algún 

trastorno similar. Poseían cinco perros a los que no sacaban de casa, por lo que 

hacían sus necesidades dentro del domicilio. Hacía poco más de un año 

comenzaron a arrojar cadáveres de ratas a la vía pública y, por este motivo, la 

Policía Local consiguió entrar en su domicilio.  

 

Allí encontr aron ratas vivas y muertas y nidos de ratas dentro de la vivienda, 

excrementos de perros y una enorme acumulación de basura y suciedad. Se les 

retiraron los perros por maltrato y para forzar que limpiaran ellos mismos.  

 

Una vez que les devolvieron los perros, nos indicaron que la situación había 

empeorado ya que una perra se había quedado preñada durante el tiempo que 

estuvieron en la perrera, por lo que ahora tenían un perro más.  

 

Recabada la pertinente información del Ayuntamiento, se nos indicó que la Policía 

Local había elaborado un atestado judicial por delito de abandono de familia y 

maltrato animal que remitió al Juzgado Decano de Zaragoza, y en él se hacía 

referencia a las quejas vecinales recibidas por malos olores y la aparición diaria de 

ratas (vivas y muertas) en el entorno de una vivienda, donde convivían una madre 

de 70 años con su hijo de 45 años. 

 

Se había solicitado autorización judicial para entrada a domicili o, y el Juzgado de 

Instrucción nº 7 de los de Zaragoza, había dictado un auto. 

 

Posteriormente, mediante  resolución de la Alcaldía ante las denuncias formuladas 

por varios vecinos referentes a la percepción de malos olores y la aparición diaria 

de numerosas ratas, el atestado de la Policía Local y el auto, se había acordado 

iniciar expediente por motivos de salubridad pública a los ocupantes de la vivienda, 

solicitar a los Servicios Médicos de la localidad la realización de un informe en 

relación con las condiciones sanitarias de la vivienda y su influencia sobre la 

salubridad pública y dar trámite de audiencia  a los ocupantes de la vivienda. 
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Así mismo, se había realizado una visita de la Policía Local acompañada de los 

Servicios Sociales y del médico de atención primaria al objeto de comprobar el 

estado de la vivienda e informar en el caso de continuar con las condiciones de 

insalubridad observadas. En el informe se indicaba que se apreciaba el desalojo de 

cajas y enseres, que se ha realizado una limpieza superficial de la terraza donde 

estaban restos de heces, pero seguían apreciando suciedad en la vivienda y la 

higiene de sus habitantes no era la adecuada, entendiendo que las condiciones de 

seguridad e higiene seguían siendo no aptas, por lo que se habían requerido nuevas 

medidas para su acondicionamiento. 

 

Posteriormente, los Servicios Sociales emitieron un info rme tras nueva visita a la 

vivienda que concluyó que el domicilio ya reunía las condiciones 

higiénico/sanitarias necesarias suficientes que garantizaban la habitabilidad, ya 

que la situación de la vivienda había cambiado completamente a mejor. 

 

Añadían que posteriormente, vino la declaración del estado de alarma, el 

confinamiento de la población y el destino, tanto del personal de la Policía Local 

como el de los Servicios Médicos y Sociales, para otras finalidades relacionadas con 

la pandemia que habían ocupado y ocupaban toda su actividad, reconociendo que 

se habían recibido quejas de un vecino en las que se hacía referencia a la presencia 

de más perros en ese domicilio, de ladridos constantes, del temor a algún tipo de 

plaga o a que se produjera un incendio debido a la acumulación de basuras, 

excrementos y orines y a la situación de alguna de las personas que viven en ese 

domicilio , pero que se encontraban con el obstáculo de no poder acceder al interior 

de la vivienda. 

 

Por parte de esta Institución se indicó que, en caso de negativa a la entrada en la 

vivienda no permitiendo una inspección, resulta ba posible solicitar una 

autorización judicial de entrada en un domicilio al Juzgado de lo Contencioso-

Administrativo, de acuerdo con el art. 8. 6 de la Ley reguladora de la Jurisdicción 

Contencioso-Administrativa, en relación con el  art. 265 del Decreto Legislativo 

1/2014. Era incluso posible, salvo criterio distinto del Juzgado, que no fuera 

necesaria postulación procesal. 

 

Además, entendíamos que todas estas acciones habían de ir dirigidas a proteger la 

seguridad y la salubridad pública, sin perjuicio de prestar la debida colaboración 
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al resto de administraciones implicadas, en aquellos aspectos competenciales que 

les fueran propios, en virtud de los principios de cooperación y colaboración. 

 

Por todo ello, se sugirió que, previa autorización judicial de ser precisa, se girara 

una visita de inspección a fin de comprobar si el interior de la vivienda cumplía las 

condiciones de seguridad, salubridad y ornato público exigibles.  

 

En otro, también se ponía de manifiesto las molestias, ruidos y problemas diversos 

que ocasionaban unos inquilinos del inmueble en el que vivían.  

 

En este caso, se les informó acerca de cómo podían encauzar este caso, según lo 

previsto en el artículo 7.2 de la Ley de Propiedad Horizontal, la posibilidad de 

llamar a la Policía Local para que realizara las oportunas mediciones de ruidos y 

levantara acta de las perturbaciones producidas, así como de presentar las 

oportunas denuncias. 

 

El resto de expedientes se han referido a cuestiones diversas. La mayoría referidas 

a problemas en Comunidades de propietarios en los que no puede intervenir la 

Institución por tratarse de conflictos entre particulares y no haber intervención de 

la Adminis tración, pero en todos estos supuestos se ha informado a los 

presentadores de las quejas sobre la normativa aplicable y sobre los derechos que 

les asisten.  

4.5 Retrasos y problemas para obtener cita previa para las fianzas  

En varios expedientes se ponía de manifiesto la excesiva demora en el servicio de 

"cita previaò, y el Departamento trató de aclarar que el artículo 9 de la Ley 10/1992, 

de 4 de noviembre, de fianza en los arrendamientos urbanos y en determinados 

contratos de suministro, se establece un plazo de dos meses desde la celebración 

del contrato para realizar el ingreso de la fianza, entendiendo que esto  permite 

tener un margen suficiente para solicitar una fecha de cita previa, a pesar de los 

retrasos que se reflejan en la queja. 

 

En cuanto a este sistema de cita previa, recordaron  que tal y como se informa en la 

página del Gobierno de Aragón (https://www.aragon.es/ - /deposito -de-fianzas-

de-arrendamientos) que no es obligatorio. Es una de las tres posibilidades que 

existen de presentar el depósito de la fianza: 

file://///luna/quejas/INFORME%202020/(https:/www.aragon.es/-%20/deposito-de-fianzas-de-arrendamientos
file://///luna/quejas/INFORME%202020/(https:/www.aragon.es/-%20/deposito-de-fianzas-de-arrendamientos
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a) La presentación en Registros oficiales. 

b) La remisión por correo ordinario . 

c) Presencialmente. La cita previa: en la ciudad de Zaragoza, que se puede 

solicitarla través de la página web del Gobierno de Aragón (ya indicada) o a 

través del teléfono de información de la Subdirección Provincial de Vivienda de 

Zaragoza, en este caso. 

Por lo tanto, informa ban que resulta posible proceder a depositarla fianza sin 

necesidad de acudir a la cita previa. El resguardo de depósito acreditaba que éste 

se había realizado. 

 

Con posterioridad, añadieron que, si el ciudadano así lo desea, podía solicitar la 

cita previa para que se proceda al visado del contrato. 

 

En relación con la devolución de fianzas, manifestaron que también era el artículo 

9 de la Ley 10/1992, de 4 de noviembre, de fianza en los arrendamientos urbanos, 

y en determinados contratos de suministro, el que establecía, en el apartado 2, que 

el plazo máximo para proceder a la devolución de la fianza era de quince días desde 

la entrada de la solicitud en las Unidades de Fianzas. 

 

En la página web del Gobierno de Aragón (https://www .aragon.es/-/devolucion -

de-fianzas-de-arrendamientos)  se recogían las posibilidades para tramitar esta 

devolución. Existían tres posibilidades como en el caso del depósito de la fianza: 

a) La presentación en Registros oficiales. 

b) La remisión por correo certif icado. 

c) Presencialmente. En la ciudad de Zaragoza se requiere cita previa, que se 

obtendrá a través de la página web del Gobierno de Aragón. Una vez obtenida la 

cita, la persona interesada se debería personarse con la documentación 

requerida en la Unidad de Fianzas. 

Añadieron que en las provincias de Huesca y Teruel no existía la posibilidad de cita 

previa y, por lo tanto , la tramitación se haría personándose directamente en la 

oficina de la Unidad de Fianzas, siendo este servicio exclusivo para la devolución 

de fianzas. 

https://www.aragon.es/-/devolucion-de-fianzas-de-arrendamientos
https://www.aragon.es/-/devolucion-de-fianzas-de-arrendamientos
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En definitiva, sostuvieron que la ñcita previa" no era obligatoria tampoco para la 

devolución de fianzas de arrendamientos, indicando que además de la cita previa, 

las oficinas de registro e información tenían un amplio horario de atención al 

ciudadano, de lunes a jueves de 9 a 14 horas y de 16 a 17.30 horas y los viernes de 

9 a 14 horas, para poder presentar los contratos de arrendamiento a visar o las 

solicitudes de devoluciones de fianzas. 

 

Por otra parte, se planteaba en la queja:  ñcreo que el dep·sito de fianzas se podr²a 

articular mediante una simple autoliquidación e ingreso en entidad 

colaboradora" . 

 

Respecto a esta propuesta, indicaba el Gobierno de Aragón que estaba  adaptando 

la tramitaci·n ñon line" en los procedimientos que había de utilizar la ciudadanía 

en su relación con esta Administración,  y que, en concreto, en lo referente a los 

trámites relacionados con las fianzas de arrendamientos, la Dirección General de 

Vivienda y Rehabilitación, estaba finalizand o el proceso de modificación de la 

aplicaci·n inform§tica de fianzas, para facilitar a los usuarios la tramitaci·n ñon 

lineò de todo el procedimiento de gesti·n de fianzas de arrendamiento. Todo ello, 

con la intención de mejorar ese procedimiento a los administrados y simplificar los 

trámites a realizar por la ciudadanía. 

4.6  Viviendas en mal estado  

A través de distintos medios de comunicación, esta Institución tuvo conocimiento 

de la existencia de una vivienda abandonada, que fue declarada en ruina en el año 

2017. Por ello, se tramitó el Expediente 484/20 , iniciado de oficio por parte de 

esta Institución  

Al parecer, el estado de la misma se estaba deteriorando día a día e implicaba 

peligro de derrumbe sobre la vivienda colindante, que se encontraba habitada. 

 

En consecuencia, esta Institución se dirigió tanto al Ayuntamiento a la Diputación 

Provincial de Huesca con la finalidad de conocer las posibles actuaciones llevadas 

a efecto. 

 

El Ayuntamiento proporcionó un informe en el que informaba que las gestiones se 

remontan al año 2014, a partir de una primera denuncia, requiriéndole a la 
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propietaria, que procediera a cumplir con su deber de conservación, sin conseguir 

respuesta ni actuación alguna. 

 

Añadía que se habían mandado después más requerimientos e investigaciones 

sobre la propiedad, resultando todo infructuoso.  

 

Viendo el agravamiento del edificio, en 2017, se emitió un nuevo informe técnico y 

se inició expediente de ruina, emplazando a las dos hermanas para darles 

audiencia y que el pasado mes de mayo de 2020, se retomó el procedimiento de 

ruina y se dictó resolución de Alcaldía declarando el inmueble en situación de 

ruina, debiendo los titulares de inmueble, proceder a su demolición. 

 

Por otro lado, el Ayuntamiento señalaba que tenía delegada la potestad de 

disciplina urbanística en el Gobierno de Aragón, pero su intervención comenzaba 

a partir del requerimiento no atendido que se ha efectuado, y que en el caso de 

tener que efectuar la ejecución subsidiaria este Ayuntamiento no disponía de 

recursos económicos. 

 

Por su parte, la Diputación Provincial de Huesca nos señaló que la legislación 

administrativa y el Decreto -Legislativo 1/2014, de 8 de julio, del Gobierno de 

Aragón, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Urbanismo de Aragón, 

daba instrumentos a los Ayuntamientos a fin de poder hacer cumplir el deber de 

conservación de los inmuebles; así, primeramente, la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 

del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, 

permit e en su art. 102.4 que la ejecución subsidiaria puede efectuarse con 

liquidaciones provisional de los gastos, lo que podría permitir a una entidad local 

disponer de recursos económicos para hacer frente a una demolición. 

También el citado Decreto Legislativo en su art. 261.7 posibilitaba que un 

Ayuntamiento, ante el incumplimiento de la demolición de un inmueble , pudiera 

proceder incluso a la expropiación del mismo. 

 

Para la tramitación de estos procedimientos, los ayuntamientos de la provincia 

cuentan con el apoyo jurídico del servicio de asistencia a municipios, además del 

servicio provincial de recaudación para el cobro en ejecutiva de las liquidaciones 

provisionales o definitivas que se aprueben. 
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Por parte de esta Institución, se le señaló al Ayuntamiento que, en el informe 

facilitado por la Diputación Provincial de Huesca, se indicaban las medidas que el 

ordenamiento jurídico pone a disposición del mismo, informando también sobre 

la posibilidad de solicitar a esa Diputación asistencia económica, bien mediante 

subvención -cuyo otorgamiento sería excepcional-, bien mediante la solicitud de 

préstamos o de anticipos sobre la recaudación de sus tributos, si resultara posible. 

Señalamos también a la Corporación que, con el fin de evitar los perjuicios 

expuestos y el  alto grado de peligrosidad que implicaba el inmueble en cuestión, 

procediera a adoptar, en caso de incumplimiento de dichas órdenes de ejecución, 

y con las garantías legales necesarias, medidas de ejecución de estos actos 

administrativos, incluyend o la ejecución subsidiaria y que, precisamente, en lo que 

se refiere a la posible ejecución forzosa de estas órdenes de ejecución, hay que estar 

a lo contemplado en el art. 258.2 del Decreto Legislativo 1/2014, que reza así: 

ñIncumplido  el  plazo  establecido  en  la  orden  de  ejecución,  el municipio podrá 

decretar, de oficio o a instancia de interesado, y en todo caso previa audiencia  

del obligado, la ejecución  subsidiaria, la expropiación  del inmueble,  la  

aplicación  de  lo  dispuesto  en  los  artículos  217  a  224,  la imposición  de  multas  

coercitivas,  o  cualesquiera  otras  consecuencias derivadas de la legislación 

básica estatalò. 

 

Por su parte, el artículo 259 aporta una regulación complementaria, al regular las 

multas coercitivas del siguiente modo: ñAsí mismo, también apuntamos que el 

importe de las multas coercitivas debe estar destinado, en principio, para 

sufragar el coste de una eventual ejecución subsidiaria; ejecución subsidiaria 

que, según el precepto reseñado, puede realizarse en cualquier momento y que 

puede venir precedida de una liquidación provisional y de su ejecución en el 

patrimonio del obligado ò. 

 

Esta sugerencia, en la actualidad, está pendiente de contestación. 
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5.  Trabajo  
 

Expedientes iniciados  89  

Expedientes finalizados  90  

Resoluciones emitidas  3 

Resoluciones aceptadas  2 

Planteamiento general  

Como en años anteriores, destacar, en primer lugar, que los asuntos relativos a 

Empleo Público se tratan en un apartado específico del informe, por lo que aquí 

nos limitaremos a señalar nuestras actuaciones en materias relativas al personal 

laboral al servicio de las Empresas Públicas y a las intervenciones de las 

Administraciones en cuestiones laborales propias de la iniciativa privada; así como 

a todas aquellas cuestiones que tienen que ver con políticas activas y pasivas de 

empleo. 

 

Seguiremos pues el esquema general que hemos utilizado otros años, pero hemos 

de señalar que la incidencia de la pandemia del Covid-19 se ha dejado sentir de 

manera muy notable en materia laboral, con efectos muy diversos según los 

distintos apartados tal y cómo haremos constar en cada uno de ellos  

5.1 Empresas privadas  

Dado que el Justicia carece de competencias para supervisar y controlar a las 

empresas privadas, en aquellas quejas presentadas en cuestiones laborales en las 

que la Administración no interviene, nuestra labor ha sido principalmente la de 

informar al ciudadano de sus derechos y de la forma de hacerlos valer.  

 

Entre los expedientes más destacados que podemos citar en este apartado, estaría 

la sugerencia de una ciudadana que proponía la extensión de las medidas de 

conciliación familiar a un mayor número de supuestos de los actualmente 

contemplados, la queja presentada por un grupo de trabajadores de empresas 

concesionarias de los servicios de cafetería de algunos centros de UNIZAR que 

veían peligrar sus puestos de trabajo al haber quedado desiertos los procesos de 

concesión (al final UNIZAR relajó todavía más, con carácter excepcional en 

atención a la situación provocada por el Covid-19, los criterios de adjudicación y el 

asunto pudo solucionarse); las reivindicaciones que nos hicieron llegar un grupo 
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de trabajadores de ALUMALSA en pleno proceso de la negociación colectiva de las 

condiciones de un ERE extintivo que afectaba a un  número considerable de 

trabajadores y, sobre todo, trabajadoras de la empresa. No obstante, hemos de 

señalar que si este tipo de expedientes suele ser poco numerosos, este año, dadas 

las condiciones en las que se ha desarrollado la actividad laboral privada ï tan 

mediatizada por la pandemia y las normas dictadas para hacerle frente - han sido 

todavía menores. 

5.2 Personal laboral al servicio de las Empresas Públicas  

En lo que se refiere a quejas relativas al personal laboral al servicio de las Empresas 

Públicas, lo primero que nos llama la atención es la ausencia de quejas relativas a 

esta cuestión, lo cual podría estar causado por una mayor tolerancia, debida a 

probablemente a la especial situación de pandemia con la que hemos convivido 

este año, frente a circunstancias que en condiciones normales no se asumen de la 

misma manera.  

 

No obstante, y de forma paradójica, la única queja que podríamos incluir en este 

apartado ha tenido que ver con el cese de un contrato de interinidad para suplir 

una incapacidad temporal provocada por el cambio de circunstancias del centro de 

trabajo (la Escuela Infantil municipal del Jaca) debido a la interrupción del servicio 

en aplicación de la normativa sanitaria relativa a centros educativos. No 

apreciamos irregularidad en la actuación del Ayuntamiento en cuestión. 

 

También atendimos un expediente en el que se hacía relación a las condiciones 

laborales de las trabajadoras en Escuelas Infantiles con carácter general ante el 

retraso en la renovación del Convenio Colectivo, que indirectamente afecta 

también a personal laboral de distintas administraciones y trasladamos la 

información disponible al ciudadano.  

 

Un grupo de trabajadoras de la empresa Domus VI, encargada de la prestación del 

Servicio de Ayuda a Domicilio del Ayuntamiento de Zaragoza, presentaron una 

queja por la falta de Equipos de Protección Individual para realizar su trabajo y 

atendimos también las reivindicaciones de unas trabajadoras del sector de 

monitores de comedor de centros educativos públicos, aunque esta última tuvimos 

que archivarla al tener conocimiento de la apertura de la vía judicial. 
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Especialmente numerosas fueron las quejas de trabajadores de la empresa 

ARAMÓN al haber dejado, en un primer momento, fuera del ERTE a los 

trabajadores temporales y a los fijos discontinuos dado, además, que algunos 

contratos se extinguieron el día antes de que se decretase el Estado de Alarma. La 

situación se corrigió gracias a un proceso negociador entre la empresa y la 

representación sindical en el que el Gobierno de Aragón jugo un papel importante 

dada la distribución accionarial de la citada empresa 

5.3 Políticas pasivas de empleo  

En lo relativo a las políticas pasivas de empleo, que son aquellas que buscan 

fundamentalmente mantener la renta de quienes carecen de trabajo a través del 

pago de prestaciones de desempleo,  tradicionalmente, la mayoría de las quejas 

estaban referidas a situaciones en las que, o bien la prestación se denegaba por el 

Servicio Público de Empleo Estatal, o bien una vez concedida se solicitaba su 

devolución por incumplimiento de requisitos para tener derecho a su percepción o 

se suspendía su pago temporalmente, a modo de sanción, por no haber atendido 

algún requerimiento del SEPE.  

En estos casos, la actuación del Justicia de Aragón, al carecer de competencias de 

supervisión sobre la actuación de la Administración General del Estado, única 

competente en la materia a través del Servicio de Empleo Estatal (SEPE), consistía, 

básicamente, en remitir los expedientes al Defensor del Pueblo para su 

supervisión; o en solicitar información para dar traslado de la misma al interesado 

clarificando la motivación de las resoluciones de la Administración para que la 

persona afectada pudiera tomar decisiones informadas de cara a defender 

judicialmente sus derechos. 

Sin embargo, este año, hemos experimentado un importantísimo incremento de 

quejas relativas a la actuación del SEPE y han cambiado, también de forma muy 

importante, las causas de las mismas.  

La causa que ha estado detrás del citado incremento ha sido la desbordante carga 

de trabajo que las Oficinas del SEPE han tenido que enfrentar fundamentalmente 

derivada de la tramitación de los Expedientes de Regulación Temporal de empleo 

(ERTE) provocados por la disminución de la actividad laboral causada por el 

Covid-19 unida a la limitación de efectivos provocada por dicha pandemia. No es 

de extrañar, por tanto, que el Defensor del Pueblo, desde los primeros momentos, 

se dirigiera a la Secretaría de Estado de Empleo y Economía Social recomendando 

la dotación al SEPE de más medios, personales y técnicos, para llevar a cabo su 

labor. 
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Por nuestra parte, al detectar las primeras quejas y en previsión del volumen que 

al final hemos tenido que gestionar, nos pusimos en contacto con el Coordinador 

Territorial del SEPE en Aragón, D. Fernando de Miguel Peña, con el fin de 

establecer un mecanismo ágil para transmitirle las quejas que nos llegaban e 

intentar, en la medida de lo posible, y sin tener que realizar expedientes 

administrativos que añadieran más complicación burocrática a su labor, dar 

solución a los problemas de la ciudadanía evitando retrasos innecesarios. No 

queremos dejar pasar la ocasión de agradecer la colaboración prestada por el Sr. 

de Miguel que enseguida entendió que nuestra Institución podía ser un conducto 

más a través del cual recibir información de las incidencias que se producían y un 

medio de colaboración en su resolución. 

 

De esta manera, sin necesidad de recurrir al Defensor del Pueblo, hemos tramitado 

quejas relativas a retrasos en el cobro de subsidios de ERTE, a cobros indebidos 

que habían de ser devueltos por el perceptor o a subsidios que no incluían todos 

los conceptos. Así mismo hemos atendido a ciudadanos que tenían dificultades 

para contactar con el SEPE para obtener una cita para ser atendidos tanto para 

tramitar documentación como para obtener información sobre su situación en lo 

relativo a los ERTE y al resto de prestaciones del sistema. 

 

No obstante, también hemos remitido al Defensor del Pueblo aquellos expedientes 

que hacían referencia a supuestos no contemplados por la legislación 

expresamente dictada para atender los efectos sobre el mercado de trabajo de la 

pandemia y que por tanto exigían una supervisión que nosotros no podíamos 

prestar, como por ejemplo en lo relativo a los subsidios de empleadas de hogar que 

no podían desarrollar su labor y las ayudas a los autónomos por cese de actividad. 

Mención especial merece la remisión al Defensor del Pueblo de un escrito de queja 

al que estaban adheridos varias gestorías y gestores particulares y que hacía 

referencia al R.D.L. 24/20 , de 26 de junio , de medidas sociales de reactivación del 

empleo y protección del trabajo autónomo y de competitividad del sector 

industrial, y en concreto, a la falta de respuesta del SEPE y la TGSS a las dudas 

razonables que se derivaban de la aplicación de su Art. 4, sobre la aplicación de 

exoneraciones en las cuotas de seguridad social a los ERTES por causas 

productivas u organizativas. relacionados con el Covid-19, vigentes a la entrada en 

vigor de dicha norma, máxime cuando en el punto 2, se hace constar que las 

empresas que hubieran decidido la suspensión de contratos o reducción de jornada 
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por las mencionadas causas ñcon anterioridad a la entrada en vigor de este R.D.Lò 

quedarán exoneradas del abono de la aportación empresarial a la cotización a la 

Seguridad Social y por los conceptos de recaudación conjunta que se indican. 

5.4 Políticas activas de empleo  

En relación con las políticas activas de empleo, que son aquellas destinadas a crear 

condiciones necesarias para acabar con el desempleo, nuestra labor puede ser más 

intensa toda vez que el Gobierno de Aragón y los Ayuntamientos asumen 

competencias en la materia. 

 

También este año se han presentado quejas en materia de cursos de formación por 

parte de los alumnos, si bien la particularidad ha residido en el hecho de que en 

prácticamente todas las presentadas, la pandemia del Covid-19 había sido la causa 

última del p roblema. Así, hemos tenido quejas ante la imposibilidad de terminar 

cursos de formación por el Covid-19, quejas por la anulación o la suspensión ï con 

reanudación posterior o sin ella ï de alguno de los cursos previstos, concretamente 

de alguno de los que estaba impartiendo Zaragoza Dinámica y que impidió que 

diversas alumnas obtuvieran su certificado de profesionalidad. 

 

También como novedad, ya que otros años no habíamos tenido este tipo de quejas, 

recibimos dos quejas que tuvieron que ver con la demora en las citas para atención 

personal por parte de los servicios del INEM; quejas que, evidentemente, tenían 

en los efectos del Covid-19 sobre los sistemas de trabajo en la atención, la principal 

causa. 

 

Incluso las quejas que recibimos sobre los problemas para el cobro de becas y 

ayudas de transporte por cursos realizados tuvieron en el Covid-19 la principal 

causa de los retrasos en el pago, así como de la dificultad para cobrar una de ellas 

al no poder terminar el curso una vez reanudado. En este último caso, dado que se 

trataba de una persona encuadrada en grupo de riesgo y que al curso le quedaban 

muy pocas horas lectivas, se le pudo certificar y, en consecuencia, pagar las ayudas 

y becas.  

 

Tan sólo una queja que hacía referencia al retraso en el cobro de beca tenía su 

origen en causa distinta ya que se trataba de unas ayudas por cursos del año 2019 

que se vieron retrasadas en su pago por contradicción entre la normativa aragonesa 

vigente en el momento de iniciarse el curso y una modificación de normativa 
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estatal que obligó a redactar una nueva orden del Gobierno de Aragón para 

proceder al pago. 

 

También hemos atendido alguna queja en materia de subvenciones en concepto de 

ayuda para el establecimiento como trabajador autónomo tanto por denegación de 

la misma como por reclamación de cobro indebido, sin que en ninguno de los casos 

se apreciase irregularidad en la actuación del INAEM. Por otra parte, atendimos 

alguna queja de ciudadanos que se han visto afectados por las Sentencias del 

Tribunal Supremo (y la consiguiente adaptación legal de las ordenes aragonesas de 

subvenciones y ayudas para el empleo) conforme a las cuales no se equipara la 

Incapacidad Laboral al 33% de Grado de Discapacidad a la hora de optar a plazas 

de trabajo reservadas. En estos casos, informamos a los ciudadanos de la necesidad 

de solicitar la valoración de grado de discapacidad en el IASS. 

 

Destacar el expediente abierto ante la queja del gerente y administrador de una 

empresa de control de plagas que tenía la certificación de nivel 3 (gestión y 

supervisión) por sus estudios de Veterinaria pero no la de nivel 2 que sustituye al 

carnet DDD para aplicar biocidas e iba a tener que cesar en su negocio porque 

dicho carnet estaba a punto de caducar y no había cursos de formación convocados 

para obtener la calificación de nivel 2. Finalmente, desde el Ministerio se prorrogó 

la validez de los carnets hasta mayo de 2021 por lo que le daban mayor margen 

para obtener dicha certificación  

 

En relación con los certificados de profesionalidad, atendimos también la queja de 

una ciudadana a la que, según nos decía, la DGA no le reconocía la formación sobre 

Riesgos Laborales que había recibido en un módulo de su Certificación Profesional, 

si bien no nos concretaba el trámite para el que necesitaba dicho reconocimiento. 

Le trasladamos la información que nos facilitó el INAEM sobre el modo de 

proceder. 

 

Realizamos también la supervisión de las medidas de seguridad en el trabajo y 

prevenci·n de riesgos laborales adoptadas en el taller de empleo ñPaisaje de la 

Hoya IIò que lleva a cabo la Comarca de la Hoya de Huesca/Plana de Uesca en 

colaboración con el INAEM sin que se pudiera apreciar irregularidad 

administrativa alguna.  
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Por último, señalar que también hemos recibido también quejas por problemas 

derivados de la aplicación de la normativa de extranjería a la hora de obtener 

permisos de residencia y trabajo;  de atención en Mutuas Laborales y por sanciones 

impuestas por Inspección de Trabajo, e incluso por la modificación de horarios y 

frecuencias en los servicios de RENFE dificultando la posibilidad de acudir al lugar 

de trabajo, que, por exceder nuestro ámbito competencial, han sido derivadas al 

Defensor del Pueblo para su supervisión. 
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6.  Interior  
 

Expedientes iniciados  137  

Expedientes finalizados  114  

Resoluciones emitidas  17  

Resoluciones aceptadas  9 

Planteamiento general  

Las molestias derivadas por el ruido es una constante en todos los informes 

anuales, afectando por igual a todos los municipios con independencia de su 

tamaño. Los problemas de salud que ocasiona en quienes lo padecen, merece una 

especial atención por parte de los poderes públicos. Por ello, se deben de habilitar 

todas las herramientas disponibles para detectar, constatar y actuar en aquellas 

molestias que suponen un ataque a la inviolabilidad del domicilio.  

 

En el caso de los municipios con cuerpos de Policía Local se debe, en primer lugar, 

disponer de una ordenanza, acorde con la normativa, que sirva de herramienta 

jurídica. De igual modo, se debe de disponer de aparatos para realizar las 

mediciones pertinentes y la formación necesaria de sus miembros. En esta parte, 

es donde entiende esta Institución que puede coadyuvar la Dirección General de 

Interior y Protección Civil, tal como se expone más adelante. 

 

El fen·meno del botell·n es una forma de ñocioò usados por nuestros j·venes, que 

además de los problemas de ruido inherentes al mismo, conlleva otros aparejados. 

Desde este punto de vista, esta Institución ya expreso la idoneidad de disponer de 

una normativa que viniera a prohibir el consumo de bebidas alcohólicas en la vía 

pública, en gran medida realizado por menores de edad. En este aspecto, celebrar 

que el Ayuntamiento de Zaragoza haya llevado a cabo dicha medida, en la que esta 

Institución ha participado.  

 

Los problemas de seguridad ciudadana se han centrado en la ocupación de 

inmuebles. Especial referencia a la zona del Gancho-Pignatelli, en el que mediante 

la colaboración de la Delegación del Gobierno y el Ayuntamiento de Zaragoza, se 

han llevado a cabo una batería de medidas orientadas a reducir la criminalidad en 

la zona y la mejora del entorno urbano.  
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Desde esta Institución se entiende que puede resultar apropiado, pero que no 

permite relajar las medidas establecidas hasta la fecha, así como se propone 

intensificar la presencia de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad por medio de 

controles, al objeto de detectar infracciones tanto administrativas como penales. 

 

La demora en las citas previas ha sido uno de los nuevos problemas surgidos con 

la pandemia. Ello ha provocado en ocasiones problemas con la brecha digital, 

donde personas mayores o poco habituadas a este tipo de tramitaciones, han 

tenido dificultadas para poder contactar con la administración. Por otro lado, la 

paralización del país durante el confinamiento domiciliario, provocó una 

acumulación de gestiones administrativas a realizar por los ciudadanos y que era 

incapaz de absorber la oferta de citas administrativas. Todo ello también da lugar 

a la venta de citas por internet, hechos que fueron comunicados a las autoridades 

oportunas. 

 

Las consultas o disconformidad con la normativa de la pandemia, han hecho y 

siguen siendo durante 2021, una constante en la actividad de la Institución. 

También es justo decir que se viene apreciando un descenso de este tipo de 

consultas, especialmente desde que por parte del Gobierno de Aragón al informar 

de las nuevas medidas y de forma paralela, difunde infografías sobre su contenido, 

lo que permite una mayor compresión por la ciudadanía. 

6.1 Ocio y espectáculos  

En informes anteriores este apartado acumulaba un elevado número de 

expedientes, derivados principalmente de las molestias ocasionadas por el ocio 

nocturno y la celebración de fiestas patronales. Durante 2020 y como consecuencia 

de las medidas adoptadas por las autoridades sanitarias, el ocio nocturno 

permanece cerrado desde el 14 de marzo y las fiestas populares se han visto 

suspendidas. Todo ello ha tenido como consecuencia directa una reducción notable 

de este tipo de molestias. 

 

No obstante, aún en menor medida, se han dado reclamaciones por molestias 

derivadas de establecimientos de hostelería, tanto por los ruidos que se generan 

como consecuencia de la actividad, como por la instalación de veladores. 

 

En muchas ocasiones, tal como informan desde los Ayuntamientos, no se pueden 

llevar a cabo mediciones de ruidos por las siguientes causas: carecer de sonómetro, 
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no existe Policía Local en el municipio, o aun existiendo, no disponen de la 

formación necesaria para realizarlas con las garantías legales exigidas. Este último 

aspecto se debería de tener en cuenta por parte de la Dirección General de Interior 

y Protección Civil dentro de las competencias de la Ley 8/2013 de 12 de septiembre, 

de Coordinación de Policías Locales de Aragón, al objeto de facilitar una formación 

uniforme desde la Academia Aragonesa de Policías Locales. De este modo se 

trataría de unificar en torno a un equipo de medición concreto, más allá de las 

subvenciones para la mejora y el equipamiento de las Policías Locales con cargo al 

fondo local de Aragón que de forma anual se otorgan por el Gobierno de Aragón. 

Tal como se expuso en el Informe Anual de 2019, se hab²a llevado a cabo la ñMesa 

del Justicia sobre Ocio Nocturno en Zaragozaò, que finaliz· con una serie de 

propuestas, entre las que cabe destacar, la constitución de dicha Mesa dentro del 

Ayuntamiento de Zaragoza. No obstante, hasta la fecha no ha sido constituida de 

manera formal, si bien, se tiene constancia de que se está trabajando en ello, 

aunque aún ritmo más lento del que desearía esta Institución, y especialmente, los 

agentes implicados. 

 

Destacar la propuesta aceptada por el Ayuntamiento de Zaragoza de crear una 

herramienta jurídica apropiada para evitar el consumo de bebidas alcohólicas en 

la vía pública, puesto que era una queja habitual a lo largo de los años y que se 

normativizó en la Ordenanza reguladora del consumo   indebido   de   bebidas   

alcohólicas   y   fomento   de   la convivencia. Desde esta Institución, dentro de las 

competencias asignadas estatutariamente se realizaron aportaciones a la norma 

que fueron aceptadas. 

 

En la actualidad se mantiene abierto un expediente por la demora en la tramitación 

de la ordenanza para la protección acústica en el municipio de Zaragoza. 

 

Este año se ha vuelto a tramitar un expediente por una discoteca del barrio de las 

Delicias que con la ampliación a  un local colindante, va a aumentar notablemente 

su capacidad de aforo, lo cual preocupa notablemente a los vecinos dadas todas las 

incidencias que se vienen acumulando en torno al establecimiento y que afectan a 

la seguridad ciudadana. En este caso y tal como se informó desde el Área de 

Urbanismo, se trata de una actuación reglada, por lo que no cabe la denegación de 

la licencia. No obstante, y tal como venían realizando Policía Local de Zaragoza y 

Policía Nacional, en el momento que se proceda a la apertura del ocio nocturno, se 

espera una vigilancia específica en el entorno. 
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La situación de pandemia ha provocado una reducción notable en la celebración 

de espectáculos públicos, si bien, a pesar de ello se han realizado algunos como es 

el caso del celebrado en septiembre en Mozota. En este caso, los promotores de la 

queja exponían el riesgo que suponía para una población de elevada edad la 

celebración de un evento donde se esperaban a ciento de personas durante varios 

días, así como sus dudas de que contaran con las autorizaciones pertinentes. En 

este aspecto, reseñar que por parte de la organización el evento se llevó a cabo 

alejado de los principales núcleos de población, así como se informó a los asistentes 

que se  abstuvieran de acudir al pueblo dado el riesgo que podía suponer para una 

población, principalmente envejecida como es la de Mozota. Por parte de esta 

Institución se comprobó que contaba con los permisos pertinentes del 

Departamento de Sanidad para la celebración del evento tras comprobar las 

medidas implantadas por los organizadores, por lo que reproche alguno cabía en 

lo referente al tema sanitario. 

 

Empero, no fue así en lo que respecta a la tramitación de otras autorizaciones, lo 

que llevó a emitir una serie de recomendaciones al Ayuntamiento de Mozota 

(Expediente 1027/20 ), al entender que no se había respetado el procedimiento 

establecido por la normativa autonómica para la celebración de este tipo de 

eventos, que no se habían solicitado las autorizaciones oportunas a la 

Confederación Hidrográfica del Ebro, y especialmente, que no se habían valorado 

las causas de abstención por parte del Alcalde y el Teniente de Alcalde en quien se 

delegó las funciones, a pesar de tener un interés directo en el asunto como uno de 

los promotores del evento. Al cierre de este informe no se ha recibido 

pronunciamiento sobre la resolución.  

 

Entre los expedientes tramitados también se encuentra el referente a los problemas 

de ruido derivados de dos establecimientos de hostelería colindates con la vivienda 

de los promotores de la queja de 80 y 89 años. En el mismo se solicitaba 

información al Ayuntamiento de Biescas (Expediente 1444/19)  sobre el motivo 

de la queja. Respuesta alguna se recibió por parte del Consistorio, lo que obligó a 

esta Institución a llevar a cabo un Recordatorio de Deberes Legales de colaboración 

con esta Institución, así como la emisión de las sugerencias oportunas, máxime 

cuando uno  de los establecimientos implicados es titularidad de un miembro de la 

Corporación Municipal.  

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/1027-2020.pdf
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6.2 Animales  

En el inform e anual de 2019 fue la primera vez en incorporarse este subapartado a 

la vista de que el reparto anterior no permitía posteriormente conocer con facilidad 

los expedientes tramitados sobre esta materia. 

 

De los expedientes tramitados en 2020, destacan todos aquellos que hacen 

referencia a los perros catalogados potencialmente peligrosos y los problemas 

derivados de la tramitación de sus licencias y registros. 

 

De los expedientes finalizados en 2020 se ha podido comprobar la confusión de 

algunos ayuntamientos sobre la normativa aplicable, dado por un lado la falta de 

claridad de la misma, y por otro, la falta de desarrollo autonómica en la materia. 

Entre los problemas observados, se aprecia la falta de reconocimiento de las 

licencias expedidas por Ayuntamientos de otras Comunidades Autónomas por el 

Ayuntamiento de Sarrión (Expediente 588/19 ), así como la confusión entre 

licencia (requisito previo para poder adquirir un perro de ese tipo de razas), con el 

registro en el que deben constar los datos del animal (acto posterior una vez 

adquirido), de modo que se suelen solicitar ambos de forma simultánea. 

 

La obtenci·n de la licencia debe ser ñpreviaò a la tenencia del animal, por lo que 

aquella persona que desee obtener un perro de las razas catalogadas como 

potencialmente peligrosos, debe tener en su propiedad una licencia para la 

tenencia de este tipo de animales, con anterioridad a la adquisición del mismo.  

 

A su vez, la licencia no se encuentra vinculada a un animal en concreto, sino que 

habilita a la posesión o tenencia de cualesquiera de los catalogados. Es un error 

habitual de muchos ayuntamientos confundir el registro de animales con la 

licencia y vincular estas últimas a un perro concreto, lo cual sería lo mismo que 

adscribir un carnet de conducir a un vehículo determinado. 

 

Entre los problemas apreciados se encuentra la falta de competencia municipal 

alegada por el Ayuntamiento de Cuarte de Huerva para la catalogación de perros 

como potencialmente peligrosos fuera del listado reconocido (Expediente 

15/20) .  

 

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/588.2019.pdf
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Extremo no compartido por esta Institución, que  entiende que entra dentro de su 

marco competencial, y en el caso de no contar con veterinario designado o 

habilitado, debería de solicitar la colaboración del Gobierno de Aragón. 

 

También se llevó a cabo la tramitación de un expediente de oficio con el 

Ayuntamiento de Belchite para adaptar el listado de razas de perros como 

potencialmente peligrosas a las recogidas en la normativa nacional (Expediente 

28/20) . 

 

Muchos de los problemas derivados con la tramitación de los perros catalogados 

como potencialmente peligrosos, se podrían ver solventados con una regulación a 

nivel autonómico, como se ha hecho en otras Comunidades Autónomas, a los 

únicos efectos de establecer criterios uniformes sobre la tramitación de licencias y 

registros. Así se le sugirió al Departamento de Agricultura, Ganadería y Medio 

Ambiente, quien informó que actualmente ni a medio plazo, tenía previsto el 

desarrollo de normativa autonómica  relacionada con la tenencia de animales 

potencialmente peligrosos dado que las incidencias relacionadas con este tema no 

son habituales y por ello, no se considera un tema prioritario con respecto al 

conjunto de competencias responsabilidad del Departamento. 

 

Entre los expedientes tramitados se encuentra un expediente a raíz del sacrificio 

de un perro llevado a cabo en el Centro Municipal de Protección Animal 

(Expediente  1488/19)  por no respetar los plazos establecidos en la normativa 

autonómica. Igualmente se llevaron a cabo otros expedientes con el mismo Centro 

por limitar el acceso a los voluntarios (Expediente 234/20  y 295/20 ). 

 

Actualmente se encuentra abierto un expediente por supuestas perreras ilegales en 

el entorno de la Urbanización Santa Bárbara de Teruel, donde desde hace años los 

vecinos vienen denunciado el estado de los animales y la cría ilegal que se realiza. 

6.3 Seguridad ciudadana  

El fenómeno de la ocupación ha tenido mayor incidencia en los expedientes 

tramitados por esta In stitución en comparación con años anteriores, no obstante, 

y tal como informa Delegación del Gobierno en Aragón, no existe un problema 

generalizado ni un aumento de este tipo de delitos en comparación con ejercicios 

anteriores. 

 

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/1488.2019.pdf
https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/234.2020.pdf
https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/295.2020.pdf
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Entre los expedientes tramitados se encuentra el del Hotel San Valero ubicado en 

la ciudad de Zaragoza. Dicho inmueble fue ocupado por un amplio número de 

personas que, según informaban los promotores del expediente, no respetaban las 

normas sanitarias establecidas, puesto que era habitual verlos salir del hotel a las 

tiendas adyacentes sin hacer uso de la mascarilla obligatoria. Por parte del 

Lugarteniente del Justicia llevó a cabo visita del mismo para poder conocer el 

estado del inmueble y las afirmaciones manifestadas por los ciudadanos. Durante 

la tramitación del mismo y tras solicitar la colaboración de la Delegación del 

Gobierno, se tuvo constancia del lanzamiento judicial del inmueble, por lo que se 

procedió al archivo del mismo. 

 

Destacar el expediente tramitado por las denuncias formuladas en el entorno del 

Gancho y Pignatelli, que si bien ya se abrieron varios expedientes en el año 

anterior, se presentaron nuevos escritos por parte de la ciudadanía y asociaciones, 

dadas las noticias acontecidas (Expediente 993/20) . En el citado expediente se 

reconoce la labor realizada tanto desde la Delegación del Gobierno como por parte 

del Ayuntamiento de Zaragoza. El primero aumentando los medios materiales y 

personales con el objetivo de garantizar la seguridad ciudadana. El segundo, 

colaborando la Policía Local en la prevención de actos delictivos, y especialmente, 

por parte del Área de Urbanismo, mediante la creación de un plan especial para 

regenerar el entorno.  

6.4  Tráfico  

A.  Normativa  

Tal como se hizo constar en el informe anual de 2019, se habían llevado a cabo la 

tramitación de varios expedientes (Expediente 956/18  y 1750/18 ) en el que se 

proponía al Ayuntamiento de Zaragoza ñla elaboraci·n una ordenanza de 

movilidad que unifique aquellas que hagan referencia a esta materia, con el 

objetivo de evitar las remisiones y dispersión normativa, facilitando de este modo 

su conocimiento y difusión, y adaptándolas tanto a la realidad social como t®cnica.ò 

Los expedientes tuvieron que ser archivados sin que hubiera pronunciamiento 

alguno por parte del Ayuntamiento. Empero, se ha podido comprobar a través de 

la relación de extractos de los acuerdos adoptados por el Excmo. Ayuntamiento en 

Pleno en sesión ordinaria semipresencial celebrada el día 30 de octubre de 2020 y 

publicada en el BOPZ el 18 de noviembre, como en su punto 34 constaba la 

aprobación de la propuesta para ñla redacci·n de un borrador de la nueva 

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/2019/12/n008339_656.2018.pdf
https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/2019/12/n008320_1750.2018.pdf
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Ordenanza de la Movilidad Urbana de Zaragozaò. Es por ello, que esta Institución 

pasa a modificar el archivo de la misma como aceptada. 

 

Actualmente se encuentra en tramitación un expediente con el Ayuntamiento de 

Fraga por la instalaci·n de ñzonas verdesò de estacionamiento regulado.  

 

B. Procedimiento sancionador  

Como de forma reiterada se viene informando, esta Institución no tiene entr e sus 

cometidos el asesoramiento por las sanciones impuestas, quedando su actuación 

delimitada a verificar que las Administraciones han respetado el procedimiento 

sancionador. 

 

La mayoría de expedientes tramitados en este epígrafe hacen referencia a 

sanciones en materia de tráfico. En muchos de ellos no es necesario recabar 

información de la Administración, al poder comprobar con la información que 

obra en el expediente que no existe irregularidad en la actuación administrativa. 

A lo largo de 2020 se han tramitado expedientes referidos a la retirada de vehículos 

con la grúa, el funcionamiento incorrecto de los parquímetros o el embargo de 

vehículos entre otros. 

 

C. Seguridad vial  

En base al indudable derecho de los ciudadanos a obtener seguridad viaria y de 

participa r en las políticas públicas, viene siendo habitual que hagan llegar a las 

diferentes administraciones competentes su preocupación por determinados 

asuntos que afectan a la seguridad vial. 

Durante el 2020 se tramitaron expediente sobre la posibilid ad de instalar pasos de 

peatones nuevos o mejorar la visibilidad de los ya existentes, especialmente en 

aquellos que se encuentran próximos a centros educativos. Igualmente se ha 

planteado la creación de rotondas, la instalación de radares, su preocupación por 

el estado de las carreteras o el riesgo de desplazamientos de los contenedores de 

basura que acaban golpeando a los vehículos o invadiendo la calzada. 

 

E. Funcionamiento  

Además de las habituales por ausencia de respuesta de las administraciones, trato 

incorrecto o falta de información, conviene destacar este año las referidas a la 

demora o dificultad para poder obtener cita previa en determinados servicios o 

administraciones. 
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Este tipo de reclamaciones han venido siendo habitual a lo largo de los años, si 

bien, y como consecuencia de las medidas adoptadas por la pandemia, han 

provocado que su número se haya visto incrementado notablemente o incluso que 

se hagan referencia a determinadas organismos que anteriormente no sufrían 

estos retrasos. Dichos expedientes hacían referencia especialmente a la Dirección 

General de Tráfico y con determinados trámites de la Policía Nacional. Dada la 

falta de competencia del Justiciazgo ante administraciones de carácter estatal, las 

mismas fueron derivados al Defensor del Pueblo para su tramitación. 
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7. Empleo público  
 

Expedientes iniciados  104  

Expedientes finalizados  114  

Resoluciones emitidas  30  

Resoluciones aceptadas  17  

Planteamiento general  

Durante el año 2020, sigue apreciándose una preocupación muy importante en 

relación con el desarrollo de los procesos selectivos.  

En efecto, en un contexto de profunda crisis del empleo privado como ocurre en la 

actualidad, no es de extrañar que exista entre los aragoneses una sensibilidad muy 

acusada en lo que se refiere al desarrollo de las oposiciones y otros mecanismos de 

selección de los empleados públicos. 

Esta situación -que podría afectar a toda España- resulta especialmente 

importante en nuestra Comunidad Autónoma, debido al peso que el empleo 

público presenta en Aragón, que, siendo superior desde hace tiempo a la media 

nacional, ha aumentado bastante en los últimos años. De este modo, con los datos 

que han podido manejarse hasta el año 2019 (recogidos en el Anuario Aragonés 

de Gobierno Local 2019) hay que precisar que, en el cómputo general nacional, el 

porcentaje de empleados públicos en relación con el número de habitantes  es el 

5ô51%, lo que contrasta con el porcentaje regional que se sitúa en el 7.02%, siendo 

significativo que el porcentaje estatal haya permanecido estable en el período 

2008 -2019, mientras que el porcentaje autonómico se haya incrementado, para el 

mismo lapso temporal, de un 6,55% a un 7,02%. 

En función de lo expuesto, se comprenderá que los poderes públicos autonómicos 

deban -debamos- por tanto hacer un especial esfuerzo para que los procesos 

selectivos sean lo más respetuosos posible  con lo que, al fin y al cabo, constituye 

un derecho fundamental de acceso en condiciones de igualdad a los cargos públicos 

(art. 23 de la Constitución), que debe interpretarse sistemáticamente con los 

principios constitucionales de mérito y de capacidad a la hora de reclutar 

empleados públicos. 

Junto a estos expedientes vinculados con las oposiciones, concursos, el 

funcionamiento de las listas de interinos y procesos selectivos en general, hay que 
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dar cuenta de otros expedientes en los que se abordan controversias relacionadas 

con los derechos y deberes de los empleados públicos, de los que también se hará 

la oportuna reseña. 

7.1. Procesos  selectivos de funcionarios de carrera.  

A. La garantía de publicidad en un proceso selectivo de funcionario de 

carrera  

En el Expediente 846/19 , esta Institución debió recordar al Ayuntamiento 

afectado la obligatoriedad legal de proceder a publicar el anuncio de la 

convocatoria del proceso selectivo en el Boletín Oficial del Estado, en 

cumplimiento del art. 97 de la Ley de Bases de Régimen Local, en cuanto que el 

cumplimiento de esta norma pretende asegurar la publicidad necesaria para 

garantizar el derecho de acceso a cargos públicos en condiciones de igualdad (art. 

23 de la Constitución). 

 

Dicha Sugerencia fue aceptada por el Ayuntamiento en cuestión. 

B.  Necesidad de respetar las bases del proceso selectivo a la hora de 

fijar el contenido de las pruebas  

En el Expediente 276/19 , se consideró que el Ayuntamiento concernido había 

podido alterar el contenido de una de las pruebas, tal y como figuraban en las bases 

de la convocatoria. En efecto, en dichas bases se preveía la práctica de unas pruebas 

psicotécnicas que, luego, se transformaron en la realidad en una prueba de 

conocimientos legales (según manifestó la ciudadana). De este modo, desde esta 

Institución, se entendió que la referencia a las «pruebas psicotécnicas» podía ser 

equívoca y haber llevado a confusión a los aspirantes, por lo que se emitió una 

Sugerencia para que, en los procesos selectivos, las pruebas realizadas se ajustasen 

al contenido de las bases de la convocatoria. Asimismo, se exhortó a la Corporación 

para que, en cualquier caso, definiera con la mayor claridad posible las 

características de las pruebas de los procesos selectivos. 

 

El Ayuntamiento no se pronunció sobre el contenido de esta Sugerencia. 

C. Ob ligación de motivar las puntuaciones de los procesos selectivos 

conforme exige la Jurisprudencia y sugerencia de valoración sobre la 

posibilidad de grabar las pruebas  

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/846.2019.pdf
https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/276.2019.pdf
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Varias personas acudieron a esta Institución criticando la falta de información 

sobre la puntuación obtenida en el proceso selectivo correspondiente al Cuerpo de 

Maestros (Expediente 1282/19 ). Desde el Justicia de Aragón, haciendo nuestra 

la reflexión doctrinal del profesor Tomás Ramón Fernández, se considera que «no 

valen puntuaciones, sino buenas razones», es decir, debe reconocerse a los 

opositores, no sólo el derecho a acceder al expediente, sino también a recibir una 

motivación o explicación que supere la mera puntuación numérica de los ejercicios 

de las oposiciones.  

 

En esta misma Sugerencia, también se propuso que se valorara la posibilidad de 

grabar las pruebas orales, tal y como se viene previendo en algunos procesos 

selectivos de la Administración General del Estado o en los nombramientos 

discrecionales de altos cargos judiciales. 

Por parte del Departamento competente por razón de la materia vino a aceptarse 

la primera Sugerencia, relativa al derecho a recibir una adecuada motivación, 

mientras que, respecto a la grabación de las pruebas, se comprometió a estudiar 

esta posibilidad, teniendo en cuenta las dificultades de organizar procesos 

selectivos complejos en escaso período de tiempo. 

D.  Conveniencia de verificar si, a la vista de la existencia  de 

funcionarios interinos que no ocupan plazas vacantes, procede, o no, 

la creación de plazas estructurales con el fin de ofrecerlas a los 

funcionarios de carrera de nuevo ingreso  

En el Expediente 122 /20  se abordó la reclamación de varios funcionarios en 

prácticas que, estando pendientes de destino definitivo, llamaban la atención sobre 

el hecho de que desarrollasen su actividad funcionarios interinos, en ejecución de 

programas de carácter temporal, en localidades en las que, a los nuevos 

funcionarios de carrera, les hubiera gustado iniciar su relación funcionarial.  

Dado que los funcionarios interinos ocupaban plazas que no eran de plantilla, se 

sugirió al Departament o de Educación, Cultura y Deporte que valorara si estos 

puestos de funcionario interino deberían convertirse, en su caso, en plazas de 

estructura que pudieran ser ocupados por funcionarios de carrera. 

El Departamento, tras explicar las peculiaridades de las necesidades a que 

atendían estos empleados públicos, se comprometió a estudiar la posible creación 

de plazas estructurales. 

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/1282.2019.pdf
https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/122.2020.pdf
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7.2. Personal interino  

A. Planteamiento  

Las consideraciones expuestas en relación con los funcionarios de carrera son en 

buena medida trasladables a quienes no cuentan con una relación de servicios 

permanente con la Administración.  

No obstante, conviene exponer individualmente algunos de los problemas 

suscitados en relación con este tipo de empleados públicos. 

B.  Forma de llamamiento  

Sin duda, uno de los aspectos que resulta muy difícil de regular -y de gestionar- por 

parte de la Administración consiste en la determinación de la fórmula de 

llamamiento de los funcionarios interinos cuando son requeridos sus servicios. 

Ello es así, porque deben a la vez garantizarse los derechos de los aspirantes (del 

concretamente llamado a desarrollar funciones profesionales y de los otros 

interesados) y a la vez asegurarse un mecanismo ágil para que puedan ser 

atendidas las que se consideran, en principio, como necesidades perentorias del 

servicio público (que constituye el presupuesto fáctico del llamamiento de esta 

clase de funcionarios). 

Precisamente, la posibilidad de usar la «web» correspondiente, en vez de la 

llamada telefónica para efectuar el llamamiento de una lista de interinos, fue el 

objeto de la Sugerencia emitida en el Expediente 956/19 , en la que se propuso 

al Departamento de Educación, Cultura y Deporte lo siguiente:  

«1.- Que se valore la implantaci·n del sistema de llamamiento mediante ñwebò en 

relación con los funcionarios interinos de las Clases de especialidad Técnicos en 

Jardín de Infancia y Auxiliares de Educación Especial ». 

Con todo, en la misma Sugerencia, y al objeto de proporcionar mayor seguridad a 

los interesados, se sugería que, antes de iniciar el llamamiento telefónico, se 

valorara la publicación de un anuncio especialmente cuando se variase la fecha de 

inicio de los llamami entos respecto a ejercicios anteriores. 

La Administración comunicó al Justicia de Aragón que estaba trabajando en la 

adopción de un sistema de llamamiento a través de «web», a la hora de efectuar el 

primer llamamiento del tipo de empleados públicos a que se refería la queja. En 

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/956.2019.pdf
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cambio, entendió que no era necesaria la publicación de un anuncio que sirviera 

de aviso del primer llamamiento.  

C. Posibilidad de alegar una justificación para no acudir al puesto de 

trabajo tras su aceptación, sin sufrir penalizaci ón.  

También, en relación con las bolsas de interinos, se planteó en el Expediente 

856/19  la posibilidad de alegar una justificación para no acudir al puesto de 

trabajo, una vez que se había aceptado el llamamiento por el interesado, en función 

de una causa sobrevenida. En este sentido, se sugirió al Departamento de Hacienda 

y Administración P ública lo que sigue: 

«Que valore la posibilidad de interpretar la Instrucción de 3 de noviembre de 

2008, de la Dirección General de la Función Pública, por la que se establecen 

criterios de confección y gestión de listas de espera para nombramiento de 

funcionarios interinos en la Administración de la Comunidad Autónoma de 

Aragón, en el sentido de permitir que pueda alegarse una causa justa para la no 

incorporación de la plaza interina, en caso de que se produzca un motivo 

sobrevenido justo después del plazo ofrecido para la aceptación de los puestos 

ofrecidos. Alternativamente, procede sugerir a la Administración que valore la 

eventual introducción en la regulación aplicable de la posibilidad de aducir una 

causa justificativa de la renuncia tras la aceptació n y adjudicación del puesto de 

trabajo, pero antes de su efectiva incorporación, cuando se produzca una 

circunstancia sobrevenida después del plazo para la aceptación del puesto de 

trabajo ». 

El Sr. Consejero vino a aceptar parcialmente esta Sugerencia. 

D. La exigencia de «experiencia en tareas de gestión de empleo» para 

ocupar puestos de Técnico Superior de Empleo y los profesores de 

enseñanza secundaria.  

En el Exped iente 1075/19 , se abordó una situación concreta consistente en la 

exigencia de contar con «experiencia en tareas propias de gestión de empleo», al 

parecer, dispuesta en un proceso selectivo, a través del INAEM, para seleccionar 

puestos de Técnicos Superiores de Empleo. En concreto, el ciudadano, que había 

prestado servicios como profesor de enseñanza secundaria, se quejaba de no haber 

sido tomada en consideración su candidatura en función de carecer de dicha 

experiencia, a pesar de que la legislación educativa atribuye a estos profesionales 

la competencia para la «orientación educativa, académica y profesional de los 

alumnos, en colaboración, en su caso, con los servicios y departamentos 

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/856.2019.pdf
https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/856.2019.pdf
https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/1075.2020.pdf
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especializados». Desde esta Institución, a la vista de esta referencia normativa, se 

sugirió que se tuviera en cuenta dicha prevención legal a los efectos de la admisión 

de estos profesionales en un proceso selectivo con la exigencia o requisito 

precitados. 

La respuesta de los dos Departamentos concernidos no fue concluyente respecto al 

contenido de la presente Sugerencia. 

E. Reglas de preferencia en el cese de funcionarios interinos.  

En el Expediente  1526/19 , se planteó el problema, entre otros, de determinar 

qué funcionario interino debe ser cesado cuando, existiendo varios funcionarios 

interinos ocupando plazas semejantes, debe ocupar una de tales plazas un 

funcionario de carrera.  

Ante la inexistencia de tales reglas, se sugirió a los Departamentos de Hacienda y 

Administración y de Ciudadanía y Derechos Sociales que establecieran algún tipo 

de norma a estos efectos. 

La Administración aceptó sustancialmente esta propuesta. 

7.3. Personal interino al servicio de la Administración de Just icia.  

Respecto a la provisión de funcionarios interinos de los Cuerpos Nacionales al 

servicio de la Administración de Justicia, ha existido una preocupación muy 

generalizada entre los afectados por algunos de los requisitos exigidos en la 

normativa autonóm ica para formar parte de la correspondiente bolsa. En concreto, 

en un expediente resuelto el año 2019 se criticó por algunos interesados que se 

exigiera no estar inscrito en bolsas de interinos de otras Administraciones para 

prestar servicios en los mismos cuerpos. Por el Justicia de Aragón, se propuso que 

se replanteara la idoneidad de este requisito, puesto que ello podría obstaculizar 

que personas con experiencia en los Juzgados y Tribunales pudieran desempeñar 

este tipo de puestos en la Administración de Justicia en Aragón. Esta propuesta fue 

recogida por el Departamento competente, al expresar que se iba a procederse a 

estudiar la eliminación de dicho presupuesto (Expediente 602/19 ). 

Ya, en el año 2020,  en el Expediente 1057/19 , esta Institución, a instancias de 

una entidad sindical, debió valorar nuevamente los requisitos de integración en las 

listas de interinos y se propugnó una reforma de la normativa autonómica (el 

Decreto 88/2018, de 22 de mayo, sobre requisitos del personal interino de los 

Cuerpos Nacionales al servicio de la Administración de Justicia), en el siguiente 

sentido: 

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/1526.2019.pdf
https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/1057.2019.pdf
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ñ1.- Que, en caso de mantener el requisito relativo a la puntuación mínima del 

treinta por ciento sobre la puntuación total del primer ejercicio, valore la 

posibilidad de incorporar la propuesta normativa de la entidad promotora de la 

Queja, de manera que se precise que, cuando un ejercicio conste de más de una 

prueba, la valoración se haga o no sobre el conjunto de dichas pruebas, y para 

hacer constar que, en caso de que un ejercicio conste de varias pruebas, el 

requisito se referiría a la primera de las pruebas, caso de que no se proceda a la 

corrección y por tanto a la puntuación d e la segunda prueba. 

2.- Que se valore la oportunidad de promover la modificación del Decreto del 

Gobierno de Aragón 88/2018, en el sentido de eliminar el requisito impeditivo 

correspondiente a «no formar parte de las bolsas de interinos de Justicia de otr os 

ámbitos territoriales en el cuerpo al que se aspira ». 

La Sra. Consejera del ramo señaló que estaban previstas las modificaciones 

propuestas en el Decreto 88/2018, haciendo uso de la posibilidad de alterar los 

requisitos allí establecidos mediante una Orden, como así efectivamente se hizo. 

7.4. Exigencia de actividad profesional para los profesores asociados 

de la Universidad de Zaragoza.  

En el Expediente 1508/19  hubo de atenderse a una queja en la que un ciudadano 

criticaba la contratación, como profesores asociados de la Universidad de 

Zaragoza, a profesores interinos  de enseñanza medida, al considerarse que no se 

cumplía con el requisito de realizar una actividad profesional no académica, al 

existir períodos temporales de desempleo. 

Desde esta Institución, se sugirió a la Universidad de Zaragoza que verificara la 

comprobación de realización de una actividad profesional al tiempo de firmar el 

contrato y de inicio de la actividad laboral.  

No se ha recibido todavía respuesta de la Institución universitaria. 

7.5. Funciones del personal eventual y vigencia de su nombramiento en 

las entidades locales.  

En el Expediente 1029/19 , esta Institución pudo recordar dos normas que 

regulan el estatuto del personal eventual y, en particular, del personal eventual de 

las entidades locales. 

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/1508.2019.pdf
https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/1029.2019.pdf
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En primer lugar, se expuso que la vigencia de los nombramientos como personal 

eventual se extiende hasta el fin del mandato de la autoridad que ha efectuado tales 

nombramientos, por lo que cada proceso electoral presenta una gran importancia 

a estos efectos, al cesar los miembros de la Corporación y, por tanto, el personal 

eventual que hubiera sido designado por ellos.  

En segundo término, se recordó que el personal eventual no puede realizar 

funciones administrativas, sino únicamente de asesoramiento especial. 

La Entidad Local afectada no se ha pronunciado, al día de la fecha, sobre estas 

cuestiones. 

7.6. Comisiones de servicio  

En materia de comisiones de servicio, desde esta Institución hemos podido 

observar los problemas prácticos que conlleva la aplicación de la Sentencia del 

Tribunal Supremo de 24 de junio de 2019, que ha venido a exigir la existencia de 

una convocatoria pública con carácter previo a la concesión de una comisión de 

servicios. 

En el Expediente 1225/19 , se sugirió a los Departamentos de Hacienda y 

Administración Pública; y de Ciudadanía y Derechos Sociales que, entre otras 

cosas, promovieran la aprobación de una regulación que disciplinara la provisión 

de funcionarios en régimen de comisión de servicios.  La Administración contestó 

que estaban en proceso de elaboración de una norma de estas características. 

Por su parte, en el Expediente 665/1 9 , se sugirió a un Ayuntamiento que, dentro 

de las reglas existentes sobre el particular en la Corporación, se incluyera la 

previsión de un baremo con el fin de proporcionar seguridad jurídica a lo que, en 

definitiva, constituye un proceso selectivo, lo que no se aceptó por dicha Entidad 

local. 

En estos momentos, debe decirse que se ha aprobado por el Gobierno de Aragón el 

Decreto 129/20 , de 23 de diciembre, donde ya se establece una regulación de las 

convocatorias de las comisiones de servicio. 

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/1225.2019.pdf
https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/665.2019.pdf
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7.7 Promoci ón interna  

Como sucedió el año pasado, los procedimientos de promoción interna han sido 

objeto de queja por parte de los ciudadanos, aunque por motivos diferentes. 

En el Expediente 1271/19 , se sugirió que se valorara la posibilidad de que las 

Auxiliares de Casa Amparo que ocupan puestos de la Escala de Administración 

General pudieran participar en los procedimientos administrativos de promoción 

interna para la Subescala Administrativa de la Escala de Administración General, 

con base en algún precedente jurisprudencial, en el que se admitió que, en 

determinados casos, funcionarios de escalas especiales pudieran optar a una 

promoción de una escala de Administración General. 

En segundo lugar, por parte de un funcionario de la Administración Pública de la 

Comunidad Autónoma de Aragón, se planteó la posible vigencia de un pacto-

convenio, en el que venía a exceptuarse la fase de oposición en los procesos de 

promoción interna,  lo que no era reconocido por la Administración, al entender 

que se trataba de una norma con eficacia temporal que ya había perdido vigencia. 

Desde esta Institución, y siendo consciente de los problemas interpretativos de 

estas peculiares normas convencionales, se sugirió que se procediera a clarificar la 

vigencia de la regulación invocada por el ciudadano (Expediente 208/20 ) 

7.8. Derecho a la igualdad retributiva de los policías locales.  

Los cambios legales en cuanto a la adscripción de los policías locales aragoneses 

han dado lugar a diversas controversias desde la perspectiva del principio de 

igualdad. Precisamente, en el Expediente 1419/19  se sugirió el reconocimiento 

de la igualdad retributiv a a un funcionario de este Cuerpo, lo que se aceptó por 

parte de la Corporación afectada. 

7.9.  Derecho a la percepción de incrementos retributivos por realizar, 

de darse, actividad profesional que exceda del concreto puesto de  

trabajo oficial.  

En el Expediente 8/20  se propuso a una Entidad local que valorase, en su caso, 

la pertinencia de compensar retributivamente tales tareas superiores, mediante la 

modificación del Convenio Colectivo del Personal Laboral de la Corporación y la 

aplicación, si procediere, de la Jurisprudencia en materia de reconocimiento de 

mayores retribuciones por las tareas efectivamente realizadas por los trabajadores. 

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/665.2019.pdf
https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/1419.2019.pdf
https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/8.2020.pdf
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7.10 Adaptación del puesto de trabajo de funcionarios interinos de los 

cuerpos docentes no universitarios.  

En el Expediente 227/20 , y debido a los problemas que plantea el cambio de 

destino en la adaptación del puesto de trabajo por motivos de salud a los 

funcionarios interinos, se sugirió que, en la medida de lo posible, se mantuviera 

cautelarmente, y en lo que procediera, la adecuación del puesto de trabajo anterior 

hasta que se hiciera la evaluación definitiva del nuevo puesto de trabajo. 

La Administración no aceptó la presente Sugerencia. 

7.11 La posible discriminación entre Licenciados y Graduados en 

Derecho a efectos de impartir diferentes asignaturas en centros 

docentes privados  

Aunque no se trata, en puridad, de un caso de empleo público, sí que ha parecido 

interesante incluir este asunto en el presente apartado, debido a que versa sobre 

las condiciones de formación para impartir determinadas materias en centros de 

titularidad privada, en los que suele existir una estrecha relación con la 

Administración.  

En concreto, en el Expediente 1298/19  se apreciaba la ausencia de una 

motivación explícita que justificara la razón por la que los Licenciados en       

Derecho ïfrente a los nuevos Graduados en Derecho- podían impartir un menor 

número de asignaturas. De ahí que se dictara una Sugerencia dirigida a evitar este 

trato no igualitario, a la vez que se proponía que esta cuestión fuera objeto de una 

norma jurídica y no de una simple instrucción.  

El Departamento competente comunicó que iba a practicar dicha equiparación, 

por lo que la Sugerencia fue esencialmente admitida. 

7.12 Personal estatutario del Servicio Aragonés de la Salud (SALUD)  

Respecto a este tipo de personal específico que sirve en los Servicios de Salud, se 

han formulado dos Sugerencias, cuyo contenido se expone a continuación.  

En la Sugerencia dictada en el Expediente 84 /20  se interesó del SALUD que 

convocara las bolsas de empleo temporal de todas las categorías recogidas en el 

Pacto de 20 de febrero de 2008, y que se adoptaran las medidas oportunas para 

que, en el año 2021, estuvieran publicadas las listas definitivas de aspirantes en las 

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/227.2020.pdf
https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/1298.2019.pdf
https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/84.2020.pdf
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convocatorias para la cobertura temporal de plazas estatutarias de todas las 

convocatorias, cumpliendo así con lo acordado en el Pacto de la Mesa Sectorial de 

Sanidad de 201. 

Finalmente, en la Sugerencia emitida en el Expediente 1340/19  se abordó la 

dif erente regulación existente cuando se produce el rechazo de un llamamiento de 

la bolsa de trabajo y cuando se renuncia a desempeñarlo después de haberse 

comprometido a realizarlo o durante el desempeño de la prestación de servicios. 

En la Sugerencia se proponía una clarificación normativa, así como la valoración, 

en el caso objeto de la queja, de revocar la penalización sufrida por un enfermero 

que había renunciado a una prórroga de un nombramiento para cuidar a su abuela. 

  

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/1340.2019.pdf
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8.  Derechos  
 

Expedientes iniciados  119  

Expedientes finalizados  114  

Resoluciones emitidas  4 

Resoluciones aceptadas  1 

 

Planteamiento General  

La pandemia, y sobre todo el periodo de confinamiento domiciliario que sufrimos 

los españoles a partir del 14 de marzo de 2020, ha afectado de forma radical a esta 

materia, ya que en dicho espacio temporal, con los condicionantes que se exponen 

en el apartado de este informe ñEl Justiciazgo ante la pandemiaò, la presentaci·n 

de quejas, consultas y requerimientos que realizaron ante el Justicia los 

ciudadanos se fueron incluyendo, con su variada y extensa temática que siempre 

afectaba a la posible vulneración de derechos dado el estado de alarma declarado, 

en esta materia generalista, aunque en muchas ocasiones la cuestión planteada 

pudiera ser incluida en otras, tales como sanidad, servicios, sociales, educación, 

etc. 

8.1  Derechos políticos  

Volvemos un año más a encontrarnos ante quejas realizadas desde grupos 

municipales o concejales en la oposición municipal ante la falta de traslado de 

informac ión, incumplimiento de acuerdos o falta de notificaciones de realizaciones 

de plenos, y ello tanto en ayuntamiento de localidades pequeñas, caso de 

Manchones (Expediente 132/19 ) o Mazaleón (Expediente 552/ 20)  o en otras 

de mayor población como Calatayud (Expedientes 104/20 y 143/20 ), relativos 

a diversos acuerdos de órganos municipales y su ejecución-, o el 110 /20  -respecto 

a la retirada de la medalla de la ciudad al dictador Franco- o Monzón (Expediente 

436 /20 ). Debe indicarse que se constata en casi todos los casos la realidad de la 

falta de traslado de información o inadecuado funcionamiento, sobre todo por 

dilación, de los actos de los órganos municipales, que en varias ocasiones se ven 

solventados tras la simpe solicitud de información desde el Justiciazgo. 

Especialmente singulares han sido en este ejercicio, y en esta materia, los 

Expedientes 1063/19 y 818/20 , el primero relativo al posible cobro indebido 

de salario por el Alcalde de Ontinar de Salz y el segundo, respecto al cumplimiento 

de un acuerdo plenario del Ayuntamiento de Andorra respecto a la auditorio de 
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una sociedad municipal, emitiéndose en ambos caso Recomendación/Sugerencia 

por parte del Justicia. 

Ex pediente 1063/19.  Posible cobro indebido por parte del Alcalde de la Entidad 

Local Menor Ontinar del Salz de determinas retribuciones, no correspondiendo 

además a criterio del remitente el tiempo dedicado al Ayuntamiento con el tiempo 

por el que se percibían retribucione s.  

Fundamentación de la resolución:  

ñTercero.- A la vista del marco jurídico expuesto, y relacionando el mismo con los 

hechos indicados en el antecedente 4º de esta resolución, cabe concluir que las 

retribuciones del Alcalde de la Entidad Local Menor Ontinar de Salz  se 

produjeron en el periodo de mandato de 2015 a 2019 con carácter general de 

acuerdo a las previsiones legales aplicables y en razón a las cuantías 

debidamente al efecto aprobadas en los presupuestos correspondientes, sin que 

las concretas horas de dedicación al cargo quepa determinar se han apartado de 

las 15 horas semanales establecidas en el acuerdo de octubre de 2015, pues las 

mismas no cabe ver sean exclusivamente las presenciales en el Ayuntamiento, 

dado el tipo de dedicación que el cargo conlleva, que en muchas ocasiones se debe 

realizar fuera de la misma en visitas, reuniones, etcé, e incluso en el propio 

domicilio particular para preparación o estudio de temas municipales.  

Cuarto. - No cabe decir lo mismo del periodo que comprende desde la toma de 

posesión desde las elecciones de mayo de 2019, el cual no cuenta con soporte 

alguno que determine que el cargo de Alcalde debe ser retribuido y en su caso su 

cuantía, pueden entenderse en modo alguno, dada la normativa e lectoral 

se¶alada en este escrito, una posible ñcontinuidadò fruto de acuerdos de otro 

mandato anterior.  

 Por lo tanto desde esta Institución se entiende que el Alcalde de la Entidad Local 

Menor Ontinar de Salz ha venido percibiendo una retribución mensual  desde 

mayo de 2.019 sin título habilitante alguno para ello .ò 

Resolución: 

ñPrimera.- Que se tenga por indebidamente percibidas por el Sr. Alcalde de la 

Entidad Local Menor Ontinar de Salz, xxx, cualquier cantidad en concepto de 

retribución por su cargo, q ue no tenga concreta aprobación en la forma 

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/2019/12/n008406_1063.2019.pdf
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legalmente prevista y por aprobación del órgano competente al respecto, desde 

su elección como Alcalde tras las elecciones de mayo de 2.019. 

Segunda.-  Que por los órganos competentes de la Corporación se proceda a 

instrumentar los medios necesarios para la devolución, en su caso, de dichas 

cantidades, indebidamente percibidas.ò 

Dicha recomendación fue aceptada y el implicado procedió a la devolución de las 

cantidades indebidamente percibidas. 

Expediente 818/19 . En Pleno del Ayuntamiento de Andorra se aprobó solicitar 

un informe de auditor ía sobre la sociedad municipal Somudan, y, posteriormente 

tras la tramitación del correspondiente expediente de contratación, la junta de 

gobierno local desestimo proseguir con la contratación. 

Fundamentación de la resolución: 

Primero. - En cuanto al acuerdo adoptado por el Pleno en su sesión de 14 de junio 

de 2018. 

A.-  Como cuestión previa deberá determinarse si lo concretamente acordado en 

dicho Pleno debe ser incluido dentro del concepto de mera ñmoci·nò o bien debe 

ser considerada como acuerdo vinculante.  

Así la Ley 11/1999, de 21 de abril, modificó el artículo 46.2.e de la Ley 7/1985, 

permitiendo que se produjeran ñmocionesò en el seno de los plenos de las 

Corporaciones, con diferenciación de la parte resolutiva de los mismos:  

ñdedicada al control de los dem§s ·rganos de la Corporaci·n deber§ presentar 

sustantividad propia y diferenciada de la parte resolutivaéò. El art²culo 97 del 

Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el 

Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las 

Entidades Locales, en su punto 3, nos define el citado concepto de moci·n: ñ3. 

Moción, es la propuesta que se somete directamente a conocimiento del Pleno al 

amparo de lo prevenido en el art²culo 91.4 de este reglamentoéò 

Dichas ñmocionesò de control o no resolutivas han venido siendo consideradas 

por la d octrina carentes de eficacia vinculante para los órganos administrativos 

competentes para tomar la decisión.  

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/2019/12/n008395_818.2019.pdf
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En el presente caso, y así se deduce tanto de la literalidad de lo acordado, como 

de los actos posteriores tendentes a la ejecución del acuerdo, debemos concluir 

que el Pleno municipal no se limitó a acordar una mera moción no resolutiva, 

sino que se produjo un acuerdo vinculante y ejecutivo.  

B.- Competencias del Pleno. 

Las competencias del pleno previstas en nuestra normativa encuentra n su 

determina ción concreta tanto en el artículo 123 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 

Reguladora de las Bases de Régimen Local, como en su desarrollo llevado a cabo 

en el artículo, 50 del Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se 

aprueba el reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de 

las Entidades Locales. Similar contenido en cuanto a sus competencias otorga al 

Pleno, como no podía ser de otra forma, el artículo 29 de la Ley 7/1999, de 9 de 

abril, de Administración Local de Aragón.  

El estudio sistemático de los referidos preceptos nos lleva entender que el concreto 

acuerdo acordado en el Pleno de 14 de junio de 2018 se hizo sin que el citado 

órgano tuviera competencias para ello, sin que, ni aún desde una interpretación 

extensiva analógica de las genéricas competencias de aprobación de 

presupuestos o de control y fiscalización de los órganos de gobierno puedan 

considerarse al respecto títulos habilitantes suficientes.  

C.- Competencia de la Junta de Gobierno Local. 

Entendemos desde esta Institución que el órgano competente para adoptar el 

acuerdo inicial objeto del presente expediente lo era el Alcalde, y en su caso, por 

delegación, la Junta de Gobierno Local, y ello, en aplicación de las concretas 

competencias, generales y específicas, que al mismo otorga tanto los artículos 124 

y 127 de la ley estatal, como, de forma especial el artículo 30.1.h de la ley 

aragonesa, entre otros. Lo dicho resulta igualmente aplicable respecto de los que 

podr²a considerarse  una mera ñvariaci·n en la forma de cumplimento del 

acuerdo del Plenoò, en cuanto a que la auditoria sea realizada por la C§mara de 

Cuentas y no mediante el proceso de contratación iniciado, adoptada en el propio 

acuerdo de la Junta de Gobierno Local, pues ello lleva de igual forma a  modificar 

el acuerdo del Pleno en su incuestionable literalidad.  

Segundo.- En cuanto a la competencia de la Junta de Gobierno Local respecto a 

su acuerdo de fecha 20 de febrero de 2019. 
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La cuestión a analizar en este punto no es tanto si la Junta de Gobierno Local 

ostenta competencias de contratación en un asunto como el que nos ocupa, lo cual 

parece ser así tanto por lo ya expuesto en cuanto antecede, como por la propia 

apreciación realizada en el Informe de Intervención obrante en el expediente, 

sino si el mismo podía hacerse en contra del acuerdo del Pleno de 14 de junio. 

Debemos indicar de nuevo, dada su importancia, que a nuestro criterio el acuerdo 

del Pleno tenía carácter imperativo, era vinculante y no una mera moción no 

resolutiva. Pero también es cierto que del análisis competencial cabe deducir que 

el mismo se pudo acordar por órgano manifiestamente incompetente por razón 

de la materia. En relación con esta cuestión cabe traer a colación lo dicho por el 

Tribunal Supremo en sus sentencias de 18 de febrero de 1992 y 12 de junio de junio 

de 1985: ñla competencia es el primer presupuesto para la validez del acto 

administrativo y por ello la incompetencia es motivo mayor para provocar su 

nulidadò. 

La incompetencia concurre cuando existe falta  de aptitud del órgano para dictar 

el acto concreto, ya sea por carecer de potestad, por corresponder aquélla a otro 

órgano de la misma Administración, entidad o poder local o poder del estado, o 

por no hallarse atribuida a ningún órgano (SSTS 4 de junio d e 1992 y 12 de mayo 

de 2000, en cita del dictamen 116/14 del Consejo Consultivo de la Comunidad de 

Madrid).  

Pero esta posible falta de competencia del Pleno para el acuerdo adoptado no 

conlleva que el órgano, que posiblemente tenga la competencia indebidamente 

ejercida, pueda actuar contra un acto que en tanto en cuanto fuera declarado 

nulo, era vinculante y que en el presente caso incluso estaba en fase de ejecución. 

Tercero.-  La revisión de actos propios en supuestos de nulidad. 

Al entender de este Justiciazgo, y partiendo de las premisas y consideraciones 

expuestas, en este caso se debería haber acudido, previa a cualquier acuerdo de 

la Junta de Gobierno Local sobre la ejecución material del acuerdo del pleno, al 

procedimiento de revisión de actos propio s para determinar la nulidad del 

mismo. Al respecto la jurisprudencia (SSTS de 18 de febrero de 1992 y 11 de mayo 

de 1996) ha establecido que entre los distintos órganos municipales no existe una 

relación de jerarquía, de modo que los actos dictados por uno en materia de 

competencia del otro, habrían incurrido en incompetencia material y no 

jerárquica, lo que debe servir para motivar la nulidad de pleno de derecho, que, 
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según los dictámenes del Consejo de Estado 981/2005, de 28 de julio y 1247/2002, 

de 30 de mayo: ñLa nulidad de pleno derecho por incompetencia manifiesta exige, 

para ser apreciada, que sea notoria y clara y que vaya acompañada de un nivel 

de gravedad jurídica proporcional a la gravedad jurídica proporcional a la 

gravedad de los efectos que comporta su declaraci·n.ò 

Debemos concluir por consiguiente que previa a cualquier actuación tendente a 

la reposición en el ámbito competencial aplicable a los distintos órganos 

municipales en el ejercicio de sus legales facultades, se debería proceder a 

acomodar, y en este caso a adoptar los acuerdos sobre nulidad precisos, que 

permitan dejar sin efecto anterior actos, y ello mediante el procedimiento de 

revisión de actos que encuentra su acomodo y base legal en lo previsto en el 

artículo 53 de la Ley de Bases y 4.1.g y 218 del Reglamento, que indican que las 

corporaciones locales, dentro de su esfera de competencias, tienen atribuida la 

potestad de revisión de oficio de sus actos, resoluciones y acuerdos, con el alcance 

que se establece en la legislación del estado reguladora del procedimiento 

administrativo común (artículos 106 y siguiente) de la Ley 39/2015, de 1 de 

octubre.ò 

Resolución: 

ñSUGERENCIA: 

Que se establezcan, de considerarse que el Acuerdo del Pleno del Ayuntamiento 

de Andorra (Teruel), celebrado el 14 de junio de 2018, en el que se según consta 

en la certificación emitida por la Sra. Secretaria municipal, se acordó:  

ñContratar con cargo a los presupuestos prorrogados de 2018 la realizaci·n de 

un informe de Auditoría económica y de gesti ón de las actividades de SOMUDAN 

que comprenda desde el ejercicio 2007 hasta su liquidaci·nò, constituy· un 

acuerdo vinculante y ejecutivo y no una mera moción  no resolutiva, los 

mecanismo legales para dejar en su caso sin efecto el citado acuerdo, como paso 

previo a cualquier otra decisión sobre el mismo o vinculado objeto, que pudiera 

adoptarse por otros ·rganos de la Corporaci·n.ò 

Trasladada la resolución al Ayuntamiento de Andorra se procedió a contestar 

rechazando la misma por entender correspondía a una corporación anterior.  
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Mención independiente en este apartado merecen las quejas que han guardado 

relación con la aplicación de derechos que surgen de la Ley 14/2018, de 8 de 

noviembre, de Memoria Democrática de Aragón.: 

- Expediente 1427/19 . Pudimos info rmar al ciudadano que en el mes de enero 

de 2020 el Ayuntamiento de Tabuenca había procedido al cambio de 

denominación de varias calles que aun conservaban nombres relacionados con 

el franquismo. 

 

- Expediente 1504/19 . El Ayuntamiento de Huesca nos informó de que se 

estaba elaborando un Plan Especial de Protección del Sitio Histórico (PEPSH) 

para las tumbas de los capitanes Galán y García Hernández, conforme a lo 

dispuesto en la Ley de Patrimonio Cultural y a la Declaración de BIC. Por su 

parte, el Departamento de Educación, Cultura y Deporte nos anunció la 

intención homologar la declaración de BIC a la nueva situación jurídica surgida 

conforme a la Ley 14/2018, la categoría de Sitio Histórico por la de Lugar de la 

Memoria, lo que conllevaría la posibilidad de cumplir alguna más de las 

peticiones de la Asociación Cultural Colectivo Ciudadano de Huesca que 

presentó la queja. 

 

- Expediente 955 /20 . Trasladamos información a un ciudadano de nuestras 

labores de seguimiento de las actuaciones del órgano competente del Gobierno 

de Aragón para dar cumplimiento a lo dispuesto en la Ley 14/2018. 

 

- Expediente 1129 /20 . Confirmamos al ciudadano las solicitudes realizadas 

desde la Dirección General de Patrimonio al Obispado de Barbastro Monzón, 

para retirar símbolos contrarios a lo dispuesto en la Ley 14/2018 en diversas 

parroquias de su diócesis, así como el compromiso de éste de proceder a iniciar 

los trámites para su retirada en cuanto la situación epidemiológica lo hiciera 

posible. 

Indicar por último en esta materia ,  la presentación de quejas muy diversas que 

pueden ir de la razón por la que el presidente Lambán no hacía uso de la mascarilla 

en las ruedas de prensa (Expediente 1447 /20 ) o la oposición a que el 

vicepresidente Aliaga forme parte de la Diputación permanente de las Cortes 

(Expediente 85/20 ), e incluso denunciando la falta de actuación y del nulo papel 

de loas Defensorías, incluida el Justiciazgo, ante la pandemia y la vulneración de 

derechos de los ciudadanos (Expediente 198 /20 ), debiendo ser todas ellas 
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archivadas por la falta de un acto administrativo concreto que pudiera ser objeto 

de supervisión. 

8.2 Administración electrónica y nuevas tecnologías  

Sigue siendo un desiderandum la existencia de una administración pública 

totalmente informatizada, y que los ciudadanos/administrados puedan acceder a 

ella sin problema. La brecha digital es un hecho incuestionable que con la 

pandemia se ha hecho visible en ámbitos como la educación, las prestaciones 

sociales e incluso la sanidad, lo que lleva a que se sigan produciendo múltiples 

quejas y consultas en esta materia. En el Expediente 1153 /20  trasladamos al 

Departamento de Universidad, Ciencia y Sociedad del Conocimiento las 

dificultades que tienen las personas mayores para realizar gestiones de todo tipo a 

través de TIC y lo que se ha agravado la situación a raíz de la Pandemia del Covid-

19. 

Pero las quejas ya no lo son solo en esta materia en relación con las dificultades de 

acceso o tramitación en sedes administrativas electrónicas para los ciudadanos, 

sino que se empiezan a producir cuando quien no está dotada de los medios es la 

propia administración. Así en el Expediente 1017/20  la queja versó sobre los 

problemas de acceso a la sede electrónica de la Comarca de Bajo Aragón Caspe, 

constatándose que ciertamente existían problemas de implementación de los 

instrumentos informáticos apropiados para ello, pero que se estaba en vía de 

solución al estar actuando en ello la Comarca para el efectivo funcionamiento del 

instrumento informático.  

8.3 Derechos - Covid  

Ya queda dicho que principalmente en la época de confinamiento total las quejas y 

consultas, de una u otra forma relacionado con la situación creada con la 

declaración del estado de alarma, fueron múltiples y diversas. Si la inmensa 

mayoría de las mismas versaban sobre temas que en esos momentos, con gran 

profusión de una normativa compleja y a veces errática, era públicamente 

controvertidos: movilidad permitida, situación en residencias de mayores, equipos 

personales de seguridad, telemedicina en atención primaria, etc., a título de 

ejemplo cabe destacar diez concretas quejas que nos recordarán la realidad de 

aquellas  semanas, que ya parece hemos olvidado:  
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- Expediente 318 /20 . Desacuerdo entre comité de empresa y presidencia de la 

DPZ respecto a los servicios mínimos y la prestación del teletrabajo. 

- Expediente 323 /20 . No consideración de óptico/optometrista como servicio 

sanitario y por ello no dotación de epi´s.  

- Expediente 325 /20 . Pinche de cocina del Hospital Royo Vilanova de zaragoza 

con residencia en Huesca, carente de carnet de conducir, e impedimento a su 

padre para desplazarlo al trabajo. 

- Expediente 328 /20 . Gratuidad de los televisores en los centros hospitalarios 

ante la prohibición de visitas.  

- Expediente 340 /20 . Duda de agente de policía sobre si se aplicaba la ley de 

seguridad ciudadana o la ley de protección civil a los efectos de denunciar. 

- Expediente 342 /20 . Posibilidad de asistencia esporádica a revisar segunda 

residencia. 

- Expediente 365 /20 . Persona de riesgo sin posibilidad de salida de domicilio 

y acudir a su oficina bancaria plantea que le cobran las comisiones bancarias por 

transferencias on line. 

- Expediente 393 /20 . Imposibilidad de acudir a huertos privados para su 

cuidado. 

- Expediente 423 /20 . Imposibilidad de acudir a otras comunidades a recoger 

los enseres de estudiantes universitarios que han vuelto a su domicilio y deben 

seguir on line las clases. 

- Expediente 472 /20 . Suspensión de régimen de visitas respecto a hijos 

menores en separaciones y divorcios. 

Singularizamos, por su materia y poder tenerse como referente en lo que supone 

la posible vulneración de derechos en esta época de pandemia, con actuaciones 

administrativa que no valoran las afecciones materiales a los ciudadanos, el 

Expediente 1008 /20 , en el que una ciudadana de Belchite, titular de un 

comercio de alimentación en la localidad, presentó queja por haber sido objeto de 

una actuación municipal de tal forma que se publicit ó, vía megafonía del pueblo, 
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un bando en el que se daba cuenta del posible positivo. El citado expediente 

concluyó: 

ñRECOMENDACIčN:  

ÚNICA.- Llevar a cabo la actividad informativa de datos sobre salud pública en 

coordinación con los órganos competentes en materia de Salud Pública del 

Gobierno de Aragón y, en todo caso, realizando dicha actividad informativa con 

respeto, en la mayor medida posible, a la privacidad de los datos sanitarios de 

las personas.ò 

Trasladada la resolución al Ayuntamiento de Belchite, su alcalde procedió a 

contestar a la misma, manifestando que en igual situación volvería a hacer lo 

mismo. 

8.4 Otros Derechos . 

En este apartado se recogen aquellas quejas que, afectando a derechos de los 

ciudadanos por actuaciones administrativas, resulta difícil su encuadre en 

materias concretas. Caso todas ellas son objeto de inadmisión, ya por no existir un 

objeto claro de la queja, ser una cuestión entre particulares o estar fuera de las 

competencias legales del Justiciazgo. En el resto lo normal es su archivo tras 

facilitar una determinada información al ciudadano.  

Cabría destacar: 

- Expediente 1558/19 . La Jefatura Superior de Policía de Zaragoza no le 

permite el acceso al fichero SIDENPOL. 

- Expediente 11 /20 . Comisiones abusivas de entidad bancaria. 

- Expediente  249 /20 . Posibles actuaciones irregulares en la Oficina regional 

del catastro. Se dio traslado a Fiscalía.  

- Expediente 252 /20 . Perjuicios causados a la salud por la tecnología 5G. 

- Expediente 308 /20 . Falta de presencia de la agricultura aragonesa en la 

televisión autonómica. 
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- Expediente 1157/20 , en él trasladamos al Defensor del Pueblo los problemas 

para volver a España de ciudadanos argelinos residentes en nuestro país al 

suspenderse viajes por el Covid-19 y no estar previsto viajes de repatriación. 

- Expediente 812 /20 . Trasladamos al Departamento de Presidencia la solicitud 

de un grupo de aragoneses emigrantes de crear un Observatorio de la Ciudanía 

Aragonesa en el Exterior 

Por su singularidad debemos hacer referencia al Expediente 1398 /20 , en el que 

la queja presentada aducía que un proceso de selección para la participación de 

jóvenes aragoneses en el Foro Transpirenaico de la Juventud, se habían conculcado 

los requisitos mínimos en el mismo. Tras las correspondientes labores de 

instrucción, y habiendo recibido informe y ampliación de informació n por parte 

del Instituto Aragonés de la Juventud, órgano en cuyo seno se sustancio dicho 

proceso, se concluyó: 

ñVistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio de 

las facultades que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985,  de 27 

de junio, reguladora del Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al Instituto 

Aragonés de la Juventud la siguiente SUGERENCIA:  

Que en los procedimientos de selección de ciudadanos para la participación en 

cualquier tipo  de actividad, y en especial si conlleva una prestación en especie, 

como es el caso objeto del presente expediente, se proceda a realizar la 

convocatoria y proceso de selección de la misma cumpliéndose con la expresa 

determinación previa de los requisitos exigibles y valorables de los candidatos, el 

órgano de valoración y su forma de actuación, el órgano de resolución de la 

convocatoria, y el r®gimen de recursos aplicable.ò 

A fecha de hoy se está a la espera de respuesta a dicha resolución. 
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9.  Urbanismo  
 

Expedientes iniciados  39  

Expedientes finalizados  35  

Resoluciones emitidas  16  

Resoluciones aceptadas  10  

 

Planteamiento general  

El urbanismo constituye una importante responsabilidad de los poderes públicos, 

que cuentan con relevantes potestades para intervenir en este sector de la actividad 

humana relacionado con la urbanización y edificación de los terrenos.  

En este sentido, la presentación de las quejas, en relación con cada una de las 

potestades administrativas, permite visualizar con claridad las preocupaciones 

ciudadanas en relación con el urbanismo. Por lo demás, este es el esquema o 

planteamiento de las obras y tratados doctrinales dirigidos a explicar el difícil 

Derecho urbanístico. 

Asimismo, al constituir el urbanismo una función administrativa horizontal, no es 

extraño que, en los expedientes seguidos en esta Institución, deba atenderse, no 

sólo a la legislación propiamente urbanística (en Aragón, especialmente, el Decreto 

Legislativo 1/2014, de 8 de julio, de aprobación del Texto Refundido de la Ley de 

Urbanismo de Aragón, en adelante Decreto Legislativo 12014), sino que también 

deban examinarse otras normativas sectoriales, como la medioambiental. 

En general, se aprecia que, para satisfacer las necesidades urbanísticas de los 

ciudadanos y garantizar su calidad de vida, no solo es necesaria una enérgica 

actividad administrativa, sino también contar con un sector privado qu e sea capaz 

de llevar a efecto los planes y cumplir con los deberes y objetivos de la legalidad 

urbanística. 

9. 1. Actividad de aprobación del planeamiento urbanístico  

Como es sabido, el plan es un elemento esencial en la actividad urbanística hasta 

el punto que viene a delimitar en buena medida el contenido de la propiedad 

inmobiliaria. En relación con la aprobación de los planes y sus consecuencias, se 

han dictado algunas Sugerencias de las que se da cuenta a continuación. 
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En el Expediente 145/20 , con motivo de una denegación de una licencia 

urbanística para edificar una vivienda unifamiliar que estaba siendo objeto de 

control judicial, esta Institución pudo formular  una serie de consideraciones 

generales sobre la situación del planeamiento urbanístico del municipio. 

 

En efecto, en aplicación del art. 15.2 de la Ley reguladora del Justicia de Aragón, 

se sugirió que, con carácter general, se valorara la aprobación o modificación del 

planeamiento para adaptarlo a la legislación vigente, en cuanto a la existencia del 

suelo urbano no consolidado, categoría que no existía cuando se aprobó en su día 

la norma de planeamiento en vigor. 

 

Por otro lado, una de las consecuencias de la aprobación de un plan urbanístico se 

proyecta sobre las edificaciones preexistentes que puedan ser contrarias con sus 

determinaciones, lo que las convierte en ñedificios fuera de ordenaci·nò.  

 

Han sido varios los expedientes tramitados en relación con este tipo de situaciones, 

como, por ejemplo, ocurrió en el Expediente 1358/19 , en el que se abordó lo que 

el ciudadano promotor de la queja calificó como una ñambiciosa reformaò de una 

nave y local sin respetar los retranqueos impuestos por el planeamiento.  Desde 

esta Institución, se sugirió, entre otras cosas, a la Corporación que valorara si la 

licencia concedida para realizar tal reforma superaba, o no, las limitaciones 

edificatorias de los ñedificios fuera de ordenaci·nò, seg¼n contempla el art 82 del 

Decreto Legislativo 1/2014, en cuyo caso sería procedente revisar de oficio dicha 

licencia o, en su caso, impugnarla de oficio ante la Jurisdicción Contencioso-

Administrativa, previa declaración de lesividad.  

 

De esta Sugerencia no se ha recibido respuesta por parte del Ayuntamiento al que 

se dirigió la resolución de esta Institución.  

 

También, en relación con una parcela situada también en lo que podría calificarse, 

en principio, como una ñfinca de fuera de ordenaci·nò, se analiz· la posibilidad de 

efectuar un cerramiento de un corral mediante un vallado sencillo, que se había 

anunciado mediante una declaración responsable pero cuya ejecución había sido 

paralizada por el propio Sr. Alcalde de modo verbal. En la Sugerencia dictada al 

efecto en el Expediente 1081/20 , además de analizarse la posibilidad de realizar 

tal vallado en función de las posibilidades edificatorias admitidas en los edificios 

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/145.2020.pdf
https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/1358.2019.pdf
https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/Q20-1081-2-1.pdf
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fuera de ordenación, se propuso que se valorase la concesión de una licencia 

provisional.  

 

Finalmente, las obras que afectan a las propias infraestructuras municipales 

pueden provocar problemas de diverso orden a los vecinos, como ocurrió, por 

ejemplo, en el Expediente 981/19 , en el que los titulares de una finca criticaron 

que, en las labores de mantenimiento de un camino vecinal, se produjera lo que 

consideraba como una invasión de su propiedad (en concreto, al eliminar el muro 

de cerramiento), que, además, le provocaba perjuicios como consecuencia de una 

no idónea (en su opinión) recogida  de las aguas de lluvia. 

 

9. 2. Gestión del p laneamiento u rbanístico  

Si resulta complicado para la Administración la aprobación del planeamiento 

urbanístico (al igual que sucede a los operadores privados con los planes de 

iniciativa particular), el hecho d e llevar a efecto los instrumentos de planeamiento 

representa también una actividad muy compleja y costosa. 

 

Así, en el Expediente 32/20 , unos ciudadanos criticaron el hecho de que las 

normas de planeamiento no se estuvieren aplicando en tres parcelas de un 

municipio y, en particular, que no se hubieran materializado los servicios que, en 

alguna de estas parcelas, contemplaba el plan. Asimismo, se mostraba 

preocupación por el hecho de que tales parcelas se dedicaran a aparcamiento y no, 

por tanto, a las finalidades dispuestas por el plan. 

 

Desde esta Institución, se efectuaron las siguientes Sugerencias: 

 

ñ1.- Que se dé el destino previsto en el planeamiento a las parcelas municipales 

referidas en la Queja y, con ello, se proporcionen los servicios públicos allí 

contemplados. 

 

2.- Que se estudie la compatibilidad de un uso provisional de aparcamiento en 

tales parcelas hasta que se les dé el destino contemplado en las normas de 

planeamientoò. 

 

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/981.2019.pdf
https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/32.2020.pdf
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Respecto a la primera sugerencia, la respuesta no fue concluyente, mientras que, 

en lo que afecta a la segunda, se consideró, desde un servicio municipal, que era 

admisible un uso provisional de aparcamiento. 

 

Por otro lado, en el Expediente 1321/19 , se examinó una queja que tenía que ver 

con la necesidad de culminar la urbanización de una plaza para evitar los 

problemas de filtración que se causaban en un aparcamiento, así como para acabar 

con una ñmala imagenò de la ciudad a que se refer²a la queja. 

 

Por parte de esta Institución, aun siendo conscientes de las dificultades de ejecutar 

en este punto el planeamiento (sobre todo, con motivo de la subrogación de los 

sujetos obligados a soportar las cargas urbanísticas), se instó de la Corporación 

para que adoptase las medidas necesarias para culminar la urbanización del 

espacio público del área en cuestión. 

 

Esta recomendación fue aceptada por el Ayuntamiento concernido.  

 

9. 3. Potestad de concesión de licencias urbanísticas (y otros títulos 

habilitantes)  

Sin duda, una de las manifestaciones más importantes de los poderes legamente 

atribuidos a los Ayuntamientos está representada por la potestad de otorgamiento 

de licencias urbanísticas, que, acaso, se ha visto matizada en los últimos tiempos, 

como consecuencia de la aparición de otros títulos habilitantes (la declaración 

responsable y la comunicación previa) en los que no existe un control 

administrativo previo.  

 

En el ya citado Expediente 1358/19 , se estudió, además del régimen de los 

edificios de ñfuera de ordenaci·nò, la viabilidad jur²dica del otorgamiento, o no, de 

una licencia de obras menores para una reforma de una nave, cuyo presupuesto 

ascendía casi a dieciséis mil euros. 

 

En el también reseñado Expediente 1081/20 , se examinó la virtualidad de las 

llamadas licencias provisionales para justificar determinadas obras y usos 

contrarios al planeamiento pero que no pueden impedir la ejecución del plan; todo 

ello, desde la perspectiva del principio de proporcionalidad.  

 

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/1321.2019.pdf
https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/1358.2019.pdf
https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/Q20-1081-2-1.pdf
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9. 4.  Potestad de disciplina urbanística  

La responsabilidad de las Administraciones para controlar las ilegalidades 

urbanísticas conlleva importantes problemas, puesto que, en ocasiones, es 

necesaria una firme voluntad administrativ a sobre todo si se pretende acabar con 

situaciones urbanísticas ya consolidadas en lo fáctico. 

 

Dentro de los expedientes tramitados en este orden de cosas, puede citarse el 

Expediente 1425/19  en el que se denunciaron diferentes ilícitos relacionados 

con unas obras vinculadas a una explotación equina sita en terreno rústico. A la 

vista del propio informe municipal obrante en la documentación en poder de esta 

Instituc ión, se sugirió a la Entidad local que, dentro de sus competencias, 

promoviera las actuaciones de disciplina urbanística y ambiental, no solo en 

aplicación de los arts. 268 y siguientes del Decreto Legislativo 1/2014, sino 

también en función de la Ley 11/2014, de 4 de diciembre, de Prevención y 

Protección Ambiental de Aragón y normativa concordante. 

 

En el Expediente 192/20 , se abordó una queja en la que se denunciaban varios 

extremos de una edificación inacabada cercano a una vivienda de turismo rural. 

En concreto, se sugirió al Ayuntamiento afectado lo que sigue: 

 

ñ1.- Que se amplíe el informe del Sr. Técnico Municipal a las condiciones de 

seguridad del inmueble a que se refiere la queja, al objeto de que puedan 

adoptarse las decisiones procedentes en relación con el deber de conservación. 

 

2.- Que se amplíe el informe inicialmente precitado al objeto de verificar si las 

obras -carentes de licencia, de acuerdo con las manifestaciones del propio 

Ayuntamiento concernido - son o no legalizables; todo ello, con el fin de valorar 

el posible ejercicio de las potestades de disciplina urbanística previstas en el art. 

268 y concordantes del Decreto Legislativo 1/2014, de 8 de julio, por el que se 

aprueba el texto refundido de la Ley de Urbanismo de Aragón ò. 

 

La Corporación, al día de la fecha, no ha facilitado su posición con respecto a esta 

sugerencia. 

 

Finalmente, en el Expediente 837/20 , se analizó el tratamiento jurídico que 

debían merecer la construcción y puesta en marcha de barbacoas u hogares, cuya 

utiliz ación podía afectar a viviendas colindantes. Desde esta Institución, se 

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/1425.2019.pdf
https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/192.2020.pdf
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participó a la Corporación afectada la existencia de pronunciamientos judiciales, 

en lo que se les considera actividades clasificadas. De ahí que se sugiriera al 

Ayuntamiento que reali zara la inspección correspondiente y que valorara la posible 

aplicación de doctrina jurisprudencial.  

9. 5. Potestades de conservación urbana  

Son varios los expedientes seguidos en relación con la existencia de inmuebles en 

inadecuadas condiciones de conservación, cuyo mal estado puede generar 

perjuicios a quienes habitan en las proximidades o a quienes transitan por la vía 

pública. Sirva de ejemplo, con carácter general, el Expediente 947/19 , en el que 

se recordó, a través de la oportuna Sugerencia, la necesidad de que un 

Ayuntamiento hiciera cumplir las obligaciones de conservación a los propietarios 

de un inmueble, cuya situación perjudicaba a los moradores de una edificación 

colindante.  

 

Mención especial merece la compleja situación abordada en el Expediente 

140/20 , en cuanto refleja las dificultades de llevar a efecto estos deberes de 

conservación en unos inmuebles céntricos y, en parte, catalogados. Desde esta 

Insti tución, se sugirió que se promoviera la ejecución subsidiaria y que, en su caso, 

se adoptaran con la máxima inmediatez las actuaciones más urgentes que eran 

reclamadas por una comunidad de propietarios próxima. 

 

9. 6. Apremio: imposibilidad de exigir los co stes totales de una 

ejecución subsidiaria a un comunero.  

En el  Expediente 9 56 /20 , se analizó la legalidad de la exigencia municipal del 

coste de unas obras de demolición a un comunero de una edificación que debía ser 

derriba de la totalidad, a la vista de la posición jurisprudencial expuesta en la 

resolución; jurisprudencia que limita la responsabilidad de los copropietarios a su 

porcentaje de participación en el inmueble. 

 

9. 7. Derecho de acceso a la información urbanística.  

En el Expediente 26/20 , se dictó Sugerencia en la que, en línea con la acción 

pública urbanística, se instó a un Ayuntamiento a proporcionar información en 

materia urbanística. En concreto, se sugirió a esa Corporación que procediera a 

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/947.2019.pdf
https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/26.2020.pdf
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facilitar el acceso a la documentación administrativa solicitada por la ciudadana 

que presentó la queja y, en concreto, los informes que hubieran podido emitirse y 

las actuaciones que haya podido adoptarse por parte de la Corporación, en relación 

con el derribo de los inmuebles colindantes con el de su cotitularidad. 
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10.  Industria y Comercio  
 

Expedientes iniciados  34  

Expedientes finalizados  33  

Resoluciones emitidas  1 

Resoluciones aceptadas  1 

Planteamiento general  

La mayor parte de las quejas tramitadas durante el año 2020 en estas materias son, 

por un lado, las relativas a actuaciones de empresas suministradoras de 

energía eléctrica o de gas,  y en menor medida a actuaciones de la 

Administració n Autonómica , especialmente de los departamentos 

competentes en materia de Industria y Energía, y en materia de Consumo, y suelen 

resolverse mediante la facilitación de información previamente obtenida de 

aquellas o de la citada Administración, para aclarar las dudas o discrepancias 

planteadas en queja. 

Este año hemos de hacer especial mención a las consultas efectuadas por los 

ciudadanos en relación a cancelaciones de vuelos, de reservas hoteleras, situación 

de los gimnasios, de la hostelería, así como dudas acerca de sus derechos a la vista 

de la situación pandémica que estamos padeciendo. 

10.1 Industria  

La mayor parte de las quejas tramitadas durante el año 2020 en materia de 

Industria  son las relativas a actuaciones de empresas suministradoras de energía 

eléctrica o de gas, y en menor medida a actuaciones de la Administración 

Autonómica, especialmente de los Departamentos competentes en materia de 

Industria y Energía, y en materia de Consumo, y suelen resolverse mediante la 

facilitación de información pre viamente obtenida de aquellas o de la citada 

Administración, para aclarar las dudas o discrepancias planteadas en queja. 

 

Nuevamente hay que destacar la colaboración que prestan estas compañías 

suministradoras en aras a proceder a la resolución de las controversias. Especial 

mención merece un expediente en el que, una profesional sanitaria que se 

encontraba en su domicilio confinada, no había pasado la revisión de la caldera al 

no haber recibido las dos comunicaciones por no encontrarse en su domicilio, lo 

que había conllevado que le hubieran cortado el gas. 
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No obstante, y pese a que Redexis no contaba con equipos de protección 

adecuados, llevaron a cabo las gestiones pertinentes para adquirirlos y se 

presentaron en el domicilio de la interesada, revisando el aparato y conectando el 

gas. 

10.2  Publicidad  

En materia de publicidad, se tramitó un  el Expediente 1363/19 , en el que la 

Corporación Aragonesa de Radio y Televisión había recibido una campaña 

publicitaria para Aragón Televisión, por la comercializadora d irecta nacional de la 

Federación de Organismos de Radio y Televisiones Autonómicas (FORTA), 

publicidad que fue contratada para la emisión a través de varios medios de 

comunicación. Como en otras ocasiones, se consideraba que al venir de FORTA ya 

ha pasado los filtros suficientes para la emisión de dicha campaña publicitaria.  

 

En la misma semana de la emisión de la campaña publicitaria se recibió un correo 

electrónico, en el buzón de sugerencias disponible en su página web de parte de 

una Asociación de Consumidores manifestando su disconformidad por la emisión 

de dicha campaña.  

 

A ese respecto informaban de que Aragón TV (a través de la Corporación 

Aragonesa de Radio y Televisión) se encontraba adherida a Autocontrol, asociación 

sin ánimo de lucro encargada de gestionar el sistema de autorregulación 

publicitario español. Entre otras funciones, Autocontrol tramita las reclamaciones 

que, sobre materia publicitaria, puedan presentar los Consumidores, las 

asociaciones de consumidores o las empresas. 

 

A la vista de la resolución de Autocontrol que desaconsejaba la difusión de los 

anuncios analizados, se procedió a cancelar la campaña publicitaria 

comunicándole igualmente a esa Asociación de Consumidores.  La campaña 

publicitaria sobre la que versaba este expediente fue enviada por la Federación de 

Organismos de Radio y Televisiones Autonómicas (FORTA), por lo que se 

consideró que había pasado los filtros necesarios para su emisión, y no se 

realizaron las comprobaciones previas oportunas. 

 

Sin embargo, comenzada dicha emisión se recibió escrito por parte de la Asociación 

de Consumidores Torre Ramona, en el que manifestaba su disconformidad con la 

emisión, a raíz del cual la CARTV realizó una consulta previa a la Asociación para 

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/1363.2019.pdf
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la Autorregulación de la Comunicación Comercial (Autocontrol), para la valoración 

de los spots y la propia campaña. Recibieron respuesta de Autocontrol 

desaconsejando su emisión por incurrir en diversas vulneraciones de la normativa 

por lo que la campaña publicitaria fue cancelada. 

  

Dicho esto, y visto el Código de conducta comercial de CARTV, se consideró que, 

para evitar sucesos como el ocurrido, revisara por parte de la Corporación y, con 

carácter previo, el cumplimiento de los distintos requisitos que ha de concurrir 

para la emisión de campañas publicitarias. En este caso en particular, tal y como 

constataba el propio Departamento de Sanidad del Gobierno de Aragón, la falta de 

autorización de publicidad de contenido sanitario a nombre de una clínica dental. 

Por ello, se resolvió sugerir que, con independencia de quien sea el emisor de la 

campaña publicitaria, con carácter previo a su emisión fueran llevados a cabo 

controles pertinentes con la finalidad de evitar situaciones como la tratada en este 

expediente, de retirada de los spots enviados por no cumplir con la normativa 

vigente en materia de publicidad.  

 

La resolución fue aceptada. 

10.3 Comercio y consumo  

Otras quejas muy significativas se refieren a consultas efectuadas por los 

ciudadanos que versan sobre sus derechos como consumidores. En estos 

supuestos, se remite al ciudadano a la Oficina Municipal del Consumidor y se le 

informa sobre la posibilidad de presentar reclamación ante la Junta Arbitral de 

Consumo, poniendo en su conocimiento el procedimiento de arbitraje en el caso 

de que la empresa contra la que se presenta la reclamación se encuentre adherida 

al referido sistema de mediación. No obstante lo expuesto, si de los hechos 

denunciados se apreciare infracción de las disposiciones contenidas en el Estatuto 

del Consumidor y Usuario de la Comunidad Autónoma, se les comunica que tienen 

la posibilidad de interponer una denuncia ante Consumo de la Administración 

Autonómica, a cuyos servicios se les remite. 

 

Durante la pandemia están siendo muy numerosas las relativas a cancelación de 

viajes, de reservas hoteleras, la falta de devolución de fianzas por celebraciones que 

no han podido ser llevadas a cabo, situación en la que se encuentran los gimnasios, 

la hostelería, los comercios y casos personales en los que no saben cómo actuar. En 
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todos los supuestos, se les informa al respecto tratando de aclarar sus dudas e 

incertidumbres.  

 

También conviene destacar un expediente, en concreto (Expediente  828/20 ) en 

el que una Unión de Consumidores había interpuesto una reclamación contra una 

compañía telefónica, actuando en nombre y representación de varios clientes 

afectados por un conflicto en materia de consumo. Dicha representación 

encontraba su fundamento en los Estatutos de la Unión de Consumidores de 

Aragón y en el Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de los 

Consumidores y Usuarios 

 

La postura mantenida por Departamento competente se basaba en un criterio que 

no diferencia entre la figura del denunciante simple (aquel que se limita a poner 

en conocimiento de la Administración unos hechos presuntamente constitutivos 

de infracción, que en ningún caso tiene la condición de interesado) y del 

denunciante cualificado, el cual tiene un interés directo en la resolución que 

finalmente ponga fin al procedimiento sancionado r, normalmente para poder 

reaccionar en caso de que considere que se ha producido una aplicación defectuosa 

de la norma. 

 

Es cierto que, en principio, el denunciante de una supuesta infracción que da lugar 

a un procedimiento administrativo sancionador no s e convierte en titular de 

ningún derecho subjetivo, ni pone en juego un interés personal o legítimo, puesto 

que se limita a comunicar a la Administración un proceder que considera irregular, 

a fin de que ponga de oficio en marcha su actividad investigadora y sancionadora.  

Ahora bien, a entender de esta Institución podría existir una excepción que 

produce cuando una persona física o jurídica es la perjudicada por la conducta 

presuntamente infractora y denuncia esta, o bien siendo la perjudicada, sin ser 

denunciante, pero habiendo tenido conocimiento de la iniciación del mismo, 

solicita personarse en el procedimiento sancionador. 

 

Ambos, el perjudicado denunciante o el perjudicado no denunciante que solicite 

personarse, y precisamente por ser los perjudicados por la conducta 

presuntamente infractora, pueden intervenir en el procedimiento administrativo 

sancionador, ya que tienen en juego bien un derecho, bien un interés legítimo, que 

va más lejos que el de la observancia de la legalidad. 
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De acuerdo con estos preceptos tendrán la consideración de interesados en el 

procedimiento administrativo ñlos que, sin haber iniciado el procedimiento, 

tengan derechos que puedan resultar afectados por la decisión que en el mismo 

se adopteò y ñaquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan 

resultar afectados por la resolución y se personen en el procedimiento en tanto 

no haya reca²do resoluci·n definitivaò. 

  

A mayor abundamiento, según la doctrina del Tribunal Constitucional y del 

Tribunal Supremo, el «interés legítimo» es un concepto diferente y más amplio que 

el de «interés directo», y equivale a una titularidad potencial de una posición 

ventajosa o de una utilidad en la esfera jurídica de quien ejercita la pretensión y 

que se materializaría de prosperar esta.  

 

La legitimación de la Unión de Consumidores por la referencia que sobre su objeto 

se contiene en sus Estatutos -la defensa de los derechos e intereses legítimos de los 

usuarios de servicios prestados por, entre otras, las entidades de crédito y las 

compañías aseguradoras-es válida, no produce indefensión a las partes, y se deriva 

de los efectos que la resolución de archivo puede producir en los intereses 

colectivos tanto de los asociados como de los usuarios de aquellos servicios. 

 

Por ello, esta Institución estimó oportuno elevar una Sugerencia al Departamento 

de Ciudadanía y Derechos Sociales con el fin de que, en el caso de que a 

consecuencia de las actuaciones denunciadas se hubiera resuelto el inicio del 

expediente sancionador, se valorara considerar a la Unión de Consumidores de 

Aragón interesada en el procedimiento. 

 

No obstante lo anterior, ese Departamento decidió no cambiar de postura y, por 

ende, no aceptar dicha resolución. 

10.4  Turismo  

En la reclamación tramitada en Expediente 248/20 , se solicitaba que las 

personas con discapacidad pudieran obtener el forfait on-line, y no únicamente en 

taquillas, ya que esto les obligaba a soportar grandes filas. 

 

Nos dirigimos al Departamento competente, quién nos informó que revisados los 

archivos de reclamaciones presentadas en los Servicios Provinciales de Ciudadanía 

y Derechos Sociales, constaba la denuncia presentada en fecha 12 de marzo de 
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2020 contra la empresa A., quedando incorporadas al protocolo de denuncias e 

iniciando las pertinentes actuaciones. 

 

Añadían que estas actuaciones fueron trasladadas a la Oficina Aragonesa contra la 

Discriminación, en fecha 4 de junio de 2020 para su tramitación correspondiente, 

en aplicación del Protocolo de Colaboración en materia de discriminación de la 

Dirección General de Igualdad y Familias y la Dirección General de Protección de 

Consumidores y Usuarios, y según lo previsto en el punto Primero A) del mismo, 

por cuanto que en razón de los hechos denunciados le correspondía a dicha Oficina 

su conocimiento y resolución y habida cuenta también que en dichos hechos no se 

había apreciado indicio de infracción en materia de defensa del consumidor. 

 

Indicaron también que la queja fue recibida en el Espacio de atención para la 

Igualdad y no Discriminación, dependiente de la Dirección General de Igualdad y 

Familias del Departamento de Ciudadanía y Derechos Sociales, donde se trabaja 

para promover la igualdad de todas las personas sin diferencias o discriminaciones 

por razón de sexo, género, discapacidad o cualquier otra condición, tal y como se 

recoge en nuestro ordenamiento jurídico, desde la Constitución Española, Art. 14, 

al Estatuto de Autonomía de Aragón, o la Ley 5/2019, de 21 de marzo, de derechos 

y garantías de las personas con discapacidad en Aragón. 

 

También señalaron que,  si bien facilitaba a las personas con un grado de 

discapacidad igual o superior al 33%, la adquisición de los forfait de día con 

descuento, les obligaba a acudir presencialmente a las taquillas para su adquisición 

y presentación de la identificación correspondiente, donde figuraba el grado de 

discapacidad, no pudiendo hacer uso de la compra online como el resto de los 

usuarios. 

 

Por ello, concluyeron afirmando que por parte de la Oficina Aragonesa contra la 

Discriminación, se había remitido sugerencia al objeto de que tuvieran en 

consideración la revisión de los procedimientos de acceso a sus servicios e 

instalaciones por parte de las personas con discapacidad, debiendo ofrecer las 

mismas facilidades que a las personas que no tienen discapacidad y permitiendo, 

en todo caso, la remisión online de los documentos acreditativos de grado de 

discapacidad al realizar la compra, lo que sería beneficioso tanto para A. como para 

sus clientes, ya que evitaría la atención presencial y las esperas innecesarias. 

Consideraban que es necesario un compromiso por la igualdad de oportunidades, 
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eliminación de barreras arquitectónicas y conseguir que las estaciones de esquí 

aragonesas fueran accesibles en todos sus aspectos y que todas las personas 

pudieran ejercer el derecho de acceso en condiciones de igualdad.  Asimismo, 

instaban  a hacerles llegar la resolución del problema. 
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11. Economía y Hacienda  
 

Expedientes iniciados  82  

Expedientes finalizados  104  

Resoluciones emitidas  27  

Resoluciones aceptadas  16  

Planteamiento general  

Podemos mencionar, aunque han sido menos que en años anteriores, las 

reclamaciones de los ciudadanos que nos presentan en relación con el Impuesto 

sobre la Contaminación de las Aguas. Desde la Institución se informa a los 

ciudadanos de la obligación de abonar el impuesto, pues así lo establece la Ley de 

Aguas y Ríos de Aragón aprobada por las Cortes de Aragón, y que tanto el Tribunal 

Constitucional en su Sentencia de 18 de septiembre de 2018 ha considerado que es 

conforme a la Constitución el Impuesto sobre la Contaminación de las Aguas, como 

el Tribunal Superior de Justicia de Aragón, recientemente, en su Sentencia de 16 

de octubre de 2020, y con fundamento en la referida Sentencia del Tribunal 

Constitucional, ha rechazado que haya vulneración del principio de autonomía 

local, también de los artículos 9.3 y 133.2 de la Constitución y del artículo 6.3 de la 

LOFCA. También rechaza el Tribunal Superior que se vulnere el principio de 

igualdad tributaria.  

  

Durante este años 2020, y al igual que en años anteriores, volvemos a señalar los 

expedientes de queja tramitados en relación con la disconformidad de los 

contribuyentes con los procedimientos de comprobación de valor de los inmuebles 

que adquieren ya por compraventa ya por herencia, pues consideran que el nuevo 

valor que en el informe de valoración, siguiendo el medio de comprobación de 

precios medios de mercado, fija la Administración no se ajusta al de mercado y no 

está debidamente motivado. Estas reclamaciones de los ciudadanos en relación 

con el nuevo valor del inmueble que notifica la Administración, y por el que deben 

tributar en el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales o en el Impuesto sobre 

Sucesiones y Donaciones, se presentan, como decimos, de forma periódica durante 

el año ante la Institución. Desde la Institución se tramitan los expedientes, se 

informa a los ciudadanos de sus derechos, y se han formulado dos Sugerencias al 

Departamento de Hacienda y Administración Pública en relación con el 

procedimiento de comprobación de valor.   
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Reseñar, por último, las reclamaciones de los ciudadanos por el Impuesto sobre el 

Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana, antes llamado 

Plusvalía municipal. En estos expedientes de queja que tramitamos se informa 

sobre todo del procedimiento a seguir para acreditar ante los Ayuntamientos la 

inexistencia de incremento sujeto a tributación, pues corresponde a los 

contribuyentes demostrar que no ha existido aumento de valor del suelo. Se han 

formulado a diferentes Ayuntamientos de la Comunidad seis Sugerencias. 

11.1 Impuestos Municipales: Impuesto sobre el Incremento de Valor de 

los Terrenos de Naturaleza Urbana (Plusvalía municipal)  

Desde que el Tribunal Constitucional en su Sentencia de 16 de febrero de 2017, 

consideró legal que el contribuyente pudiera acreditar la inexistencia de 

incremento de valor de los terrenos, y presentar la autoliquidación del Impuesto 

sin base imponible, han sido muchas las cuestiones que durante estos años han 

planteado los ciudadanos ante la Institución. 

 

La principal ha sido la forma de probar que no ha habido incremento alguno sujeto 

a tributación. Lo normal es que los ciudadanos, legos en la materia tributaria, 

únicamente aporten las escrituras de compra y venta del inmueble para considerar 

que ha quedado probado la ausencia de incremento que deba tributar.  

 

Los Ayuntamientos por regla general no consideraban suficiente la aportación de 

las escrituras de compra y venta del inmueble y, al apreciar falta de prueba de la 

falta de incremento, desestimaban las peticiones de rectificación de 

autoliquidación o no aceptaban las autoliquidaciones presentadas sin base 

imponible.  

 

El Tribunal Supremo, en su Sentencia de 11 de septiembre de 2019, considera que 

si el contribuyente prueba al menos indiciariamente el decremento del valor del 

suelo, corresponderá al Ayuntamiento desvirtuar la prueba del contribuyente y la 

pretensión del sujeto pasivo, para poder aplicar la fórmula de determinación de la 

base imponible establecida en la Ley de Haciendas Locales, que consiste en 

multiplicar el valor del suelo determinado por el Catastro por una serie de factores 

que se establecen en dicha Ley de Haciendas Locales. 

 

Por tanto, y según la doctrina del Tribunal Supremo, el obligado al pago puede 

acreditar la inexistencia del incremento de valor del terreno urbano por cualquier 
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medio admitido en Derecho, que permita apreciar dicha inexistencia; debiendo 

entonces la Administración la que pruebe que la improcedencia de la prueba 

propuesta para poder aplicar los preceptos de la Ley de Haciendas Locales (Texto 

Refundido) relativos a la aplicación de las reglas de valoración del incremento. 

 

Se han formulados seis Sugerencias a los Ayuntamientos de Zaragoza, Ejea de los 

Caballeros, Tarazona, Borja y Uncastillo. 

 

Al Ayuntamiento de Zaragoza se le formularon dos Sugerencias: 

 

La primera, Expediente 55/19 , versaba sobre la posibilidad de que el 

Ayuntamiento de Zaragoza en los casos en los que el ciudadano vive y está 

empadronado en otra vivienda por motivos de salud, pero mantiene abierta su 

vivienda habitual, que está a su disposición y no está cedida o arrendada a terceros, 

y se cumple con la finalidad del establecimiento de la bonificación de transmisión 

mortis causa de la vivienda habitual, pudiera considerarse que la vivienda sigue 

siendo la habitual aunque se esté empadronado en otro sitio desde hace más de 

cinco años. 

 

El Ayuntamiento de Zaragoza contestó que en el futuro, y para posibles 

modificaciones de la Ordenanza reguladora del Impuesto, podría tener en cuenta 

la argumentación de la resolución formulada. 

 

La segunda Sugerencia, Expediente 63/19 , se formuló por la Institución, y con 

independencia del caso concreto expuesto en el escrito de queja, pues al haber 

presentado recurso contencioso administrativo ante los Juzgado de Zaragoza, se 

procedido a la suspensión de la tramitación, ta l y como ordena la Ley reguladora 

del Justicia de Aragón. Una vez recayó Sentencia favorable para el contribuyente, 

se continuó con la tramitación del expediente, y se consideró necesario formular 

Sugerencia al Ayuntamiento de Zaragoza para que siguiera la doctrina del Tribunal 

Supremo relativa a la carga de la prueba en los caso en los que el contribuyente 

aporta prueba sobre la inexistencia de incremento del valor del suelo que deba 

tributar.  

 

El Ayuntamiento de Zaragoza aceptó la Sugerencia 

 

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/55.2019.pdf
https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/63.2019.pdf
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En el mismo sentido se formuló Sugerencia al Ayuntamiento de Tarazona, 

Expediente 703/19 , que aceptó la resolución de la Institución. 

 

La Resolución que se formuló al Ayuntamiento de Ejea de los Caballeros , 

Expediente 1199/19 , incluía una Sugerencia y una Recomendación. 

 

En la Sugerencia se proponía al Ayuntamiento una solución jurídica para poder 

instruir un procedimiento para resolver una solicitud de anulación  de una 

liquidación de la Plusvalía por no haber incremento sujeto a tributación, que no 

fue aceptada al considerarse desde el Ayuntamiento que la resolución 

desestimatoria era firme en vía administrativa. Y en la Recomendación se instaba 

la reforma de su Ordenanza fiscal reguladora del Impuesto sobre el Incremento de 

Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana con la finalidad de informar a los 

contribuyentes sobre la suspensión del pago de la liquidación del referido 

Impuesto, así como sobre el derecho a presentar solicitud de anulación contra la 

liquidación por inexistencia de incremento sujeto a  tributación aportando las 

pruebas que acrediten el mismo, y no únicamente un informe pericial. 

 

Esta Sugerencia fue aceptada por el Ayuntamiento de Ejea de los Caballeros. 

 

Presentó un contribuyente vecino de Borja,  escrito de queja informando que en el 

impreso de declaración del Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos 

del Ayuntamiento de Borja que se facilita a los contribuyentes para su 

cumpliment ación no hay ninguna información sobre la bonificación en el 

Impuesto caso de ser la vivienda habitual; no hay ni siquiera casilla para solicitar 

la bonificación. Desde esta Institución se formuló Sugerencia al Ayuntamiento de 

Borja, Expediente 746/19 , al considerar que para asistir y asesorar a los 

obligados tributarios o sujetos pasivos del Impuesto sobre el Incremento de valor 

de los terrenos de naturaleza urbana, la Administración debería informar sobre las 

bonificaciones que se establecen en la Ordenanza Fiscal reguladora del citado 

Impuesto, el procedimiento para su solicitud y el plazo, dando cumplimiento de 

esta forma a lo dispuesto en los artículos  34 y 85.1 de la Ley General Tributaria. 

 

El Ayuntamiento de Borja aceptó la Sugerencia e incluyó en el impreso de la 

declaración del Impuesto la casilla para la bonificación de la vivienda habitual.  

 

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/1199.2019.pdf
https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/746.2019.pdf
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Se formuló al Ayuntamiento de Uncastillo, al Expediente  1279/19 , Sugerencia 

para que resolviera una solicitud de devolución de ingresos indebidos previa 

rectificación de la autoliquidación del Impuesto presentada, al haber entendido 

desde la Institución que el Ayuntamiento consideraba desestimada la petición al 

no haber resuelto en plazo, por lo que siendo el silencio negativo, el ciudadano 

podía acudir a los Tribunales de Justicia. Desde el Ayuntamiento se informó que 

antes de formular la Sugerencia desde esta Institución, resolvieron favorablemente 

la solicitud del contribuyente, y que el criterio del Ayuntamiento es siempre 

resolver todas las peticiones que se le presenten.  

11.2  Impuesto sobre la Contaminación de las Aguas  

Como decíamos en el apartado del Planteamiento General de esta materia, 

únicamente se han presentado seis quejas en relación con el Impuesto sobre la 

Contaminación de las Aguas durante el año 2020. Las cuestiones que se nos 

plantean, excepto en un par de casos, se refieren al procedimiento de gestión o de 

recaudación, como en los demás impuestos.  

 

Recientemente, el Tribunal Superior de Justicia de Aragón ha dictado su Sentencia 

de fecha 16 de octubre de 2020, y con fundamento en la referida Sentencia del 

Tribunal Constitucional de 18 de septiembre de 2018, considera que no se vulnera 

el principio de la autonomía local, que es la competente en la materia de 

depuración de las aguas residuales, y que el Impuesto sobre la Contaminación de 

las Aguas es compatible con las Tasas de Depuración, por lo que tampoco se 

vulneran los 9.3 y 133.2 de la Constitución y del artículo 6.3 de la Ley Orgánica de 

Financiación de las Comunidades Autónomas. También rechaza el Tribunal 

Superior de Justicia de Aragón que se vulnere el principio de igualdad tributaria.  

 

Desde el Justiciazgo, en estos pocos casos en los que se discuta el establecimiento 

del Impuesto sobre la Contaminación de las Aguas, se informa a los contribuyentes 

de la legalidad de la imposición y de la exigencia del pago, procediendo al archivo 

del expediente. 

 

Se ha formulado al Departamento de Agricultura, Ganadería y Medio Ambiente, 

de quien depende el Instituto Aragonés del Agua, una Sugerencia, al Expediente 

206 /18 , reiterada posteriormente, en el que se propone que por el referido 

Instituto se informe a los sujetos pasivos del Impuesto sobre la Contaminación de 

las Aguas, y por los medios que considere más conveniente, de la posibilidad de 
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elegir otro método diferente al de estimación objetiva para determinar la base 

imponible del Impuesto sobre la Contaminación de las Aguas; y si es posible 

presentar prueba en contrario sobre el volumen de agua determinado por el 

método de estimación objetiva. 

 

En relación con la solicitud del propietario de un i nmueble arrendado de que 

abonara el Impuesto sobre la Contaminación de las Aguas el inquilino, se sugirió 

desde la Institución al Ayuntamiento de La Muela, Expedient e 540 /20 , que 

estudiara la procedencia de informar al Instituto Aragonés del Agua de los datos 

relativos a los arrendatarios de inmuebles y los consumos de agua que efectúen 

necesarios para la aplicación del Impuesto sobre la contaminación de las aguas. 

Asimismo, se consideró necesario formular Sugerencia al Instituto Aragonés del 

Agua para que emitiera un informe que aclarara si las entidades suministradoras 

de agua tienen obligación de proporcionarle los datos referentes al arrendatario de 

un inmueble y los consumos efectuados que sean necesarios e imprescindibles para 

la aplicación del Impuesto sobre la contaminación de las aguas. 

11.3 Procedimiento de comprobación de valores  

Al igual que los años anteriores, los ciudadanos acuden a la Institución para 

solicitar información sobre el procedimiento de comprobación de valores que 

inicia la Administración cuando no está de acuerdo con el valor declarado por el 

contribuyente, y sobre los recursos que se pueden presentar, y en particular, sobre 

el procedimiento de tasación pericial contradictoria.  

 

La Administración, en los casos en los que no se declara el valor apuntado por el 

Departamento de Hacienda y Administración Pública en aplicación de los medios 

de valoración de precios medios de mercado y de estimación por referencia a los 

valores que figuren en los registros oficiales de carácter fiscal, procede a notificar 

el inicio del expediente de comprobación de valores al contribuyente adjuntando 

la nueva valoración del inmueble transmitido. Si el contribuyente c onsidera que el 

valor que le notifica la Administración es superior al real de mercado, en esos 

casos, debe presentar un informe de valoración para iniciar el trámite de tasación 

pericial contradictoria, en el que un tercer perito nombrado por sorteo decid e cual 

es la valoración del bien transmitido de forma motivada.  

 

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/540.2020.pdf
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Desde esta Institución se consideró oportuno formular tres sugerencias al 

Departamento de Hacienda y Administración Pública en relación con los 

procedimientos de comprobación de valor. 

 

En opinión de esta Institución, la Administración podría explicar mejor cómo 

obtiene las medias de los datos referidos de superficie, antigüedad, y calidad, y las 

operaciones de la fórmula que aplica para calcular el valor de un inmueble a través 

del medio de comprobación de precios medios de mercado. También podrían 

identificarse de forma completa los datos relativos a los inmuebles que han servido 

como testigos para averiguar el precio medio de mercado de un inmueble, y 

explicar cómo obtiene el dato de la calidad catastral del inmueble objeto de 

comprobación. 

 

De esta forma el contribuyente puede conocer si los datos que ha obtenido la 

Administración son los adecuados para poder obtener el precio medio de mercado 

del inmueble comprobado, quedando el informe de valoración de precios de 

mercado debidamente motivado conforme a la doctrina del Tribunal Supremo 

expuesta y el artículo 160.3 del Reglamento General de las actuaciones y los 

procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas 

comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos. 

 

Y por ello,  se formuló Sugerencia al Departamento de Hacienda y Administración, 

Expediente 1499 /19 , para que por los órganos competentes del Departamento 

de Hacienda y Administración Pública, en las comprobaciones de valor que por el 

medio de precios medios de mercado realice, especifique de forma más detallada, 

sencilla y clara la adaptación de los estudios de precios medios de mercado y el 

sistema de cálculo a los casos concretos. 

 

En el mismo sentido se formuló una segunda Sugerencia al Departamento de 

Hacienda y Administración Pública, Expediente 126 /20 . 

 

El Departamento de Hacienda y Administración Pública del Gobierno de Aragón 

aceptó las dos Sugerencias formuladas. 

 

La tercera Sugerencia se analizó el caso expuesto por un  contribuyente que alegó 

diversas circunstancias concretas del estado en el que se encontraba la vivienda 

valorada en un procedimiento de comprobación de valor, que el informe de precios 
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medios de mercado no habría tenido en cuenta, circunstancias que debían ser 

tenidas en cuenta para decidir el estado de conservación del inmueble 

comprobado, que es un parámetro de valoración del medio de precios de mercado 

de Aragón. 

 

 Según consolidada Jurisprudencia del Tribunal Supremo, se dice en la Sentencia 

de 5 de junio de 2020: 

 

 ñCuando la valoraci·n administrativa no suministra elementos y datos 

suficientes en que sustentar aquélla para que el ciudadano las pueda comprender 

y poner en tela de juicio, esa tasación deviene innecesaria y perturbadora.  

 

Por otra parte, no se puede medir la legalidad o ilegalidad de una disposición 

general de este carácter, por la que se fijan los parámetros que deben 

considerarse de forma abstracta para comprobar los valores mediante actos de 

aplicación, en función de la  capacidad de reacción a posteriori de quien resulte 

disconforme con ella. Según tal opinión, que late en la postura manifestada por 

la Administración, quien se considere perjudicado por la aplicación a su caso 

particular del coeficiente único municipal sie mpre tiene en sus manos el remedio 

de la tasación pericial contradictoria, que vendría a erigirse en el único 

instrumento válido y eficaz para hacer valer un valor real distinto al derivado de 

la aplicación del coeficiente que las normas autonómicas establecen.ò 

 

En cumplimiento de esta doctrina, y en opinión de esta Institución, en los informes 

de comprobación de valor siguiendo el medio de comprobación de precios medios 

de mercado en las transmisiones de inmuebles debería quedar justificado que se 

han tenido en cuenta, se han valorado, las circunstancias concretas señaladas por 

el contribuyente, y que pudieran suponer un menor valor del inmueble, y teniendo 

de esta forma el contribuyente cumplida contestación a sus alegaciones y 

conociendo las razones por las que no se estiman, puede solicitar la tasación 

pericial contradictoria y argumentar en defensa de su derecho lo que considere 

conveniente. 

 

Por todo lo anterior se consideró desde el Justicia formular Sugerencia al 

Departamento de Hacienda y Administración Pública, Expediente 1422 /19 , 

para que en el informe que emitan en las comprobaciones de valor por el medio de 

precios medios de mercado, y en el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales, 
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quede justificado expresamente y de forma motivada que han valorado las 

circunstancias concretas que sobre el bien cuyo valor se comprueba fueran 

alegadas por el contribuyente. 

 

El Departamento de Hacienda y Administración Pública aceptó la Sugerencia del 

Justicia. 

11.4 Catastro. Impuesto sobre Bienes Inmuebles  

Reseñar las quejas de los contribuyentes en relación con la fecha de efectos que da 

el Catastro a las nuevas valoraciones de los inmuebles en los procedimientos de 

subsanación de discrepancias, y que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 

18 de la Ley del Catastro dicha fecha es la del ejercicio siguiente a la fecha de la 

resolución catastral. 

 

Al no tener la fecha de efectos retroactividad alguna, los contribuyentes que 

consiguen minorar el valor catastral de lo construido y del suelo, no pueden pedir 

posteriormente devolución de las cuotas del IBI abonadas de más, con el límite de 

cuatro años, y de la cuota del Impuesto sobre el Incremento de Valor de los 

Terrenos de Naturaleza Urbana. 

 

No se discute la decisión del Catastro, pues hay jurisprudencia que avala su 

proceder, pero el Tribunal  Supremo, en sus recientes Sentencias de 3 de junio de 

2020, ha concluido que ñel hecho de que el valor catastral resultante de un 

procedimiento de subsanación de deficiencias (del artículo 18 TRLCI) proyecte 

sus efectos hacia el futuro en el ámbito puramente catastral no significa que 

quepa admitir la licitud de una deuda tributaria basada en un valor luego 

declarado err·neo por la Administraci·n.ò  

 

Por ello, se ha informado a los interesados que pueden solicitar a los 

Ayuntamientos la devolución de las cantidades del IBI y de la Plusvalía que 

consideren proceden, pero probando que el nuevo valor fijado por el Catastro es el 

mismo que debiera haber habido en años anteriores. 

 

También se han presentado quejas de los ciudadanos exponiendo su 

disconformidad con los datos que constan en las inscripciones catastrales relativos 

a la superficie y linderos principalm ente. En estos casos se informa a los 
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interesados sobre los procedimientos de rectificación que puede instar ante el 

Catastro. 

11.5 Tasas m unicipales  

En relación con las tasas que cobran los Ayuntamientos por los servicios que 

prestan, se han formulado por la Institución las siguientes Sugerencias: 

 

Con la finalidad de que los propietarios de las viviendas y locales alquilados puedan 

tener conocimiento directo de sus obligaciones tributarias, se formuló Sugerencia 

al Ayuntamiento de La Puebla de Alfindén, Expediente 124 /20 , para que 

informara a los propietarios de los importes pendientes de abonar por parte de los 

usuarios del servicio de suministro de agua potable y recogida de basuras, 

respetando en todo caso lo dispuesto en la normativa de protección de datos. 

 

De esta forma, el propietario podrá destinar la fianza arrendaticia al pago del 

suministro de agua y de la recogida de basuras; además de tener conocimiento de 

su responsabilidad tributaria en caso de impago de las tasas y poder plantear o 

ejercer las acciones que en defensa de sus derechos tengan por conveniente. 

 

Se presentó por un ciudadano una petición para que desde el Justiciazgo se inste 

al Ayuntamiento de Tamarite de Litera para que aprobara una bonificación de la 

tasa de acceso a las piscinas municipales para el colectivo de jubilados, para el 

supuesto de ser legal dicha bonificación. 

 

No habiendo irregularidad alguna en la actuación del Ayuntamiento de Tamarite 

de Litera, desde el Justicia se informó al Ayuntamiento sobre la posibilidad de 

aprobar la bonificación de una tasa para determinados sujetos pasivos únicamente 

teniendo en cuenta criterios genéricos de capacidad económica. No está obligado 

a ello, pero tampoco está prohibida una bonificación en ese sentido. Y en este 

sentido se formuló Sugerencia al Expediente 186 /20 . 

 

Ante la ocupación de dominio público sin licencia municipal según el escrito de 

queja presentado, se formuló Sugerencia al Ayuntamiento de Ontinar de Salz, 

Expedient e 557/20 , para que comprobara que la actividad de terraza 

desarrollada por tres negocios de hostelería se ejercía con licencia y se abonaban 

las tasas legalmente aprobadas 

 

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/124.2020.pdf
https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/557.2020.pdf
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Ante la falta de identificación suficiente de los datos esenciales tributarios 

necesarios para conocer el concepto, importe de la deuda y período de un recibo de 

una tasa pasada al cobro a un contribuyente por la Comarca de Andorra-Sierra de 

Arcos se formuló Sugerencia, Expediente 1554/19 , para que dicha Comarca 

cumpliera con lo dispuesto en el artículo 41 del Reglamento de Recaudación en 

cuanto a las circunstancias mínimas que deben contener los recibos que como 

justificantes de pago entregan las entidades financieras a los contribuyentes en los 

tributos de cobro periódico  

 

Introducir el requisito del empadronamiento para determinar la aplicación de una 

tarifa de un precio público por la prestación de un servicio podría suponer una 

discriminación c ontraria a la normativa reguladora de los precios públicos y del 

acceso a los servicios públicos, y por ello se formuló Sugerencia al Ayuntamiento 

de Zaragoza, Expediente 300 /20 , para que iniciara un expediente con la 

finalidad de estudiar si procede suprimir el requisito de empadronamiento para 

determinar el precio público aplicable para acceder a los cursos de la Escuela 

Municipal de Música y Danza de Zaragoza y que se establece en Texto Regulador 

n° 27 de Precios Públicos por prestación de servicios en los Centros de Enseñanzas 

Artísticas. 

11.6 Procedimientos de gestión y recaudación de los tributos  

Al constituir una obligación administrativa la de resolver todas las peticiones o 

recursos que las personas deduzcan ante la Administración, estimando en todo o 

en parte o desestimando las pretensiones que se formulen por el interesado, o 

declarando su inadmisión, y ofreciendo los recursos que correspondan, se 

consideró por el Justicia necesario formular Sugerencia al Departamento de 

Hacienda y Administración Pública, Expediente 1163 /20 , para que resolviera 

las peticiones presentadas por un contribuyente, en cumplimiento de lo dispuesto 

en el artículo 40.2 de Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas.  

 

El Departamento de Hacienda aceptó la Sugerencia formulada. 

En relación con la asistencia que debe prestar la Administración a los 

contribuyentes, se formuló Sugerencia al Departamento de Hacienda y 

Administración Pública, Expediente 759 /19 , para que se informara, por los 

medios que considerara más procedentes, sobre el cumplimiento de los requisitos 

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/1554.2020.pdf
https://eljusticiadearagon.es/resoluciones/300-2020/
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para tener derecho a la reducción por adquisición de vivienda habitual en el 

Impuesto sobre Donaciones. 

 

Se nos planteó por un ciudadano la discriminación existente en la Ordenanza 

reguladora del aprovechamiento micológico aprobada por la Mancomunidad 

Forestal de Aragüés del Puerto-Jasa entre empadronados y no empadronados en 

los referidos Municipios en el pago de la licencia del referido aprovechamiento. 

 

Se argumentaba por el interesado que la diferencia de trato por residir en otro 

municipio vulnera el principio de igualdad, pues no está basada en criterios de 

capacidad económica. 

 

Examinada la cuestión, desde el Justicia de Aragón se formuló Sugerencia a la 

Mancomunidad Forestal de Aragües del Puerto-Jasa, Expediente 906 /18 , para 

que se solicitaran sendos informes al Departamento de Agricultura, Ganadería y 

Medio Ambiente del Gobierno de Aragón, al amparo de lo dispuesto en el artículo 

8 .2 f) y h) de la Ley de Montes; y a la Diputación Provincial de Huesca, al amparo 

de lo dispuesto en el artículo 65 de la Ley de Administración Local, sobre si la cuota 

diferenciada entre empadronados y no empadronados aprobada en la Ordenanza 

reguladora del aprovechamiento micológico de los montes de utilidad pública se 

ajusta a nuestro Ordenamiento Jurídico. 

 

Constituyendo una obligación administrativa la de resolver todas las peticiones o 

recursos que las personas deduzcan ante la Administración, estimando en todo o 

en parte o desestimando las pretensiones que se formulen por el interesado, o 

declarando su inadmisión, se formuló Sugerencia a la Diputación Provincial de 

Huesca, Expediente 62 /19 , para que se resolviera expresamente el recurso de 

reposición presentado por un contribuyente  

 

El Ayuntamiento de Utebo no concedió la exención del Impuesto sobre Vehículos 

al propietario de un vehículo con un grado de discapacidad superior al 33 por 100 

por el hecho de no estar empadronado en la localidad. Desde la Institución se 

formuló Sugerencia al Ayuntamiento de Utebo, Expediente 1415 /19 , para que 

reconsiderara su decisión, al estimar que el artículo 93 de la Ley de Haciendas 

Locales no exige estar empadronado al sujeto pasivo del Impuesto para que se le 

otorgue la exención fiscal. 

 

https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/62.2019.pdf
https://eljusticiadearagon.es/wp-content/uploads/resoluciones/1415.2019.pdf















































































































































































































































































































































































































































